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DEMANDA

DE LA COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

ELVIO EPIFANIO AcaSTA aCAMPOS y OTROS
CONTRA LA REPÚBLICA DE PARAGUAY

CASO 11.666
INSTITUTO DE REEDUCACiÓN DEL MENOR -PANCHITO LÓPEZ"

'1. La Comisión Interamericana de DerechoS Humanos (en lo sucesivo
"Comisión", "Comisión Interamericana" O "CIDH") presenta él la Corte tnteramertcana de
Derechos Humanos (en lo sucesivo "Honorable Corte") , una demanda contra la República
de Paraguay (en adelante "Paraguay" o el Estado paraguayo"), conforme a lo dispuesto en
el artículo 51 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en lo sucesivo
"Convención Americana") , como consecuencia de a las condiciones de vida en la que han
sido mantenidos los niños y adolescentes detenidos en el Instituto de Reeducación del
Menor "Coronel Panchito t.ópaz", (en adelante también denominados -los niños" o "las
víctimas"). Con ocasión a tal situación, el Estado paraguayo es responsable de la violación
al derecho a la vida, a la integridad personal. a la libertad personal. a las garantías
judiciales, a la protección judicial y a medidas especiales de protección de la niñez
consagrados, respectivamente, en los artículos 4, 5. 7, 8, 25, y 19 de la Convención
Americana, todos ellos en conexión con lo establecido en el artículo 1(1) de dicha
Convenci6n respecto a la obligación del Estado paraguayo de respetar y garantizar los
derechos consagrados en (a Convenci6n.

2. La Comisión presenta a la Honorable Corte esta demanda contra el Estado
paraguayo debido a las violaciones a los derechos humanos cometidas en perjuicio de los
niños y adolescentes internos en el Instituto de Reeducación del Menor "Coronel Pancntto
López", (en adelante el "Instituto", el "Instituto Panchitc L6pez" o el "Panchito López")
entre el 14 de agosto de 1996 y el 25 de julio de 2001, así como de aquellos que fueron
posteriormente derivados a penitenciarías para adultos y en su caso sus familiares,
personas a quienes se refiere la presente demanda. Al respecto, la Comisión considera que
el Instituto -Panchito López" representó el mantenimiento de un sistema de detención
contrario a todas los estándares int ernacionales respecto a la privación de la libertad de
niños y adolescentes debido a las condiciones a las Que se sometió a las víctimas, reñidas
con su dignidad humana y con su status de menores de edad, como consecuencia de la
superpoblación, el hacinamiento, la insalubridad, falta de infraestructura adecuada, número
insuficiente de guardiacárceles no adecuadamente capacitados. El Instituto Panchito López
Que albergó a las víctimas del presente caso es la representación más palpable de un
sistema carcelario contrario a las más elementales consideraciones de humanidad. Todo
ello, representó una violación radical de los derechos garantizados en tos artfcutos 4. 5. 7,
8, 25 y 1(1) de la Convención en perjuicio de las víctimas Que debe ser objeto de medidas
de reparación integrales que adecuadamente comprendan todas las situaciones infringidas
en el presente caso
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agravadas

La sobrepobtacíén y condiciones inhumanas de detención
debido a Que el Estado abusó la utilización de la privación de la

•se vieron
libertad en
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contra de las víctimas, que en el caso de niños y adolescentes debió haberse regido por los
principios de excepctonauoad, determinación temporal, brevedad y ultima retio Que rigen la
aplicación de la privación de libertad, tanto sea como medida cautelar cuanto como
sanción, para las personas menores de dieciocho años de edad, de conformidad con
Convención Americana leída en conjunto con otras normas Internacionales'. Así, en julio de
1999, había un total de 291 internos, la mayor parte de ellos acusados de hurto," delito
que constituye una de las afectaciones mínimas a bienes jurídicos tutetacos por las leves
paraguayas, de ahí Que la privación de la libertad de la mayoría de las víctimas fuera
contraria a las normas y estándares internacionales que regulan la administración de justicia
de menores.

4. Las víctimas3 en el presente caso son en su mayoría niños y adolescentes
privados de la libertad en calidad de procesado. La desproporción entre el número de
procesados y condenados es evidente y constante durante todo el período que comprende
esta demanda. Así, en 1999, de un total de 291 internos, solamente 10 estaban
condenados, mientras los otros 281 guardaban prisión preventiva."

5. El uso abusivo de la privación de la libertad en niños y adolescentes,
particularmente de la prisión preventiva, no solamente resulta contrario a la Convención
Americana y otras normas internacionales de derechos humanos, sino que generó otros
problemas que derivan en otras violaciones a la Convención. Uno de estos problemas fue la
sobrepoblacién. Desde el 14 de agosto de 1996, fecha en que se presentó la denuncia
ante la Comisión, y hasta su cierre, el Instituto "Panchito Lépez" padecía sobrepcblaclén y
sus consecuencias, como hacinamiento, violencia y falta de higiene entre otras. El Instituto
fue inicialmente diseñado para albergar a 15 internos en condiciones dignas, y fue
subsecuentemente adicionado para poder recibir más internos. Para 1999 albergaba a 291
internos, aunque su capacidad era para albergar a no más de 200 internos.

6. Como consecuencia directa de las condiciones inhumanas de detencién'' y
falta de capacitación del personal de guardia y custodia y la carencia de mínimas medidas
de seguridad y prevención se produjeron diversos incendios en el Instituto "Panchito
Lépez", Dichos incendios tuvieron consecuencias fatales en varias oportunidades. La
repetición da éstos evidencia la falta de prevención con que actuó el Estado, al no erradicar

, En particular I~ Convención sobre los Derechos del Niño, las Reglas do lae Naciones Unidas parZll la Admin istraciÓl'l
de la Ju~t¡cia de Me,"or.,~ {Rectas do 6oi;ngl y las AuglaSl d.llI5 Neciceee Unidas para la Protección eH los Menores Privados:
de: Libertad.

.2 Véase A04;l;XO 1. A lista de procesados y condenado8 en 109 Inf eernee sobre 105 ESlablecifTlifilntos: Penales del FIar,.
parte dierlc Comi~6n de: Derochos Hurnanea, Direecl6n General de Institutos Penales, ~~raou8YI 21 do julio dliJ 1999,
entregada a la ComIsión durante 3U viaita a PsrBguay en de 1999.

:1 A los fines do liItI presente demanda, la CIDH con,jdaról como vfGtimt\s a todos 10$ ni¡jos y ~dQICl5cen'te& que
eetu ....leron d9tlilnidos en el Jnetituto Panchito lÓl)cz entre el 14 de agosto de 1996 y el 25 de julio de 2001. as( como
l;I:queUoli quo Cion posterioridad fueron traslad.dQ8 .. penitenciarra& de adultos.

... Id.m note 1.

6 V6ito$G An_xo 1. que d.. cuente óe que el Instituto "~ehito L6pez· ora el lugar de dotenci6n en Paraguay qua
tlene menos recursos ph cápita en el rubro alimento8 et\ el año 1999,

l4J 006
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sus causas estructurales. El 11 de febrero del 2000, tuvo lugar el primer incendio del
tnsntuto," en el que fallecieron los siguientes niños y adolescentes: Elvio Epifanía Acosta
Ocarnpos, Marcos Antonio Giménez, Diego Walter Valdez, Sergio Daniel Vega Figueredo,
Sergio Daniel Poletti Domínguez, Mario Alvarez Pérez, Juan Aleides Román Barrios,
Antonio Damián Escobar Morinigo y Carlos Raúl de la Cruz. Al mismo tiempo, veintitrés
niños y adolescentes sufrieron heridas o quemaduras: Abel Aehar Acuña, José Milciades
Cañete, Ever Ramón Malinas Zárate, Arsento Joel Barrios Báez. Alfredo Duarte Ramos.
Sergio Vincent Navarro Moraez, Raúl Esteban Portillo, Ismael Méndez Aranda, Pedro Iván
Pena, Osvaldo Daniel Sosa. Walter Javier Riveras Rojas, Osear López Verón, Miguel
Coronel, César Oleda, Heriberto Zarate, Francisco Noé Andrada, Jorge Daniel Toledo, Pablo
Emmanuel Rojas, Sixto González Franco, Francisco Ramón Adorno y Antonio Delgado .7

7. En el segundo incendio, de fecha 5 de febrero del 2001, resultaron heridos:
Claudia Coronel Oulroqa, Clemente Luis Escobar González, Julio César García, José Amado

•
Jara Fernando, Alberto David Martfnez, M iguel Angel Martínez. Osvaldo Espínola Mora,
Hugo Antonio Quintana Vera y Juan Carlos Viveros Zarsa ." El tercer y último Incendio
ocurrió el 25 da julio del 2001 Y dio como resultado el fallecimiento del interno Benito
Augusto Adorno." Quien murió el 6 de agosto del 2001, y ocho heridos: Eduardo Vera.
Ulises Zelaya Flores. Hugo Olmedo, Rafael Aquino Acuña. Nelson Rodríguez, Demetrio
Silguero y Aristides Ramón Ortiz B. y Carlos Raúl Romero G.

8. Con posterioridad a cada incendio, parte o la totalidad de las víctimas, fueron
repartidas en las penitenciarías para adultos del país. La gran mayoría de nlños y
adolescentes desplazados a las penitenciarías de adultos continúan sin condena, esta vez
con la agravante de que se encuentran dispersos por el territorio nacional, alejados de sus
defensores legales y sus familiares. El internamiento de niños y adolescentes en cárceles
de adultos ha sido utilizado repetidas veces por al Estado paraguayo como medio para
remediar sus propias fallas en la falta de planificación del sistema carcelario nacional.

9 . El Paraguay, en definitiva, mantuvo a las víctimas, centenares de niños y
adolescentes, en condiciones infrahumanas de hacinamiento, el traslado a un lugar con
condiciones adecuadas se fue dilatando en el tiempo, pese a que se sucedieron tres
incend ios que terminaron por destruir .completemerrt e al establecimiento y ocasionaron la
muerte de diez adolescentes, dejando lesiones y quemaduras en varias decenas durante 105

dos últimos años. El Estado se limitó a hacer reparaciones mínimas del local del Instituto,
sin atacar la rarz del problema ni mejorar efectivamente las condiciones de vida de las
víctimas, y agravó su situación al trasladarlas temporalmente a centros de reclusión de

, V6ase An,uo 50. Vid.o rela tivo al incondio del 11 da febrero de 2000.

7 Véase Anexo Z copht d81informe :sobre ollncondio del 11 de febrero de 2000 elaborado por la Direcci6n Generel
de Derechos Humanos del Ministerio de 'Justicia y Trabajo. Los interno:¡: Antonio Oamíá" EscQb.;¡r Moringo V Carlos Ra~l de la
Cruz, que fueron reponados: inielalrnente como heridos. teueetercn pcstertcrmente, A 9Ba efectc véeae Ane1tD 3 certific¡¡d(l~

de daronci6n do 10$ níñDIl y edcleeeentes fSllBl:idoS en '11 primo,. incendio.

, Véase An.xo 5 comunicaci6Tt do los ~ticion8riQ!I de fecha 5 do febrero de 2001.

a Véase An_xo 6 ce-eñeedc da defunción de 8 6n¡to Augusto AdornO.
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adultos, lajas de sus familias y sus defensores legales, y en precarias condiciones de
seguridad. El Estado, finalmente cerró el Instituto "Panchito López" el día 25 de julio de
2001 sin haber reparado plenamente las violaciones que se denuncian.

I. OB.JETO
,

10. El objeto primordial de la presente demanda es que la Honorable Corte
concluya y declare que:

,,
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-
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-
­,

­,
,

-
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a.

b,

•

c.

La República del Paraguay incumplió su obligación de garantizar el
derecho a la vida protegido por la Convención Americana en su
artículo 4 en conexión con el artículo 1 (1 1, y de este modo violó el
derecho a la vida en perjuicio de Elvio Epifanio Acosta Ocampos,
Marcos Antonio Gíménez, Diego Walter Valdez, sergio Daniel Vega
Figueredo, Sergio David Poletti Domínguez, Mario Alvarez Pérez, Juan
Alcides Román Barrios, Antonio Damlán Escobar Morinigo, Carlos Raúl
de la Cruz y Benito Augusto Adorno.

La República del Paraguay incumplió su obligación de garantizar el
derecho a la iniegridad físic<l protegido por la Convencíén Americana
en su artrcuío 5 en conexión con el artículo 1.1, Y de este modo violó
el derecho a la int egridad física en perjuicio de Abe' Achar Acuña,
José Milicadesi Cañete, Ever Ram6n Malinas Zárate, Arsenio Joel
Barrios Báez, Alfredo Duarte Ramos, Sergio Vincent Navarro Moraez,
Raúl Esteban ¡portillo, Ismael Méndez Aranda, Pedro Iván Peña,
Osvaldo Daniel Sosa, Walter Javier Riveros Rojas, Osmar López,
Verón, Miguel Coronel, César Ojeda, Heriberto zsrate. Francisco Noé
Andrada, Jorge Daniel Toledo, Pablo Emmanuel Rojas, Sixto González
Franco, Francisco Ramón Adorno, Antonio Delgado, Claudia Coronel
Oulroqa, Clemente Luis Escobar González, Julio César García, José

1
Amado Jara [Fem andc , Alberto David Martínez, Miguel Angel
Martínez, Osvatdo Espinole Mora, Hugo Antonio Ouintana Vera, Juan,
Carlos Vivero : Zarza, Eduardo Vera. Ulises Zelava Flores, Hugo,
Olmedo, Rafael Aquino Acuña, Nelson Rodríguez, Demetrio Silguero y
Aristides Harnón Ortiz B. y Carlos Raúl Romero Giacomo como
consecuencia de las heridas e intoxicaciones sufridas durante los
diferentes incendios ocurridos.

1,
,

La República del Paraguay incumplió su obligación de respetar y
garantizar el ¡derecho a la integridad personal protegido por la
Convención Americana en su artículo 5 en conexión con el artículo
1 (1), y de este modo violó el derecho a la integridad personal en
perjuicio de lbs niños y adolescentes internos en el Instituto de
Reeducación dFI Menor "Panchito Lépez" entre agosto de 1996 y julio
del 2001, Y posteriormente remitidos a las penitenciarías de adultos

I

-"
,
,,
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d.

e .

f.

g.

del país debido a las condiciones inhumanas y degradantes de las
condiciones de detención a las que fueron sometidos.

La RepOblica d~' Paraguay incumplió su obligación 'de respetar y
garantizar el derecho a la libertad personal protegido por la
Convención AJ'Tlericana en su articulo 7 en conexión con el artículo
1(1 1, y de est~ modo violó el derecho a la libertad personal en
perjuicio de 10$ ninos y adolescentes internos en el Instituto de
Reeducación del Menor "Panchito López" entre <lgosto de 1996 y julio
del 2001. y posteriormente remitidos a las penitenciarías de adultos
del país, debido!a las condiciones inseguras de detención. al uso de la
privación de libertad en contra de los principios internacionalmente
aceptados de brevedad y excepcionalidad. así como su utilización
inadecuada y excesiva, tanto durante la tramitación de los respectivos
procesos comd en la etapa de la ejecución de la sanción y a la
inefectividad del recurso de hábeas corpus .

I

La República del Paraguay incumpli6 su oblig<lci6n de respetar y
garantizar los Iderechos del niño protegidos por la Convención
Americana sobre Derechos Humanos en su artículo, y de este modo
violó los derechos del niño en perjuicio de los niños y adolescentes,
internos en el Instituto de Reeducaci6n del Menor "Panchlto l.épez"
entre agosto dé 1996 Y julio del 2001, y posteriormente remitidos a
las penitenciarf~sde adultos del país, en virtud de haber aplicado a los
mismos un si*ema jurídico contrario a las normas internacionales
específicas de protección a la niñez, haberíos sometido a un régimen
de detención abusivo e inhumano en el Instituto "Panchito L6pez" y
haber d6satenido las violaciones a sus derechos.

la República del Paraguay incumplió Su obligaci6n de respetar y
garantizar el ~ereoho a las gar.,ntías judiciales protegido por la
Convención ATericana en su artfculo 8 en conexión con el artículo
1.(11 y de este modo viol6 el derecho a las garantras judiciales en
perjuicio de Ids niños y adolescentes internos en el Instituto de
Reeducación dél Menor 'Panchito López' entre agosto de 1996 y julio
del 2001, y posteriormente remitidos a las penitenciarías de adultos,
del país, debido a la demora injustificada y la falta de una defensa
jurídica efecti~a en los procesos Que se le siguieron y aún se les
siguen por la posible comisión de diversos delitos, el sometimiento a

•procesos judiciales contraríes a los estándares Intemacíonates, al uso
abusivo de la prisión preventiva. así como por la falta de ínvBstig<lci6n

. de las vlotactones que se acreditan en el presente C<lSO.

La República del Paraguay incumplió su obligación de respetar y
garantizar el derecho a la protección judicial protegido por la
Convención Americana en su artículo 25 en conexión con el artículo



-

..

6

•• •

0000010

~010

-

-

1(1). y de est modo violó el derecho a la protecci6n judicial en
perjuicio de lo niños y adolescentes internos en el Instituto de
Reeducaci6n de Menor "Panchito L6pez" entre agosto de 1996 y julio
del 2001, y posteriormente remitidos a las penitenciarías de adultos
del pais debido pla falta de un recurso efectivo Que permitiera poner
fin a las violaci nes que padecieron y aún padecen. así como reparar
las mismas.

11. Con base en tal s conclusiones la Comisión solicita a la Honorable Corte que
de conformidad con lo establecido en el artículo 63 de la Convención Americana. ordene al
Ilustre Estado paraguayo garahtizar a las víctimas y a sus familiares. de ser el caso, el goce

I . di'de sus derechos conculcad9s, y le ordene Igualmente adoptar to as as reoaracrones
pecuniarlas y no pecuniarias que se indican en el capítulo VII de la presente demanda.

­• 11. REPRESENTAC ÓN DE LA COMISiÓN INTERAMERICANA

-
..

12. Conforme a lo dispuesto en los artícuíos 22 y 33 del Reglamento de la
Honorable Corte. la Comisló ha designado al comisionado José Zalaquatt, y al doctor
Santiago A. Canten, Secreta io Ejecutivo de la CIDH. como sus delegados en este casa.
Los doctores Ariel Dulitzky eIlgnacio Alvarez, especialistas de la Secretaría Ejecutiva de la
CIDH, así como la doctora Mary Beloff. consultora de la Comisión han sido designados

I
para actuar como asesores le ales .

­, 111. JURISDICCiÓN DE LA CORTE

­,

~
•

.-

13. La Honorable Corte es competente para conocer el presente caso. La
República de Paraguay rannc la Convención Americana el 24 de agosto de 1989 y aceptó
la jurisdicción contenciosa d la Honorable Corte el 26 de marzo de 1993. conforme al
artfculo 62(3) de dicho Tra do . los hechos del caso se refieren a la violación de los
artículos 4. 5. 7. 8, 25. 19 1(1) de la Convención Americana en perjuicio de los niños y
adolescentes internados en la Instituto "Panchito López" entre el 14 de agosto de 1996 y
el 25 de julio de 2001. Dic as violaciones, que se han continuado en el tiempo. tuvieron
lugar después de la ratificac ón de la Convención por parte del Estado paraguayo y de la
aceptación de la cornpetenci contenciosa de la Corte por parte del mismo.

IV. TRÁMITE ANT LA COMISiÓN

14. A continuació
los artículos 48 a 50 de la
tal instrumento internacional

se analiza el cumplimiento de los procedimientos previstos en
onvención Americana. conforme lo exige el artículo 61 (2) de

-
.,

.-

..

­,

15. El caso fue pr sentado el 14 de agosto de 1996 por el Centro por la Justicia
y el Derecho Internacional ( EJIL) Y la Fundación Tekojoja. La Comisión abrió el caso el 27
de agosto de 1996 con el n mero 11.666' 0 Y envió las partes pertinentes de la petición al

10 Véa&e Anexo 11 petición o iginal del 14 de agosto de 1996 .
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Estado paraguayo y solicitó información dentro del plazo de 90 dfas, de conformidad con el
Reglamento vigente." Al no recibir respuesta del Estado, el 12 de diciembre de 1996, la
Comisión reiteró la solicitud dE;¡ información al Estado y le otorgó un plazo adicional de 30
dfas para suministrarla. !2 El : 27 de abril de 1997, los peticionarios manifestaron su
disposición de llegar a un arreglo arnístosc." por lo que, el 8 de mayo del mismo año, la
Comisión se puso a dísposlcíon de las partes para llegar a un acuerdo de solución
amísrosa.I"

•,
16. En el marco ~el proceso de solución amistosa, se celebraron múltiples

reuniones entre las partes en: Asunción. Asimismo. la CIOH celebró 3 audianclas durante
sus periodos de sesiones, asr como distintas reuniones de trabajo en su sede."

17. El 23 de marzode 1999 en el marco de una reunión de solución amistosa en
la sede de la Comisión, el EStado se comprometió a presentar un cronograma sobre las
actividades que se estaban reallzendo respecto al cierre definitivo del Instituto."

••
i

18. Durante su v isita in loco a Paraguay. celebrada del 28 al 30 de julio de 1999,
la Comisión recorrió las Instalaciones del Instituto. se reunió con su Director y constató las
condiciones inhumanas de détención de Jos niños y adotescentes.!" El cronograma para el
cierre definitivo fue remitido a la Comisión en julio de 1999. En dicho plan, se proyectaba
el traslado de las víctimas pa~a finales de noviembre del mismo año.

I
•

19. El 24 de febret,o de 2000 tras el incendio ocurrido el 11 del mismo mes, la
Comisión solicitó informaci6,fl sobre los detalles del siniestro y sobre las investigaciones
reelizedas y los progresos en lel cierre definitivo del Instituto y la reubicación de 105 niños y
adolescentes ahr detenidos. El 20 de marzo de 2000. Paraguay envió un informe sobre los
nscnos." I

•
I

20. El 4 de abril da 2000, dentro del marco del proceso de soluci6n arnlstosa,
•

Paraguay informó a la CIDH ¡sobre el traslado de cuarenta niños y adolescentes sobre un
total de 269 al Centro de ~ducación Integral". establecimiento ubicado en Itauguá (en
adelante "CEI Itauguá"). '¡

,
21 . 1:1 10 da octubre de 2000 la el OH, en su 108o perrodo de sesiones, celebra

una nueva audiencia donde iel Estado Paraguayo asumió nuevernante el compromiso de
•

------------ i
11 veese An_xo 12 eO/TlUnicadi6n de la Comlsi6n de fecha 2.7 de agosto de 19 96., ¡
11 VcíaliO Anexo 13 cQmunic~dí6nde 101 Comisión de fecha 12 de diciembre de H196.

I
13 veeee An01'tD 14 comunicZlcl6n de los peticionarios de fecha 27 de abril de 1997_

I
l4 V'ase Anexo 1! eomunic~lC~·I6n da la Comis ión do focha 8 c e f1'l3YO de 19 97 .

15 V6a$~ 9xpediente del C3SO !mtB la CIOH.
I

" Já.m. l

17 V~8~e Anexa 11 comunicaba de premIa CIOH 23199. pém'tos 12. 45 V 6e.
I

111 Véase Bxtlediente del caso ants la CrOMo
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cerrar definitivamente el InstiLto "Panchito L6pez", esta vez en un plazo de seis meses
contados a partir de la fech~ de la audiencia. La CIDH informó que si vencido dicho
término, el Instituto no se hutJiera cerrado definitivamente, concluiría su intervenci6n como
órgano de sotuclén amistosa yproseguiría con la tramitación del caso de conformidad con
la Convención Amerícana.t? I

;

22. El 5 de febrerd de 200t, los peticionarios notificaron a la Comisión del
segundo incendio ocurrido, adjuntando una lista de los adolescentes que fueron víctimas
del incendio y la atención médica que se les dio.'0 .

;

I
23. La CIDH escucho a las partes en audiencia el 1 o de marzo de 2001 . En ella,,

Paraguay se comprometió pdr tercer" vez" cerrar definitivamente el Instituto "Panchito
lópez" a más tardar a finale~ del mes de junio. La Comisión declaró nuevamente que si no
se hubiere efectuado el cíerre dentro de dicho : término, que consideró improrrogable,
concluiría su intervención domo órgano de soiución amistosa, y proseguiría con la
tramitación del caso de confofmidad con la cenvenctcn."

-
,

-

­,
,,,,

-

r:

-
•,

r:,,

•

24. En fecha 25 de julio de 2001, los peticionarios se retiraron del proceso de
solución amistosa y solicitaroh se declarase la admisibilidad y se aplicase del artículo 50 de

I

la Convención al caso, El 26 de julio, la Comisión actuando de oficio puso fin e su
actuación como 6rgano dJ solución amistosa, soucltando al Estado presente sus
observaciones finales sobre ~ mérito de la petición, en el plazo de dos meses y fijando una
audiencia para la discusión dfj!1 mismo. La información del Estado fue recibida en la CIDH el
día 24 de octubre del 2001.'1

25 . El 30 de julio del 2001 , Paraguay envió a la CIDH un informe del siniestro
ocurrido el 25 de julio, indidndo que el Ministro de Justicia y Trabajo había anunciado el
cierre definitivo del Instituto¡ y que 255 internos habían sido trasladados a las distintas
penitencierías pare adultos del país. Las partes ' pertinentes de la comunicación fueron
transmitides a los peticionarlos, los cuales solicitaron posteriormente que se concedieran
medidas cautelares respecto Idel menor Benito Augusto Adorno (herido de bala por uno de
los guardias) y de los 255 niños y adolescentes reuoicados en las dlstintas penitenciarías
del Paraguay. En fecha 8 dJ agosto del 2001, la Comisión souctto medidas cautelares al
Estado Paraguayo:" en las qte se solicitaba: .

;

­,
1 . Proveer atención médica asr como los rnedtcarnentes necesarios al menor Benito
Augusto Adorno.

- , . véase anexo 18 ecmunteeclén da la Comí$i~n de focha 28 de octubre d. 2000.

20 V éeee expediente del case ~l1t. la CIDH .

:11 Jdsm.

:u IdtJm~

23 Idtu'fl.

,-

5
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2. Efectuar el traslado inmediato de loa menores 81 Centro Educativo ltagu~, tal como el
gobierno de Vuestra Ex leneía se comprometl6 ante la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos, o acOndicionar otras instalaciones de manera que perrnltan alberg~r a
lOS menores que actcetrnebte se encuentran en penitgnciarras de adultos.

3. Asegurar la compLa separación de menores y adultos en el plan temporal d.
reublcacl6n de los menore!. en las penitenciarras antes mcncíonadas.

5. Investigar los neen s que dieron origen a las presentes medidas y sancionar a los
responsables.

­,
4. Facilitar el acceso los menores a sus deferisores legales y a S~ visitas 13miliares.

-•
•,
•

26. Asimismo. la Comisión convocó a las partes a la audiencia a que se refiere el
párrafo anterior que se cetebró el 12 de noviembre de 200 1 durante el 113o psrfodo de
sesiones de la Comisión. La Comisión recibió información indicando Que el joven Adorno
habra fallecido como consecu ncia de las heridas recibidas. 24

·
•

-
27. El 3 de dicie

considerando concluida la et
fondo N° 126/01, conforme
En su Informe la Comisión co

bre de 200 1, tras analizar las posiciones de las partes y
pa de solución amistosa, la Comisión aprobó el Informe de
lo dispuesto en el Articulo 50 de la Convención Americana.25

cluyó:

•

,

,
•,

-
i

"

•
•

­,

-

La República del Paraguay violó el derecho a la vid•• protegido por la Convenci6n Americana
sobre Derechos Humanos n su arrrculos 4 en perjuicio de ElviO Epitan io Acosta Ocampos,
Marcos Amonio Giménez.iego Walter Valdez. Sergio Daniel Vega Figueredo. Sergio David
Poletti Domlnguez. Mario Alvarsz Pérez. Juan Alcldes Román Barrios, Antonio Damián
Escobar Morinigo, Carlos R úl de la Cruz y Benito Augusto Adorno.

"L.a República del Paraguay iol6 el derecho a la integt idad flsica. protegido por la Convencién
Americana sobre Dereen .Hum.nos en su artículoS 5 en pe~uicio de Abel Achar Acuña.
José Milicades Cañete, Evdr Ram6n Molinas Zarate. A~enio Joel Barrios Báez. Carlos Raúl de
la Cruz. Alfr<ldo Duarte Ra os, Sergio V inceJit Navarro Moraez, Raól Esteban Portñlo, Ismael
Méndez Aranda, Pedro lvé Paña, Osvaldo Daniel So~a . Walter Javier Riveros Rojas. Osmar
L6pez Verón. Miguel Coro ,César ojece, Heribertci'Zarate. Antonio Escobar. Francisco Noo
Andrada, .Iorge Daniel T edo, Pablo Emmanuel Rbjas, Sixto González Franco. Francisco
Ram6n Adorno, Amonio O g.do, Claudio Coronel Obiroga, Clemente I-uis Escobar González,
Julio César Garera, José Amado Jara Fernando, :Albeno David Martlnez. Miguel Angel
Martfnez, Osvaldo Espinol .Mora. Hugo Antonio Quintana Vera v Juan Carlos Vivero Zarza,
Eduardo Vera. Ulises Zel a Flore., Hugo Olmedo, Rafael Aquino Acuña. Nelson Rodrfguez.
Demetrio Silguero y A ' ' es Ramón Ortiz B. V Carlos Raúl Romero Giacomo como
ccnsecueoete de (as herijas e intoxlcaclones sufridas durante Jos diferentes incendios
ocurridos. y de todos los ni/los y adolescentes inl ernos en el Instituto · Pancnilo L6pez·
desde agosto de 1996 ha ta julio del 2001. v ccsteriormente derivados a las penltenciarres
de adultos del pars.

L.a República de Paraguay viol6 los derechos PfOte9!dos por la Convención Amerioana sobre
Derechos Humanos en su ertleulcs S lderecro a la Integridad personal) . artículo 7 (derecho a
la libertad personal). anl ulo 19 (derechos del ni/lol. arttculo B (garentfas procesales) y

"

24 Véase an8:111:C 6' acta ds def nclén de Benito Aogusto Adbtno,,
•

¡5 Vhee anexe 7 CIOH, Info N° 126/01 . de j de dicinbre oe 2001.
,

r-".,
•

., ,
•

".t
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articulo 25 Iprotección ¡ud jal) en perjuicio da tos! nulos y adolescentes intamos en el
Instituto de Reeducación de ~enor "PanChÍlo Lépez" .bnt re agosto de 1996 y julio def 2001 ,
V POSteriormente remitidos a las penitenciarias de adultos del pars. En v irtud de dichas
violaciones. al Estado para;uayo ha incumplido además. con su obligación de respetar V
garantizar el goce da esos d techos conforme al artrc¡Jo 1.1 de la Convenei6n.24

~,.

it CIDH recomendó al llustre Estado
.!

conclusiones
•

alesCon base en

1
:1,
"

, .,
1. Trasladar de inmad 10 a los niños y ~dolesd;:ntes a centros adecuados V separados
da los centros de reclusión e adultos, y descartar ~a medida como solución de largo plazo
al problema de alojamiento e los intemos. . .'

2. Adoptar las medidJs necesarias para que JI Código del Nino, Niña y Adolescente
entre en vígencía en su tota dad de manera inmediata'}

: '1
3. Adoptar las madida ;necesarias para garantiZllr el efectivo derecho de defensa de los
niños y adolescentes, redue ~ el tiempo de duración d~ la prisión preventiva y expandir el uso
de med idas alternativas a la privación de libertad. ,

4 . Adoptar las madid '~ necesarias pora Investigar las vlcleeienes constatadas en el
prasanta informe y sanciona 'a sus responsables. :,

28,
paraguayo:

,-

- 5, Adoptar las rnadt is necesarias para que: los niños y ~dolesoentes qua fueron
privados de su Iibartad en e Instituto de Reeducación del Menor "Cnej. Panchito l.ópez", O en
$U caso, los familiares de 1 ~ jóvenes fallecldos, rec¡: an una oportuna y adscuada roparación
por las v iolaciones aqur estlecidas,

6.
repetir.

,

Adoptar tee medida : necesarias para evitar q' e hechos como el prssente se vuelvan a

,'
,

-

7. Remitir a los int mos con discapacidad ' trsicas, adicciones y enfermedades
mentales comprobadas a lo .centros de salud corres;fndientes. V dar tratamiento adecuado a
aquellos que sufran de prob1mas de adicción. !f
8 , Eliminar el aislami .o prolongado V el envío lí la cárcel de Emboscada como forma de
castigo 1I los nirtos y adoles entes ,

,
•1 I •

bre de 2001. la Co isi6n transrnltlé el Informe indicado al
"n plazo de dos mes~s para cumplir con las recomendaciones

29, El 20 de dicie

Estado paraguayo y le otorgó
allí forrnuladas.:" ,,

" ¡.
,

30. El 18 de febr ro de 2002. el E ado paraguayo solicitó a la Comisión
Interamericana una prórroga ara cumplir con las r~comendacionesdel informe de fondo, y

" ,
al efecto señaló textualmente [o siguiente: ;.

,,,.

: :,

,'

,
,,

te de le CICH do fecha 20 d diciembro do 2001.,,,

II
""'f
'¡'
,
,
,
"li

l. taem párrafo 120.

27 V6ase enexc 8 copia de la n

~,

-
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"El Estado 'de Paraguay eo !referencia al plazo establecido en el Informe 126/01 del 3 de

diciembre de 2001 en la p : 'ción " .666. de conformidad con lo establecido en el artteute
51(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. solicita a la Comisión
Intorsmericana de Derech ; Humanos una prórroga por el plazo de dos meses comedes a
partir de la fecha de la pre entación de esta solicitud, con el objetO de contar con un plazo,
adicional para ¡nformer ¡sebro todas las acciones adoptadas por los organismos
gubernamentales responsa ;es de ejecUTar la reforma integral del sistema do menores
infractores y en conflicto 'n la lay y encargadas do coordinar la acucacten efectiva de las,
recomendaciones emitidas or la ComIsión en el referido informe.

-

­,,
(

-
,

,
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'!
"

I
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­,

Asimismo. pone a conoci lento que el ¡:;stado del Paraguay emlonde en forma expresa e,
irrevccable que la conccst n de la prórroga solicitada suspenderá por dos meses el término
establecido en el artIculo 51(1) de la Convención Americana para el sometimiento de la
petición 11 .666 a la Cone ~teramericanade Derechos Humanos y que. una vez expirado el
plazo de extensión seuet ca se reanudarte al plazo previsto en el artrcuto 51 (l) de la
Convención para que cuate lera de las partes decida eventualmente someter el caso a la Corte
tnterarnertcana de Oerech Humanos.28

31. En feche 26 d 'rebrero de 2002, la Comisión, reunida en su 114° periodo de
sesiones otorgó la prórroga s licitada por el Estado paraguayo y le comunicó tal decisión al
Estado en los siguientes térrn pos;

,
I,

.. , 13 Secretarra EjQCutiva e la Ccmisión Interamericana informa al Estado que por deci.ión
adoptada en fecha 26 de ~b".ro de 2002. la Comisión decidió conceder dicha prórrooa. por
un lap"O de dos meses, e mace a partir del 26 de febrero de 2002, El ooleto de la prórroga
concedida es Que el Estad [cuente con prazo adicional para cumplir con las recomendaciones
formuladas por la Comisió Ien Su Informe N° 123/01. emitido conforme al articulo ~O da la
Convención Amgricana. rante tal laoso de dos meses Queda suspendido et término,
estabiecido en el artICulo ,1(1) da la Convención Americana para elevar al caso 11.666 a la
COlts Interamericana de D ~echos Humanos.

""

Ellnforrne N° 126/01 fue " ansmitido por la CIDH al Estado paraguayo el 20 de diciembro de
2001 , Por tanto• •1 26 ' febrero de 2001. fecha Qfl que la CIDH otorgó la prórroga, han

"transcurrido dos meses y eis dras del plazo establecido en el arncuíe 51111 de la Convención
Americana para el sometl "iento del caso a la Corte Imeramericana. A consecuencia: de la
prórrOOa de dos meses ot ~ rgada. el lapso establQCido en el ertfculo 51 (1) de la Convención
Amoricana queda suspend ' o desde el 26 de febrero de 2002 hasta el 26 de abril de 2002. y, '

a partir de tal fgcha s '1 reanudará al plazo para que cualquiera de las partes docida
eventualmente someter el .1 so a la Corte rnterarnericane. Dicho plazo vencerá el 20 eJe mayo
de 2002. za ,1 '

"1 I
32, En fecha 30 ~ abril de 2002, el Estado paraguayo informó a la Corníslén. '

respecto a acciones que est ,: a efectuando hacia el cumplimiento de las recomendaciones
formuladas por la Comisión I tterarnericana en su Informe N° 123/01.30

I,
;
I~,
1I

_________11/
~ v.susa expedfentl!l del calo . te la CJOH.

il I
20 Véase anexo 10 ccpte de nota de la CIDH de 27 do febrero de 2001.

'1
se VlÍa5& &)(pediante del case . te la CIDH..

""
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33. La Comisión lnt · americana, linte el incumplimiento del Estado paraguayo. .

con las recomendaciones del informe de fondo, decidió someter el presente caso a la
,

jurisdicción de la Honorable e e Interamericana.

·•
•

nién del 15 de noviembre dol ZOOO, remitida a la Comi'¡ón por le Misión plllff"Mnente
nieoGiól"l del 16 de enllTO d~1 2001 ,

~Ol Juzgado de Primera ln~enci 8 en lo Civil y lo Comeroial de Noveno Tumo , en 18
, ue dio lugar al r&Cl,Irso de ,,!ilbsdS corpus Interpuosto por 14 Fundación TEI'kojoj~ _

I
I
I,

111 véase anexo 55.

!
:5;1 lG Comisi6n :a 10 2 efe.oto del nreaente CiJSO ante la Corte ccneldereré los heenoe eomprandidQSl desde la. 'presentact6n del easo ante ella. Ello si parjuic,;¡o do que so ha¡ii mención el otro, hechos entencree con el objeto ue üustrer

Ic'!l l!mteoedentes del 08'0 . J

V. HECHOS DEL P SENTE CASO

34. El Instituto "Pan ~hito t.épez", ubicad6 en el barrio de Tacumbú, se encuentra
a cargo de la Dirección de , .stitutos Penales, dependiente del Ministerio de Justicia y
Trabajo. Hasta el año 1991, ~I Instituto funcionaba en la ciudad de Emboscada, en un
predio situado a 50 Km. de la hapital y de difícil acceso, lugar utilizado durante 'el régimen
del ex-presidente Alfredo . roessner como centro de reclusión de reos adultos.,
Posteriormente, el gobierno r olvió convertir la prisión de "Emboscada" en cárcel de alta
seguridad para presos adulto 'l por lo Que, en julio de 1992, los ciento sesenta y cinco
niños y adolescentes recluido 1en el centro de "Emboscada" fueron trasladadOS a Asunción
en forma provisional a una ca , dest inada en principlo a ser la residencia particular del jefe
de la Guardia de Seguridad, . uva construcción estaba incompleta y con capacidad para
albergar solamente a una ~milia31, La construcción de la casa se encontraba sin
terminación al momento de I . presentación de la :petición ante la elDH, y carecía de las
facilidades sanitarias y eléctri ·bs necesarias. .. .

I
35. La sobrepoblac ¡Sn del Instituto "Paneruto López" fue un hecho constante

Que caracterizó todo su func Onamiento haciendo tmnoslbte garantizar un trato digno para
los niños y adolescentes vícti ' as del presente caso, y Que fue aceptado por ambas panes.
El Instituto fue el único centr ' de detención de menores en Paraguay por varios años. Los
datos Indican Que dicho local ,anía capacidad para: un máximo de 15 personas, viviendo en
condiciones dignas. Sin emb (90 la población detenida, por lo general osciló entre los 200
y 300 niños y adolescentes. . Estado nunca desvirtuó estos hechos y, por el contrario, los
reconoció tácita, y en ocasio es, expresamente. 4sr, el entonces Vice-Ministro de Justicia,
Abog. Fernando Canillas, in icó en fecha 15 de noviembre del 2000. Que existía una

I •

insuficiencia en la infraestru lura de la institución y la sobrepoblación del Instituto, como
hechos de público conocim bnto". En otra ocasión, el Ministro de Justicia y Trabajo
expresó: "Sornes conseient ' y aceptamos que ~I sistema penitenciario se encuentra en. ,
muy mala situación desde ' n punte de vista general y en especial ... se ha podido,
constatar el lamentable y simo estado del Panchito López con todas las falencias y
deficiencias... ..... De maner oncordante, en julio de 1999, tras algunas remodelaciones,,

i,
•

u Véase anexo 19 AatIJI de r
del ParaCY8Y ante la CEA medlente ce

M ·V éasE.' anexo 20 SentBnci
sentencie de fecho 31 de il,ltio de T99

-

-

­
,

.-

-

-
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el Estado informó Que el In ítuto tendría capacidad para 200 Internos, y que en ese
momento se encontraban det ' idos 292 adolescentes, reconociendo Que la sobrepoolaclen
era patente3S• También las ' autoridades admmtstratívas competentes reconocieron y
admitieron Que la población cluida excedía de sobremanera las posibilidades ffslcas del, .
Instituto. Debido a la situaci, n de sobrepoblaclóh que tenía como consecuencia graves
problemas de hacinamiento, : insalubridad, inseg6ridad, incapacidad de clasificar entre
procesados, condenados, d ' desarrollar prograrf,as educativos, la Fundación TekOjoja
interpuso un recurso de háb s corpus el dra 12! de noviembre de 1993 para cuestionar
esta situación. El Juez de Pri rera Instancia en lo Civil y lo Comercial de Noveno Turno, en,
la sentencia de feche 31 d . julio de 1998 que¡dio lugar al recurso de hábeas corpus
interpuesto por la Fundación , ekojoja, expresó Qae "el local es ampliamente rebasado en
su capacidad de albergue·se ' Por estas razones ~I Juzgado de Primera Instancia dispuso
que el Estado deberra toma rtas medidas necesárlas para que 105 niños y adolescentes
fueran internados en locales ¡decuados, bajo aperpibimiento de responsabilidad'7 por parte
de las autoridades, El Estad ' paraguayo no dio cumplirnlento a esta ordon judicial, y el
hacinarnlento continuó siend manifiesto después !de dicha sentencia, e incluso empeoró en
los años 1999 y 2000 debid ' al aumento de la cantidad de reclusos.,

, !
36. El problema d , sobrepoblación del Instituto se debía en gran parte a la

desproporción del uso de l' penas privativas :de libertad y en especial de la prisión
preventiva en niños por pe . de Para9uay. La tnayoría de las víctimas se encontraban
procesadas o en estado de d ención preventiva, En enero del 2001, Amnistía Internacional, "

indicó Que, de 201 menare : internos, 193 se ~ncontraban procesados sin sentencia y
únicamente 8 habían sido co [dsnacos 38 y permanecían de esa manera por años sin Que se
emitiera sentencia. Los petie I narios alegaron Que: sólo un 4.2% de las víctimas había sido
condenado judicialmente. mi tras Que el resto se encontraba en detención preventiva39• El
Estado proporcionó cifras si llares durante la visita in loco de la Comisión a Paraguay en
1999: de un total de 291 i 'em os, 281 se encohtraben procesados y 10 se encontraban
condenados"". Los resultado ' en este aspecto, a ro largo de la tramitación del caso, fueron
exiguos, ya que la propor ' ón entre mayoríta~iemente procesados y minoritariamente
condenados se mantuvo con ante durante todo e/ período.

,
I

37. Como ejemplo del uso excesivo de las penas privativas de libertad puede
citarse el caso de Luis Gim .ez Quien al momento de la presentación de la petición el 14. I--------- ,

36 Vhse eoexe 1 Informas 00 e los esrt~bI"eimieoto& Pen3lM del Pa(l. Parte diario do los establacimiento!l penaías,
Coml~On da OerechO!J !"Iumanos, DiJe 6n Genere! do InstitIJtOB ~ales. Paugu~V', 2 1 de julio de 1999 (en lldelante Parte
Oi2lrio de los Establecimientos Penales) I l.

iJe Véase anexo 20 Sentencia el ~ 1 de julio de 1SSS. r. ,
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!
::J ~ Véase Anexo 2 1 Amnistfa t;ernaeionQf, El Contro de Menores "Panchito l6p('~·: UniJ Oportunidad p~a Que er

gobierne de Paraguey cumpla 7.1, Pr .S8S, Indictl Al: AMR 45/oo4/2001/1:ii 1 Abril del ~OO1. p.3 .
j j

~nforrne de la Coordinadora e DerechOS Humanos do' PwaglJay' (CODEHUpy). Oe,.r:h(JS Hum~no!l "" PBr8g(J.'I~,
1998 V6ase anexe 55 1,'

40 Cifra de 18 Dlrecclén Gene -' dé In;titlJto'S Penales. cfr.I.Expte. CaBO 11.666. Parto Diario de los Esteblecimionto~
Penales. Ve.a1l8 enexe 1
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on 14 años de edad y llevaba más de un año privado de la,
contra el patrimonio de las personas." También puede

r David Rodríguez Paniagua quien al presentarse la petición
rtad por dos años iY un mes acusado del delito de robo a
de privación de la I libertad mediante el uso generalizado y
a continuó durante ltodos estos años, Puede mencionarse la,
enitez lrusta, quien! ingresó al Instituto ·Panchi,to l6P.ez" en
elito de robo frustrado y que después del íncendío que
o tuera trasladado ala prisión para adultos de Emboscada.4J

ndiscriminado de Id prisión preventiva antes que medidas,
lbertad como lo exige la normativa internacional, se presenta
Chamarra, Quien ingresó al Instituto "Pancbíto López· en
delito de hechos PlJnibles contra la integridad tísica y que

I para adultos de Emboscada. Ninguno de ellos habfa sido
I,,,
¡

i
eñalar que esas piivaciones de libertad tuvieron lugar en
clonares que rigen laaplicación de la privación de libertad a
ea como medida oautetar cuanto como sanción, y que se

correspondiente. 'Lp anterior con independencia de las
tas más adelante ~n las que transcurría la privación de la
entes detenidos en rPanchit o López".

,

"
,

del uso extenclido l:de la privación de libertad en contra de
ondiciones en las que las víctimas se encontraban detenidas

adantes. se ha pr óbado ante la CIDH, las condiciones de
predominantes en ~I Instituto, agravados por instalaciones
s que se hallaban len malas condiciones. De las distintas,
diente aportadas por ambas partes incluidos peritajes, se

,
nes alimenticias a las que se sometió a los internos y la
uvas letrinas se ~ncontraban en mal estado y abiertas,
cuyos baños carec\an de puertas en un momento dado. las
de camas, colchones y trazadas, teniendo que dormir en el

I

cam.. o eotcnen". ~e ha demostrado que la suciedad y falta,
e los internos les ocasionaba sarnas y hongos o micosis en la,
ucnos de ellos andaban descatzos'". En el Instituo se gastaba,

i
I

r
Q; y iJdoleseentos: privBidD5 de t... libertad en el In~tituto ·PanehJto lópez" al momento,,,,,

I
i
I
1.

, ,
Vis¡tQ~ a Cátcele~ d. Villarioa v Coronel Ovlede del 15 de 1Jgosto del 2001.

t-
o '

01 Holdl¡m Filartig$, cttad e en Sentencia del 31 de jrJfio d. 1998 . Véase anexo 20.
!
!

lo
, f
. [

" I,
, o'

38. Es importante
contra de los principios inter
niños y adolescentes, tanto
desarrollan en el capítulo
condiciones materiales dese
libertad de los niños y adores

39. Como agravan
los niños y adolescentes, las
resuttaben inhumanas y de
insalubridad y hacinamiento
trsicas de por si inadecuad
pruebas cbrantes en el ex
acreditan las malas eondici
insalubridad del Instituto,
contaminando el ambiente,
vfctimas carecían igualment
suelo o de dos o tres en un
de higiene en el tratamiento
piel , rara vez se aseaban y

de agosto de 1996 contaba
libertad acusado de un deli
destacarse la situación de Os
había estado privado de la li
mano armada." Esta sltuació
excesivo de la prisión preven
situación de Christian Ronald
abril de 2001 acusado del
ocasionara el cierre del lnstit
la misma situación de uso
alternativas a la privación de
en el caso de Ramón Darí
febrero de 2001 acusado d
también fue derivado al pe
condenado.

.., Véase Anexo 22 lillta do ni
de la presenteción de fa petición.

41. k/llm .

.... veeee anexe 41

..... Véase enexc 45 Informe d

.. Informo do Perito M6dioo
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en el año 1999, menos rBC
cualquier otro centro de dete

40. La situación a
hecho público y notorio. Se
vtcrímas en los medios de e
dormían en colchonetas sobr
donde caminar; que padecí
venéreas y sus dentaduras e
que habían internos con trast
con problemas de adicción si

41. Más adelente,
reclusión de adultos. cont
peticionarios. tras sus visita
contradicho por el Estado. q
ventilación ni luz natural. de
pasillos. lo que ocaslonaba u

42. La CIDH con
adolescentes víctimas del pr
Comisión expresó que los
condiciones carcelarias en el
cual se encontraba superno
donde los menores de eda
inaceptable hacinamiento"48.

la alimentación inadecuada.

... Véase anexo 1.A.

SOS per cápita por , interno en materia alimentaria que en
Ión de Paraguay4B. !

que se sometió a las víctimas del presente caso. era un
ifundió informació~ sobre las condiciones de vida de las
urucaoton, en los cueles se denunció repetidas veces que

•
el piso que. durante el día. levantaban para tener espacio,

n de enfermedades en la piel. afecciones respiratorias.
I f .aban totalmente descompuestas por le alta de tratamiento.

mas mentales que taquerían atención psiquiátrica e internos
tratamiento médico alguno".

ser trasladadas las vrcttmas del presente caso a centros de
uarían viviendo en iguales o peores condiciones. Los
personales a la pehitenciaría Emboscada, alegaron. sín ser

los niños y adolescentes dormían hacinados en celdas sin
ndo hacer sus necrsidades en el suelo y orinando hacia los

Permanente olor a orin en los pabellones48.
1 .

ató la situación en Que se encontraban los níños y
ente caso. durante su visita in loco a Paraguay en 1999. La
reblemas más gra es que había detectado en cuanto a
araguay. se encon~aban en el Instituto "Panchíto López", el
ado, al iguel Que el resto de las penitenciarras ,del país, y
recluidos se ene ntraban en condiciones de "extremo e

gravadas por la tal ta de asistencia médica a los internos~o. y
enc íeimente a base de locro y poroto'".

-

-

-

-
,,

-

47 véese anexo 23 Nota del 1 de jl,mio de 2001 del Padre Miguel O'lojng$igh (Vlce-Oirector de.l Instituto "I'anchito
lópsz", ~ Euuacio Rodrrguaz Bonrtaz { ootor del Instituto "Panchlto lópez" l. Véase tambl6n anexo 42. recortes de prense.

4lI Véase anexo 20 Sentencia 3 1 de julio de 1998.

... Véa:t!J anexo '24 Comi,ió Interamencan~ de O,red'l:os Humano'. Tlirc8r Informe Sobre Id SirrHci6n de "'$,
Dcrech03 Humiln03 'In Pa,aguay. OEA E1J .LN/II .110. Cae.52. 9 de marZO 2001 . p100 (en adelante Tercer lnferme ecbrc
Paraguay). 1

50lgu8lmeo%QI Amni$1Ja ínter cleeel, e rganiz.¡¡.ci6n no g~ emementel , manifestó reiteradamente a Ii3S eutorteeeee
paraguayas su preocupación por las co clones del Instituto , "donhetlos intornos - da los que aproximadl!lmente el 90% se
hallan bajo c:krtenci6n preventiva y haber sido con~ enadOsI - se encuentren eeetuidos en condiciOfHI$ d. ~8ve
hacin~l:nto en clll ldó'J5 insalubr8a ClUO enas cuentan con jnst8 Ia~~I:S higi6n iclSS, sín apenas ocasiones de hacer ejereiele y
respirar girO fresce , mal ~im.nt~doi:' y a1tOB de eslstencla médica adecuada". i arnbi6n censuró la promiscuidad en que se
mantellra a los lntemc e, durmiendo a 03 tres tl" una c~a o en ..etc, y pidió que se separara a 109 menores detsnidos
segl)n su edad. talla ffsica, su calidad prcceeedcs, condenados d r9incidentes y 1.. gr.avedad dl!l l delito cometido. Similares
denuncias p(jblicas fuoron eteenrecee ' r etres organiZaciones, có~o D~fen8a do lo:, Niños Internaciol"lal (ON!) . Cft. Amni,tía
Il'lt.rn2lcional. ~I C(mrro de M9no,,,:¡ at1chito LÓp9Z": Vna Oportun idad p6ra qvs 91 gobierno d9 PlJr~glJl1Y (;ump/~ sus
PrOfTK:~S, Indico Al: AMR 45/0041200 s , Abra del 2001 , P.1. Véase Anexo 21 .

" V4alOb anexe 451nforme d Visitas s Cárcele, de Vlllarib~ 'v Coronel Oviedc del 15 d~ agosto del 2001.

-- -
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43. A pesar de qu la Comisión pudo iconstatar algunos esfuerzos del Estado
orientados a la realización de facciones Y mejoréis del Instituto, los mismos no resolvieron
los problemas estructurales d I Instituto ni las vlotactones a los derechos de las vfctimas
aquí denunciados. Tras la int ,posición de la denuncia ante la Comisión Interamericana. se
comenzaron a hacer mejoras en el lugar. Luego :del primer incendio ocurrido, se hicieron
reparaciones generales y se I plementaron programas de aprendizaje, así como un área
para la socialización y el recr. de los niños y adolescentes Y un área para el desarrollo de
los servicios jurfdicos. Se am lió el área del establecimiento y se construyeron pabellones
adicionales. Sin embargo die s ampliaciones. realizadas en situaciones de emergencia. no
resultaron suficientes, Vil qu el número de reclusos aumentó más rápido de lo que se

•
realizaron las construcclone y la propia CIOH" durante su visita, constató que el
hacinamiento continuaba exis íendo a pesar de las remodelaciones52

,

,
•

44. Las autoridade carecfan de pleno control sobre la violencia física y psfquica• •

que se daba entre los propios memos y de parte ldel personal de seguridad. Este hecho fue
probado por los peritajes us os durante el agotamiento de recursos internos, los cuales
fueron retomados por la sent ncia que resolvió el recurso de hábeas corpus. y confirmaban
la existencia de violencia fí ' ca y moral entre ' los internos mismos y por parte de los
guardias de seguridad"'; asf Iamo el abuso sexual .utilizado como medio de castigo entre
internos, y como imposición e autoridad de los:más fuertes o mayores en edad hacia 105
más pequeños o débiles. Dic o abuso fue producto.del hacinamiento en que se mantuvo a
las víctimas, que les obliga a a dormir de dos o tres en una cama". y a la falta de
supervisión por parte del pe anal de seguridad; el cual obviaba la vigilancia nocturna de
los dormitorios, dejando a lo Internos a merced de otros compañeros" .. ,

•

45. Al menos una decena de las víctimas detenidas en el Instituto "Panchito
López" padecfan de algún p blema ffsico que requarra algún tipo de atención especñlca.
Asf habfa víctimas con di 'gnóstico psiquiátrico, un paralftico, un sordomudo y un
porcentaje elevado de lntarn s con problemas de adicción, 105 cuales nos están recibiendo
tratamiento médico alguno'· Dicho extremo fue comprobado por la Dirección General de
Derechos Humanos, quien r conoció la axístencia de "jóvenes con adicciones severas y
con diagnósticos de enferm dad mental modetada o grave". El propio Estado reconoció
que dichas víctimas no deb fan estar recluidos ,en' centros de detención como el Instituto

••,
•
•

u Veése anexe 24 Tercer Inf ,rme 80br~ Paraguay. p_58~ péfr.39; n.t OO. párr.17 .

63 Véase anexe 20 Sontencj del 31 de [ullc de 199~, y ~nexo 2S Nota del 30 de julio del 2001 de Eusteclc
Rodr(guoz 6enttu (Oi,.ctor.dcllns1itut ·Panchito López'1 a Abog. Glori8 60n(tol, Agente fiscoal del MonOJ' Infractor.

• •

,&fleapecto e eete punto. la ¡Roglas Ml'nlmas para el Tr1at~itmto de los: Reclusos, ertrcclc 9. inclsc 1. e:ttabh,can
que "las c.l~ o CUort03 d••tinados aicl.amianto nocturno no ijeberhn Sef ocupados más que por un solo recluso. Si por
razones especiales. tales como el ClX ee temporat dA poblzlC:!ión cercelerle, retllJltara tndlspenseble que la administración
pénitencieria central hiciera excepctcn a asta rt!lgle , 'So deber6 evitar que '8 1iI1ojon dce rffclusos en cada celda o euerte
individual" . ~ .

" Este punto tBmbiún es cu rto por las Reglorl' Mínima~ petra el Tratamiento de tes RIiIClu80S, articulo 9 , inciso 2 : "
Por la neehe, (los dormitorios) estaré I sometidos a une vjgiJanQia regular. edaptada ¡¡,I tipo do ~tJb!e~lmientO <H qu. 'U

tratv" .
,

ee Ve6se anexo 23 Ministerio R Justicia V Trabajo. carta del 18 de junio dol 2001.
•

, ,
• ,
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"Panchito López", ya Que • equieren una : asistencia especlallzada y el modelo no tiene
respuesta para ellos". La Dir ción General hizo énfasis en que habría que "habilitar una
sede específica para el trata lento médico respectivo·. 57 Sin embargo, ninguna de estas
medidas se adoptó a tiempo oportunamente . Puede mencionarse el caso de Sergio Daniel
Poletti, quien falleció en el i 'cendio de febrero de 2001 y que de acuerdo con el propio
Estado padecía retardo ment ¡leve.sa

46. Las deficiencia estructurales del Instituto para dar atención adecuada a las
víctimas en consideración a u condición de níñosv adolescentes también se refleja en el,
hecho que los guardias de sguridad carecían del equipo adecuado y del nOmero necesario
con relación a la población di Instituto'". Así, aún cuando el Estado Informó que el número
de guardias de seguridad fu aumentado al doble (de 7 a 14 guardias por díal desde la
fecha de la petición hasta el año 1999, la proporción siguió siendo de 1 guardia por cada
20 internos, lo cual continu siendo insuficiente aún para los estándares del Estadosc. Los
propios guardias del Instituto se quejaron en varias ocasiones ante el Estado por carecer de
equipo y entrenamiento, lo cual constituía un riosgo para su propia vida e integridad
física". Si los guardias, adul ' s y equipados incluso con armas de fuego se consideraban
en riesgo, la situación de las 'víct imas, niños y adolescentes, era por sí misma mucho más
vulnerable. Los guardias lIe9 ron incluso a considerar la renuncia a su puesto de trabajo por
las condiciones en que labor "ban dentro del Instituto, y expresaron en varias ocasiones al
Ministro de Justicia y Trabaj " la necesidad de descongestionar el Instituto y de proveerles
mayores efectivos para el d ' mpeño de sus funciones. Anteriormente al incendio del 25
de julio del 2001, el pers al envió una comunicación al Estado·', indicando que las
tensiones existentes entre i Iernos y el personal de seguridad amenazaban con degenerar, .

en cualquier momento en u a situación de amotinamiento, como efectivamente sucedió.
Las constancias del expedíe rte indican que la falta de capacitación, equipo y desventaja
numérica de los guardias fu : una de las consecuencias desencadenantes o agravantes de
los tres incendios que ocurri ron en el Instituto, que costaron la vida de al menos 10 ninos
y adolescentes y produjeron heridas e lntoxícaclories a varias decenas. El Estado, a pesar
de conocer esta situación rpor los reiterados :lIamados de los guardiacárceles, fue
completamente negligente e :su deber de prevención.

f,
--------- i '

61 Veése 8nGXO 26 AdolQ$c ~nr.s Privadas do Libertad: Algunas Consid(lrscíol'lfJS. Propl,ll¡,$tu de Intervención
olaboradas por al Vice-Ministro de Justl ~a. Fcrnelndo Canillas Vera.

i ~

,. véase eoexe 2 informe del tado sobre el incendio del 11 de fobrwo du 2000.
•

6D El .gñor Luis Alberto Barret Ay.tda. guardia desoouridad a cargo do los interno, en el Instituto "Panchito LÓpc:z·
expresó que "seel.. m.is eficiente si el ~5tituto contare cOn rnée pet:sonal dlil gu~rdia .. . V que la lnantucién no cuenta con
mecidas V eapaeltectcnes de seguridad ~. Ver acta del 6 de man:o de~ 2000. Juzgado da lo Penal de Liquidaci6n y Senteol;ia
N~l'Jl4'ro 4 . Véase anexo 2.7_ t . ., .

qo¡o V~a'o anexo 1A dando se lj:I cuanta que en nI InZltitulo "PonehitQ L6poz" cxh:t• •,,10 guardia para cada ,20 internos
y donde lH1I considera qua la. proparció :ldCllal ea de 1 guarcf¡e cada 6 Internos. Cfr. Expte. Caso' r.eee, OlrecQi6n General do
lnetitutcs Penelee, P.rsonlJl dt1 Segurfd ti (ouadro), julio de 1999.

:1
11. vease Anexo 28 M inisterio 'de Justicia y Trabajo. NotD Nó.2 1 2}0 1 y Cartas del 18 de julio de.( 2001 y 30 de julio

del 2001 . ..
ti VÓ1!lse Anexo 29 Ministeri ~e Julrticia y Trabajo . Carta del 17 de julio del 200 1.

\
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47. La falta de cap : itaci6n de los agllntes de seguridad ha sido otro factor que
demuestra la falta de prevenc · n y diligencia con la que actu6 el Estado. Aunque se dieron
capacitaciones al personal d ¡seguridad, el mismo no estaba adecuadamente entrenado
para estar al cuidado de lo ¡niños y adolescentes. Tampoco se contaba con personal
profesional sanitario suñclent r se asignaron 2 médicos y 2 psicólogos al Instituto. no se
asignó ningún odontólogo ni I fermer063, y la situación general de salud de las víctimas fue
deplorable. La gravedad de es, situación de salud de las niños y adolescentes del Instituto
fue comprobada por medio d' un peritaje utilizado en juicio. En dicho peritaje, el médico
Joel Filártiga expres6 su pre rupacién por la existencia de enfermedades en internos "sin,
tratamiento ni posibil idad deenerlo·"", e indicó que todos los internos tenían los dientes
cariados. y que incluso un ¡de ellos de nombre' Carlos había llegado al extremo de

I .
introducirse un clavo incande .' ente en la boca a causa de un dolor de muelas,,

­,,

­•

­,

,
•

,
48. El problema de . arenera de un número suficiente de guardias adecuadamente

• •

capacitados fue sufrido tarn ién por los níños y adolescentes privados de libertad en el
Instituto .. Panchito López" t 1sladados a cárceles de adultos luego de su cierre. Así el
propio Estado reconoció que 1 el penal de Emboscada dónde habían sido trasladados 125, ,
internos del "Panchtto López ;, las víctimas no solamente convivían con los adultos. sino
que además eran vigilados p r presos adultos y no por guardiacárce1es adecuadamente

capacitadgos,.o I .~

4. La Cornlsién, n su visita in loco a Paraquav, visitó y recorrió el Instituto
"Panchito López", teniendo I oportunidad de dialog'ar con su Director y con algunas de las
víctimas, y tras la evaluació de las condiciones de vida de los internos y de las medidas,
tomadas por el Estado, re mendó su cierre ínmemato'". Los peticionarios abogaron
igualmente por el cierre del nstituto desde el comienzo de las negociaciones de solución
amistosa. Para ello. en sentí 'mbre de 1999, el Est~do intentó la posibilidad de trasladar 'al .
los internos a un terreno d llas Fuerzas Armadas. denominado "Comando de Ingeniería"
ubicado en la ciudad de Lu ue. La iniciativa fue frustrada debido a la oposición de los
habitantes de la localidad, s que se rehusaban' a admitir un centro de detención de
menores en su vecindad67• .,

eo La Comialón reccméndé q
esteblecímientes del pars. V se clerr
Paraguay, p ,59. L.a comi3ión recome
Paraguay, p.107 Anexa 24 .

,
03 Ve<lSO &nBXO 1A Informes bee Joa Estoblocimiento~ P"naies del P-rli , P~r$Onal r::JlI Salud para la Poblaci6" PtlnB/

por Penitsnd."., Comisión dA Oerecho fHumanQ' , Dirección General de In1itJtulQS Penales. Paraguay, julio 1999.,
•

" El méclee so nfiri6 etpecf OiIIT'JOl"ito el Ar'ldr6s. uno dlJ los internos &qUejado de glomorlo nefritis difusa por .1
efecto secondeele de una infocción en J piel, y "me alarmaba por Jo $$ no disponía posibilidad de socorro médico o cuando
lo tcndrro $eria ya en un momento ta e donde y~ no 'e podrfs recuperarle". Cfr . lntcrme de Perit.o M6dioo Joel Holcl,"
Filartigtl, citDdo en S8ntCinoia dUo¡ 31 do \,llio de 199B Anexo 20. '

1 ;
ee Vlia,e &nOXO 30 Nota. N° /0 1 Dirección Genere! do Der.Ochos Humanos de- la f'spObfic:a de p:)tsguay dé 17 de

bEptiembra da 2001. ~,,
"se tomen m8didas ¡nmediat" para mejorar las condiciones t:iercellarías en todos 10$

f d9 inmediato el Centru de ~eno(os Pencblte L6pez". Cfr. Teteer Informa sobre
6 que "se cierro de inmediato el Centro Panchito LOpez", Cfr. Tercer Informe de

-

-

!,,

-
,

-

-.',,
lf7 De acuerdo 8 varios BU\ es, esta "n tlgmatización del unciorro" ptovooO en los l"Iifíoa y edolasc:ent,,! una

reeccl én defonl:l'iva. por lo que, al v.r trastildo ~ostergado, ofg.,niiaron varic e amotinamientos en el ln$ti'tl"lto. Ver AOUI5.

Elfzabeth y Jorge Rolón Luna, Instituto ~B !&tudios CompftrlCldo'lli on CionciiJ6 Pena¡elil y Socialas {1NECIPI, Situación Careo/aria,,
en lnform. de la Coordinadora de De ches Humanos del Paraguay !CODEHUPYI , D~~cho:J Humanos 9n Par_guIIY, 2000.

~ (Continúa..,1
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50. Una consecuencte directa de las 'condiciones de hacinamiento Y la
negligencia y displicencia con /.que actuó el Estado )ncumpliendo su deber de prevención,
fue la repetida ocurrencia de iricendios en el Instituto "Panchito López" .68 Dichos incendios
tuvieron consecuencias fataleJ, en varias oportunidades. La repetición de éstos evidencia la

j' 1:

falta de prevención con que actuó el Estado, al no erradicar sus causas estructurales. El 11
de febrero del 2000, tuvo lu~ar el primer incendio idel Instituto, en el que fallecieron los
siguientes niños y adolescentes: Elvio Epifanio Acosta acampos, Marcos Antonio Girnénez,
Diego Walter Valdez, Sergio d~nlel Vega Figueredo, ~SergiO David Poletti Domrnguez, Mario
Alvarez Pérez, Juan Alcides Rornán Barrios, Antonio Darnlán Escobar Morinigo y Carlos
Raúl de la Cruz. Al mismo iiempo. veintitrés niños y adolescentes sufrieron heridas o
quemaduras: Abel Achar A~uña, José Milicades ;: Cañete, Ever RamÓn Molinas Zárate,
Arsenio Joel Barrios Báez, cdrlos Rilúl de la Cruz. 'A lfredo Duarte Ramos, sergio Vincent
Navarro Moraez, Raúl Esteba~ Portillo, Ismael Mén~ez Aranda, Pedro Iván Peña, Osvaldo
Daniel Sosa. Walter Javier ~iveros Rojas. Osmar:: López Verón, Miguel Coronel, César
Oleda, Heriberto Zerate, Antónlo Escobar, Francisco Noé Andrada, Jorge Daniel Toledo,
Pablo Emmanuel Rojas, Si,cto González Franco; Francisco Ramón Adorno, Antonio
Delgado". /' :

51 . El Comisario e~bargadO de la evalua&ión de dicho siniestro sostuvo que el
incendio habra sido crevocaoo' por los mismos intemos en protesta por la poca celeridad de
sus procesos". Postertorrnenie, se llegó incluso a¡instruir un Nprocedimiento sumario en
averiguación de un supuesto hecho punible contra la vida (hOmicidio doloso! y la integridad
física (lesión grave)N en el Ju~gado de 1 0 Instancia en lo Criminal. Este proceso pretendía
deducir responsabilidades po~: la muerte de las nuave víctlrnas, ya que varios oficiales de
guardia" atestiguaron que el lcandado del pabellón .:s. donde se originó el incendio, estaba
obturado por un cuerpo extraño, el cual habría i sido introducido intencionalmente, A
consecuencia de ello, los !iIJardias tuvieron que; buscar herramientas para romper el
candado, las Cuales se encorttraban alejadas de tos pabellones de los internos, por lo que
ello les tomó tiempo y les i~pidió salvar las vidás de los internos que se encontraban
dentro de la celda. Asimism~, estos guardias atelh¡guaron que no existía en el Instituto,. .
dispositivo ni extintor de fciego alguno, mínimos requerimientos que hubieran podido
disminuir la magnitud de las dbnsecuencias.72 1

't..Conttnuli!Ici6nl ¡ ~•
Véau anexo 31 . I j

• •
88 El perito Rubén Valdez. n0rí'brado por el Juzgado de Priri.'l fll ra Instancia cm 10 "Ponllll de liqu ida~i6n V Sentenl;¡a

N" rnefg 4 on la ínvIII5tigaei6n del "Suma~jo insttuido sobre homicidio d~lo50 y lesión gr'ave en el Panchlto l6paz" indicó en su
diotamen perlciel que .1 hecinernlente o+: el paboU6n 8 aumentaba la ~nt¡dad de elementos combustiblo'l1 (cernas, ccrcncnesl
V dificultaban la ráplda evaceecl én de loa interno:!. Vhac enexe 32 InfOrme f=lsriclal del Siniestro del 11 de febrero del 2000.

•~ V'ass anDXO Z Jnforme S01 1nCendiQ del 11 de febrero d~ 2000. e.s-a.

')O vsese anexo 33 Actel No. 1;4 del 11 do febrere del 2~, Comisario Principal DAEP, Franco Ferrelra Rodrigue:t:.
Jefe del Capto. Judicial, Ascncton, Para~uay. i

11 I;ntf8 ellos, Freddy Portillo, Léasa enexc 34 acta dar 18l febrero del 2000, Juzgado de Primera Instancia en lo
Criminal del Octavo Turno y Jorge Me~¡tón Blttar Cortessi. Vé....:¡:B a~exo 35 pete del 13 do marzo del 2001. Juzg;;¡do de
F'rimera Instancia en lo Criminal del Oct~vo Turno. ;;

1¡ Testimonio de Freddy F'orti 'o , Acta d,t 18 de febrero del~2001 , Juzgado de Primor. Inataneia Iiln la Criminal del
I , (Con~n~ .... )
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"52. En este mismo siniestro, algunos niñ~ V adclescerrtes fueron trasladados a

ltauqué. Los traslados al Cerltro Itauguá se híciercJ:n en forma parcial y desordenada. El
primer traslado de aproximadbmente 40 internos $e hizo sin clasificar a las víctimas de
acuerdo a la edad, por lo que hubo solicitudes por p~rte del personal para que se enviara a
los internos menores de 16 lañas a dicho Centro? J Por otra parte, 70 internos fueron
trasladados a la Penitenciaría de Emboscada?', a pesar de que las normas internacionales
establecen que los menores deben estar separados de los adultos. La Comisión fue
informada que las vfctimas astadadas a esta catcel de máxima seguridad no estaban
viviendo en condiciones adecuadas, e igualmente <tus algunos de los jóvenes habían sido
sujetos a tortura V habían ~ido alojados en celd ás con mayores". Por esta razón, la
Comisión recordó a paraguav lque "la privación de la libertad de menores de edad es una
medida que sólo debe ser u~i1izada como último recurso·, y le instó a tomar medidas
urgentes para regularizar esa sttuacíon." e

53 . En el segundo ' cendre, de fecha 5 e febrero del 2001 , producido por las
mismas causas estructurales V negligentes en la revención, resultaron heridos Claudlo
Coronel Ouiroaa, Clemente L ts Escobar González'¡ Julio César Gercfa, José Amado Jara
Fernando, Alberto David Mar~rnez, Miguel Angel M,artínez, Osvaldo Espinola Mora, Hugo
Antonio Quintana Vera y Juan Carlos Viveros arza": En cuanto al tercer y último, '

incendio, ocurrido el 25 de :julio del 2001, los hechos que dieron origen al mismo,
comenzaron a las 3:30 p.m. del 25 de julio del 2 01, cuando el interno Benito Augusto
Adorno comenzó a lanzar u?a serie de lmproperids contra el personal de seguridad del
Instituto, mostrándoles su [arma blanca e inj9andO a los demás internos a un
amotinamiento que los guardiacárceles por su taltarde capacitación adecuada y su escaso
número no pudieron control~r debidamente. De ~cuerdo a la información, los internos
habrfan prendido fuego a suf. colchones, camas Yo sillas y hebrían ingresado al local del
comedor, la sala de computación, el taller de carpinterí¡¡ y al área de atención odontológica,
destruyendo todo el equipo y muebles Que encontraron. Mientras tanto, Benito Augusto
Adorno habría lanzado un ga~rote de madera a un de los gUllrdias que vigilaban desde el
techo, y un guardia habrfa hecho un disparo que rió mortalmente a Benito Augusto. Ello
provocó el levantamiento de I s otros internos, que iniciaron el fuego en el tnstítuto?•.

1•••CCmtinuaOI6n)
Oetbvo Turno. VlSe':!S! anexe 34.

,

13 Véase enaxe 23 Mini$t8rio dt: Justiclil V Trl:lbajc. c~rta dol.:1 8 do junio del 2001 .

,. Véase anexe 2 usra de lotef os Oopo.ited~. Isiol 00 lo p. Irencterre do Embooo.d• .

" La demJnda fue realIzada ~ k1 OrgiDnizClciOn tkrfensa lOEl Nlllos 'n1;ern~cionar IONU. ante le Comisión de
Derechos Humanos del Senado, publicado en http://www.dterloabC .com. del 20 do marzo del 2000. VÓil&a ene:xo 53.I ' -

H V6ase BO""O 24 Tercer IllfOrn0 sobre Par3guZty, p.aa,

17 VéaSE! anexo :5 Nota de los f 'eticionarios 81' Embajllldor JQr lB Taiene de fecha 5 de flilbrDro del 2001 ,

,a Véase anexo 36 Informe sobre el amotinamiento del 25 d tuti o, re.aliudo por 81 Superior de GU3rda Interino, Sr.
Sergio Hermoeula, al Jef. de: Segurid~d del Centro. V 6aso 'tambi6 anexo 10:, Do¡;¡laracion do los señoree W¡¡ltllf Abel
M.r9rl8ll Congo, Javier G02á1ez Orútll Olivero Olmedo O~orjo y Pedr Gayoso Silva ante el Mjnlstario Nblico dentro de I~
~\l.sa 9199 iniciada a partir d91 i n c . ndl~ del ~ d. julio de 2001 .
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54. El Informe indica que el fuego fue ntrolado por los bomberos. y que la
policfe errtí-rnctínes intervino con gases lacrimógen r ya que algunos Internos avivaban el
fuego. El siniestro dio como resultado el failecimien o Benito Augusto Adorno. quien murió
el 6 de agosto del 2001. y ocho hendes reportad s por el Estado: Eduardo Vera, Uilses
Zelaya Flores. Hugo Olmedo. Rafael Aquino Acuña, Nelson Rodríguez, Demetrio Silguero y
Aristides Ramón Ortiz B. (intoxicados) y Carlos Raúl Romero G. (fractura de costñla}".

55 . El Estado paraguayo informó que, en total, 255 internos fueron trasladados
provisortarnente a unas instalaclones militares ubica as a proximidad del Instituto. y fueron
posteriormente trasladados. por resolución judicial. ' las diferentes penitenciarías del país,
como parte de un plan de ernerqencta de reubica . Ión de los menores, elaborado por las
autoridades gubernamentalesBO

• En esta ocasión, a ¡ferencia del primer incendio, se realizó
el traslado de la totafldad de los internos, que fuer n repartidos en las penitenciarías de la
siguiente manera"': 125 internos en Emboscada, 2 internos en Encamación, 20 internos
en Coronel Oviedo, 15 ínterrios en San Juan Mi , ones. y 30 internos en Concspción'" .
Posteriormente se notificó qué había 29 internos e la penitenciarra de vnlartca. El Estado
afirmó que los mismos serrad trasladados gradual ente dentro de un plazo no mayor de
tres semanas. y aquellos que ingresar~n a partir . de la fecha serían derivados al CEI e
informó que se habían asignado un equipo de cuat o técnicos para la atención especial de
los internos. y que éstos se encontraban separad. de los adultos. Sin embargo esto no
sucedió y aproximadamente 80 niños y adolesce . es siguen internos en la penitenciaría,
para adultos de Emboscada. 'Est as 80 'vtctímas enmarcan en un total de 283 niños,
niñas y adolescentes que se encuentren privados libertad en cárceles de adultos,as Con
posterioridad a la emisión del informe de fond en este caso, 16 Comisión recibió
información por parte de los peticionarías de Que I adolescente Héctor Ramón Vázquez.
había sido privado de la Vida el 14 de marzo 2002 en la prisión para adultos de
Emboscada.se Héctor Ramón ingresó af Instituto • anchito Lépez" el 15 de diciembre del
2000. a los 16 años de edad; acusado del delito d robo y después del tercer incendio fue
derivado a la prisión para adultos de Emboscada.95

. a Comisión recibió también información
periodística no confirmada ; que señala que chard Daniel Martínez, otro de los
adolescentes derivados a la prisión para adultos d Emboscada. habría sido privado de la,

,
••
•

­•,,

• •
7V Cifres proparcielnl!ldes a le¡ COmi~ón por .1"Estado p8raglJ

Véase anexo 39. ~ .,
IrQ Ve&$8 aIl8J(O 37 Policra NlI:cihn",'. CQmisorfe Cu~rta M etro

no. 252.

<l . Informe sobre el Incendio del 25 de julio do 2001.

lit~... Usta ~ IntBrTlOS en la fecha del tncendlo, Nota

­,,
••

,
11 Véase anexo 38 Listas de internos dellnstltLHQ ·Panchito : epee", Miniaterle ~úblico de p¡¡raguay, Nota No.47 del

.0 da julio dol 2001 , j
,o: Vh~ anexo 39 Cifras prC>pQrcionadas a te comisión por 1 Estado p~aguayo. Cfr. Ibid. Il"I forme sebee el Tercer

Incendil;), ~ :,
e~ V'ase anexo 4 copla del informe del Estado do feeha 26 abril de 2002 ., ,
"4 Véase anexo 40 comunic.ac:i~n de los peticionarios de tec a 3 de abril de 2002 ., . .,
I¡ véeee Anexo 4 1 lista de niRos y adolescente , derivados prisiones par. adultos.

I ¡ ,
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vida en esta prisiÓn,·o La Comisión en el mo ento procesal oportuno probará las,
circunstancias de estas muertes.

,, , '

56. En definitiva, las medidas ,de segurid d existentes en el Instituto "Panchito
López" fueron ineficaces para proteger la vida e integridad física de los nlños y
adolescentes, debido a la falta de capacltaclon d los guardias, a las deficiencias de la
infraestructura y a la carencia; de elementos mínim s para la previsión de desastres. Así,
los guardias de seguridad del instituto iridicaron QU resultaba difícil detectar la ocurrencia
de un incendio en el Panchito t.opez, no solamente or la falta de elementales medíos como
detectores de humo o dispositivos análogos en local, sino por la normalidad de las

" I

fogatas en los pabellones. Aún a pesar de su peligr sidad, uno de los guardias expresó Que
"es común que los internos prendan fuego para cal ntar su comida, etc. o hacen tinta para
tatuaje Quemando goma uB7

, lo cual era .perrnlt ído el Instituto. Otro de los guardias de
seguridad indicó que la institución no contaba con edidas de seguridad ni capacitaciones
al personal para estos casos de incendiO a pesar d su reiteración"", y otro indicó que no
exístra un solo extintor de fuego al momento del pr mer incendio en el "Panchito López", y
que durante éste no recibió ninguna lnstruccján por parte de ninguna autoridad
administrativa del lnstítutc'", '

"

,,

-
•

r ,, ,
r

pcsterioridad a cada incendio, pero
01, las vfcttmes eran trasladadas e
ontraría a lo dispuesto en todas las
610 hecho de mantener detenidas a las
e por si violatorio de le Convención,

ulentes ninos y adol&$conto$ habtan sido golpeados y
marilla, Jorge H.r&via. Daniel Antero Roa, Demetrlo
(o Cflarnorro. EI[el~ Su.&roz Amar illa, Federico Tor~o$.

11.6ee, MinisterlQ Público, Noto del 2 de "OOftO dol
(Contin"B.. .¡

, ,
57. Como ya se i1eva indleado. con· ,

particularmente luego del oqurrido en¡ julio de
diferentes penitenciarías de adultos, de manera
normas internacionales sobre ia materia¡ Sí bien el

•
víctimas menores de edad con adultos resultaba
otros factores se sumaban para agravar Ile situación

58. Un informe de 1a AgentJ Fiscal del Crimen de la Unidad Especializada del, ,

Infractor Juvenil, así como varios informes médico acreditaron que varias de las víctimas
fueron golpeadas en su traslado a dichas peniten liarías, principalmente aquellos niños y
adolescentes trasladados a Emboscada"o. En el in arme de la Comisión lnter-lnstituclonal,•, '•• •· '.. Véase anexo 42 recortes do -pren5iJ. (OGorto del Ciario'Na uin. de octubre de 2001 • Ex ¡"torno del Panchito fue
asesinado ayer en Embosc~da". j r'· ', ,

87 Expediente No,3e3 del eñe ~OOO "Sumarid Instruido ~n a rlguaclOn de un 5UPUf::1sto hecho punibl$ contra la vida
(homir:idio doloso) y 1. integridad f(sjc~ l,*,si6n gravel- panchlto Lópe¡ • DtJclaraciófJ de Walt(JrAbel Msrerl8s Conga, fctlc 49.
La lf) vG~tiglJci6n P&rlci81 SClbrs el SW9Strb también se r.efiere, on su pá 'na 10, folio 64 . a la quema ele materiales como gDmZl• •
de zilpatiUas V escarrídores que IQs brtemce roelizabmi la moda da log er 1;in1;all eee las C:UalB* hacerse luego tatuajes. V' ase
enexe 43. :; !

~ ~, .
ea Ver Expediente No.383 del año 2000 "Sumario tns tn .. id9 n CJ"origu~~i6n de un 8upIJesto heoho punible eeatea la

vida (homicidio doloso) y la integridad ffslca (Ieliíón gré:vel- Penehttc 1. paz M, Doclarflcídn d9 Lui$ AlbEJrro BarrefQ Ayala. folio
53. V.,aso anexo 27. i ¡.

· "Be Ver Expediel"l!e No.383 del ~o 2000 MSurnano In,tru¡"do n averiguación de un supuesto hecho punible cen tre la, ,
vida thomi~iQio doloso) y la integridad ff\;¡ic~ !loci6n gñwlJl- P.!Inchito ópcz". Declaración Otl Fredriy PortiJJo~ folio 19 . Vease· ,
anexe 34. ;I l :

ve En neta al F¡scDI General d~ Est~da. se in~orrn6 que: los, ,
m;¡¡¡ltratBdos por loa guardi6$ en au trdlaao di Embo~Cl!lda; GormAn
Ricardo Silguero, Hugo Olmedo oviedo,l Nelson Rodrlg1.l0z. Ram&' O
V'c'tor Hugo ViIIC'mayor y Clementino . s Escobar . Ch. Expte del e
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algunas de éstas perutenciarfas'", el
insalubridad de las celdas. Asimismo
adultos durante el día. compartiendo

Coronel Ovi.do, 15 d. ~go~o del 2001 .

a Humano. de 18 República. do Paroguay.

quo ~eis adulto. eonvivfBn p81"MlInentemante con los
es provenr"n del Inatituto "P,¡mchito tcpea", Vh.se

echos Humanos de la Rep(jbfioo de Paraguay. '1 8 de
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(... Continuación)
2001. VllMO anexe 44.

,

designada por el Estado paragLayo para las Visit~s
propio Estado reportó un ·sev~ro hacinamiento··2

reconoció que los niños y adolescentes convivían:e
, '

con ellos baños. comedores y patios. separándosele de los adultos durante la noche, bajo
la supervisión de un capataz,ladult093

. El grado ¡de gravedad de esta situación varía de
acuerdo a las diferentes penitenclarfes. La Comisión. nterinstitucional que visitó las cárceles
de adultos no reportó hacinamiento y constató la ise aración de adultos y menores durante
la noche en Vlllaríca. Sin em~rgo, en la cárcel de ronet Oviedo encontraron condiciones
deplorables. así como la convivencia permanente Cte I menos seis adultos con los internos., ,
El informe de la Comisión lntarlnstltucional tarnbíé refería que los directores de dichos
institutos penales designaron :~n ocasiones a und o dos reclusos adultos "de comprobada
buena conducta" como celsdbres de las víctimas a fin de "proteqer y evitar cualquier
conflicto entre ellos o maltra~o de los mismos¡p r parte de los adultos..••. Con esta
situación, el Estado contrarió: sus obligaciones i~te' nacionales de mantener a los niños y
acoiescentes separados de los reos adultos y bajo I supervisión de "personal capacitado e
independiente", lo cual no comprende reclusos ] d I centro penal en Que se encuentren
recluidos. ya Que éstos son : ~epend ie ntes de I~ l ' tttuclón en todo sentido y no tienen
capacitación alguna para la supervisión y guardia Ide los internos adolescentes.

I i ,, ,

59. la gran mayorí~ de las víctimas t~as dadas a las penitenciarías de adultos
continúan sin condena, esta -iez con la agravan¡e' e que se encuentran dispersos por el
territorio nacional, alejados del sus defensores legal y sus familiares. El Estado indicó que
el Ministerio de la Defensa Pú~lica se reorganizó !p a evacuar las consultas de los niños y

•adolescentes, planificando visitas obligatorias dos veces por semana a Emboscada y al
Centro Itauguá9

' . Si bien la ,rpayoría de las victlm s se encuentran en estos centros, la
Comisión observa Que debe darse igual atención j rídica a los menores repartidos en fas
distintas penitenciarías regionbles, y que, la co~su a jurídica, no ha logrado garantizar la

, I '
celeridad de sus procesos, de manera a obtener . a resolución judicial sobre su caso lo
más pronto posible, a la par de asegurarse Q~e no permanezcan detenidos junto con
adultos. Asimismo, el Estado [indlc ó que desde ~I astado de las víctimas a estos centros
penales. se ha implementado 'un sistema de comu icación directa de los internos con los· ~ ,

Defensores locales a través de la Defensora ¡G neral o los Defensores Público de la
Circunscripción Judicial de l¡i Capital, con Quien se mantienen en contacto. También
informó que la Comisión Inte lnstltucionat propuso al Ministerio de Justicia y Trabajo que

, I
I
I
I,
•· ,

'1Véase enexc 45 Inform e de";Yisitas o Cér"colu do ViUarlCllI '

., taem. En la c.rcl¡tl de corQ4o, Ovi.,do, c.g.. _ (lomp~o .
adolescent01i Armando Jara, Osvatdo Moteles y Carlos Riverof>. !<tui
anexo 45 . ; ¡ I :

," Véase anexo 30 Informe de:l Direeci6n General de De~ec, , ',
." IdfJffl !. . ,· ,,
H Váace anexo 30 Informe de la Oirec:c:lón General de: O

_pti.mbre de 2001 . r !
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I 25 de febrero del 2001, en una más
permitieron que las violaciones a los
tiempo, el Vice-Ministro de Justicia,

progresivos al Centro Itauguá se

disponga la venida de un bus .cada dos semanas 'pa a los familiares de las vfctimas. Dicho
plan se encontrarfa actualmente N en estudio", or lo que su situación no ha sido
solucionada y las víctimas contlnúan restringidos cuanto a sus visitas familiares y al
acceso a sus defensores legares. La Comisión con dera que sin importar el momento en

"que fueron detenidos, debe aplicárseles el nuevo ódigo de la Niñez y la Adolescencia,
particularmente lo dispuesto e~ el artículo 249 lncís s b y c96 , en aplicación del principio de
ley más favorable establecido len el artículo 9 de 111 onvención Americana.

I ¡ .

· ¡
· ,

60. Durante el tiempo de funeionarnle to del Instituto, a las condiciones
inhuman..s de detención de llis víctimas se agrega an sistemas de castigo incompatibles
con Su condición de niños y adolescentes. El Infor e de la Dirección General de Derechos· ,
Humanos del Ministerio de Justicia y Trabajo refiri6 que los directores de las penitenciarfas
de adultos de Villarica y Cdionel Oviedo adonéle fueron trasladadas 29 Y 20 vrcnmas
respectivamente, reccnoelercn el uso del alslarm ént corno castlgo.97 El propio Director del
Instituto "Panchito Lépez" expresó en una ocaslé su apoyo a dicho aislamiento como
medida disciplinaria y afirm6i [que la ellmlnación d esta práctica Uobliga a dejar impune
cualquier tipo de falta realizada por los internos..creando la idea en 1.. población que
cualquier pelea se permitirfa";·,·. La Comisión Interi stitucional encontró dos adolescentes
detenidos por 10 días en celci.; de aislamiento (ubic da en el sector de adultos) al momento
de su visita a la cárcel de Villarica, por lo que pu eren en conocimiento del Director del

• •

penal qUQ el aislamiento nq :está permitido inter acionalmente y que debían buscarse
medidas alternativas. Asimismo, se refirió a la Comisión que durante el período de
existencia del Instituto "Panchlto Lépez", existió: la racuca de castigar a los menores, por
agresiones físicas o peleas con arma blanca, con internamiento en la Penltanciarfa para
adultos de Emboscada, por urj número índet errnína de días.,

, .; , ,
61. Posteriormente, ~I sBgundo incendio

de las promesas incurnptidas por el Estado que,
derachos de las víctimas Sé mantuviesen en : el. . .

Fernando Canillas Vera in<W::6 que los trasledo

.. El articulo 249 "" sus inci.llbl y el <j;spone qua ¡
"

b) lo, procesos en trámite, eQt.. ba'lI en hechee regulados e n10 delito o crimen. contra edoteacentee qce
al momento do la comisi6n deilhecho, IiIU tldad estuviere loo prendida entre 105 cetorce y dieciooho añoli,
continuarán trumitándoso corJbmc e lo diuPUfJsto e" la p sente leY' V se resclverén de acuerdo 5' la
misma; y si tuere 81 caso, ssi~ricitara la invc:rtigaoiQn ~ la lllTlp1iací6~ de ht~, a I~ FiscaU.. Genlltbl del
Estado. o se citará 11 audillncia preparatoria piJr~ 01 juiOio • la caus. , la que deberAi celebeeree en un
t~¡no que no excede de 58l:J:mtll cree. Los prOGeso~ eene ldcs de .$tos adolescentes serán revisedce
cuando 11.1 modida se estuvi~r¡ clJMpfiendQ. para 8d8CUa;I¡¡~ la presente ley, dentro del término previ~o,
para la revlalén de J~$ medidas • '

eJ Los proceso pooalel con S81'1tBncia cond.n ilt~ia lecuteriade, y en cumplimiento do la pena,
dietadot por 01 JUlgado, se~n revlsaoos 'lI&pacto do ~ Ia ntenc::i., para apficWH' lu penes o rneddas
establecidas en la presente letlql.ls sean mas favorabler. ~ c ndonudo.

P7 V4ese anexo ~o Informe dhla Dirección General d~ e ecttce Hum~o' de lo República de Paregu.,y, 18 de
sQptiembre de 2001 11 I

se Informe del Dlreotor del I stituto "Panahho Lépez"] S eosteetc Rodrrguez. sobro el l!Irno'tinDmiento do los
, ' .
mtcrnos y QButtucción do fo~ bienes del s tadc . Véue on8)(O 25. !
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I '
producirían a lo largo de dos 0jl~ses99, sin'Que hasta la fecha se haya cumplido tal proyecto.
El Estado informó a la Comisión que el traslado inmediato de 105 niños y adolescentes al
Centro de Educación Integral ¡~auguá no ha sido posible por el momento, 'ya Que el mismo
aún no cuenta son la infraestrUctura adecuada". ~I Ministerio de Justicia y Trabajo elaboró
un Plan Integral de Intervenclqn como solución parcial al problema de traslado de los ex­
internos del Instituto ,. Panchi ¡ López" al CEI. E$te plan proponía el descongestionamiento

. ~del CEI para abrir espacio a I 's internos ubicad s en las prisiones de adultos, ya Que. de
acuerdo a sus investigacione U"un 40% de los j venes actualmente alojados (en el CEI) se
encuentran en condiciones Bptimas de rehabilltación"'oo y podrfan ser sujetos de un
régimen de seguridad leve y d6n menor control armaoo. Igualmente proponía la creación de
un Centro de Observación y IDragnóstico' en el qye los niños y adolescentes permanecerían
por un máximo de 10 días, [mientras un equipo interdlsciplinario estaría encargado de

harían recomendaciones para Su derivación al cebtro respectivo o a programas de medidas
alternativas a la privación de I~ libertad. Igualmerlte preveía un programa de reintegración y
un programa de reeducación pbra los niños y adolescentes privados de libertad ,

62. Esta propuest~Idemuestra claramknte la existencia de ideas e iniciativas
dentro del sistema institucio~al paraguayo para! dar celeridad al traslado de las víctimas
detenidas en penitenciarías d+ adultos y aliviarl su situación general. A pesar de ello, el
Estado no ha logrado imPlfmentar éste u otro .provecto de traslado a instituciones
adecuadas a sus necesidad~ y condición de Iniños V adolescentes, y ha continuado
dilatando el proceso de traj;¡ado durante 105 Últimos meses, al punto de comenzar a
desechar la idea del trastado Ivprever la reclusibn 'de las víctimas en centros penales de
adultos como una solución permanente al prdblema de sobrepobtacién del CElo como
comprueba el proyecto de cOTstruir dos aabetlcnes para niños y adolescentes en el penal
regional de Coronel Oviado 'o y su habilitación Jarcial a corto plazo, como acreditó ante la
Comisión'o2. 1:

63. Estos hechos dlmuestra~ que el Internamiento de niños y adolescentes en
cárceles de adultos ha sido J,tilizado repetidas vaces por el Estado paraguayo como medio
para remediar sus propias fallas en la Planificación ;oel sistema de privación de libertad de
niños y adole~,entes a~ecu~bo y compa,tible c~n sus obligaciones internacionales. Por lo
tanto, la Cornlsi én sostiene ~ue las medidas tomadas por el Estado paraguayo no fueron
oportunas, suficientes, efiJ¡ces ni acordes don ' sus Obligaciones internacionales. Se
mantuvo a las víctimas en I ondtctones infrahutnanas de hacinamiento, su traslado a un
lugar con condiciones adecu das se fue dil8tan~0 en el tiempo, pese a que se sucedieron
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tres incendios que terminaron por destruir completamente el establecimiento y ocasionaron
la muerte ~e diez_adolescentes: dalando lesione~ V:quemaduras en varias decenas durante
los dos últimos anos. Las medidas tomadas tampoco fueron adecuadas. ya que el Estado
se limitó a hacer reparaciones mínimas ¡del local del Instituto. El Estado no tomó medidas
oportunas para solucionar la impertinencia jurídica' que representa la rutinaria y genérica
privación de libertad de los niños y adolescentlls y Que, sin duda es la raíz del problema.
Además. el Estado no mejoró efectivamente lés conotcíones de vida de las vtcttmas y
agravó la situación de éstas al trasladarlas te Paral o permanentemente a centros de
reclusión de adultos. lejos , de sus familias sos defensores legales. y en precarias, '

condiciones de' seguridad . "

I : 1:
64. Uno de los problemas QUe enfrent"rón las víctimas fue la existencia de una, ' .

legiSlación anacrónica contraria a las normas in emaclonales de derechos humanos de las
Que Paraguay es parte, Por ello. el P~raguay doptó un nuevo Código de la Niñez y la
Adolescencia. que entró parcialmente en vigen ia ;en noviembre del 2001. Si bien dicha
legislación busca armonizar Ila legislaeió¡' parag aya con la Convención sobre los Derechos
del Nino V otros institutos : Internecionaías, la CIDH nota que ninguno de los niños y
adolescentes del "Panchito LÓpez" se benefició . e tal iniciativa debido a que el Código solo
entró parcialmente en viger)cia en noviembre e! 200 1 Y en particular el libro IV de la
jurisdicción especializada que es el de rnavor r le~ancia a los efectos del presente caso.
entró en vigencia hasta 2002. ' 03 '

,
•
•

65. En conclusión; las vtctlrnas fuer , n sujetas a un régimen de privación de
I ' . I

libertad contrario a las obligaciones int ernacion les del Estado. Vivieron en condiciones de
hacinamiento. insalubridad, : la mayoría de el as ! siendo inocentes pues solo estaban
deteni.das. en virtud de órd~7es de prisi~n prevEfltiya si". condena. con ~uardiacárcelessin
capacitación adecuada y srn las más element~les medidas de prevención como ssrra la
existencia de detectores dé humo o 'extinguidorlls de fuego. El Estado paraguayo se
~o~pro,:,etió ~ cerrar el lnstltuto y a trasladar alla~ ví~ti_mas a lug~res adecuados. Tra~ los
ultimas íncendíos, se comprometió al menos en !tres dístíntas ocasiones a efectuar el cierre
definitivo del local. sin currlplir con dicho ca prorniso. La Comisión otorgó dos plazos
distintos al Estado para efectuar el traslado 'inmediat o de los internos, sin que esto

1 ; :

sucediera. El cierre definitivo en julio de 2001 f e.' como se señaló. tardío y no representó
una solución integral al problema ni una rellaraCló~ integral a las vrcttrnas. Por el contrario,
la mavorta de las víctimas f~e trasladada a:cár el~ de adultos agravando la situación Que
permanece igual al momento de redactar esta manda. Finalmente el Estado no investigó
ni sancionó a los responsables de los neenos aq rdescritos, ni reparó a las víctimas o a sus
familiares. I ! 1

SO. con le ob¡.ci6n N° 17
••

2. ~éase copia del Informe del E8tado 26 do abril de 2002
,
I
I
I,
i,
f

103 véase anexo $7, Ley N° 1
Véase anexe 4 .
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VI. CONSIDERACIONES DE DERECH

66. A continuación se exponen los fu darnentos de derecho de las pretensiones
de la Comisión Interamericana respecto a Que I Honorable Corte declare, en relación con

•
los hechos antes mencionados, que Paraguay vi ló:en perjuicio de las víctimas internas en
el Instituto " Panchito López" y aquellas ue: fueron posteriormente derivados a
penitenciarías para adultos y de sus familiares, en los supuestos especificados tntt», los
derechos consagrados en los artículos 4, 5, 7, 19, 8 y 25 de la Convención Americana,
todos ellos en conexión con lo establecido en el rtfcuJo 1( 1) de la propia Convención.

141031

A. Derecho a la vida (artículo 41 y B 1 integridad personal (articulo 51
•

-

-

-

•
67. La República del Paraguay incump ió su obligación de respetar y garantizar el

derecho a la vida protegido por la Convenci Americana en sus artículos 4 y 5 en
•

conexión con el artículo 1.1, Y de este modo loló el derecho a la vida de Elvio Epifanio
Acosta Ocarnpos, Marcos Antonio Girnénaz, iego Walter Valdez, Sergio Daniel Vega
Figueredo, Sergio David Poletti Domínguez, ario Alvarez Pérez, Juan Alcidas Román
Barrios, Antonio Damián Escobar Morinigo, Carl s l'laúl de la Cruz, Benito Augusto Adorno
y Héctor Ramón Vázquez, y violó además el d recho a la integridad física de los niños y
adolescentes internos en el "Panchito L6pe " 'y de aquellos que fueron derivados
posteriormente a penitenciarías para adultos. I '

68. La COnvención Americana, en su rttculo 4, estipula que "toda persona tiene,
derecho a que se respete su vida", y en su art culo 5 , primer párrafo, Que "toda persona,
tiene derecho a que se respete su integridad físi a. jpsrquíca y moral".,

••

69 . En este particular, la Honorable orte se ha pronunciado en el sentido de
que, al tratarse de personas detenidas, el Esta o es responsable por la garantía de estos
derechos. ya Que éstas personas se ancuantr n :directamente bajo su tutela: " En los
términos del artículo 5 .2 de la Convención 'toda ersona privada de libertad tiene derecho a
vivir en condiciones de detención compatibles on su dignidad personal y el Estado debe
garantizarle el derecho a la vida y a la iritegri ad personal. En consecuencia, el Estado,
como responsable de los establecimientos de de ancíón, es el garante de estos derechos de
los detenidos" 'o,. También la Honorable Corte la Comisión han señalado que en el caso
de niños y adolescentes privados de su libertad ~ los fines de interpretar las obligaciones
emanadas de los artículos 4 y 5 de la Conven iób es preciso considerar su condición de,
especial vulnerabilidad, en consonancia con el a ículo 19 de la Convención.,o5,

,,
70. En el presente caso, la Comisión considera Que el Estado incumplió dichas,

obligaciones por la muerte de nueve internos oi causa del incendio ocurrido el 11 de
•
•

---------, "

lQ&cene Interamericana de Hume.nc¡ . C~WO Neil'~ Ale~rr y OtrO'!! . SBnteneia del 19 de enero de 1995. parro 60,
, ,

1~ CIOH, Caso Menorn Detllnida$ do Honduro~, lnfor El N,a 41 /99. pérr.125 y Corto IDH CilVO ViII_SfóSn MDl'ales
[Cese de Niños de la Callol 5entonc:i. de 19 de eeviembe• .de 199 Serio e No, e;~ p$rr. 191,
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febrero del 2000. y un interno a manos de ;un gUarbia del Instituto en fecha 25 de julio del
2001. Los artlculos 4 y 5, lerdos en cónjunto con el artlculo 1.1 de la Convención.

• •
imponen al Estado la obligación razonable de prevenir la violación de los derechas a la vida
e integridad física de las personas prlvadaslda su libertad. Esta obligación es más acuciante
en casos como el presente donde las víctimas son niños y adolescentes.· ,

I
71. En cuanto a Elvio Epifanio Acosta Ocámpos, Marcos Antonio Glrnénez. Diego

Walter Valdez, Sergio Daniel Vega Figueredo; Sergio David Polertt Domínguez, Mario
Alvarez Pérez, Juan Alcides Román Barrios, Antonio Damián Escobar Morinigo y Carlos
Raúl de la Cruz fallecidos en el Incendio dél 11 de lfebrero del 2000, la Comisión entiende
Que el Estado es responsable de su muerte porno !haber adoptado las medidas mínlmas y
razonables nece~arlas para prevenir. vlolacíones al ¿frecho a. la vida. En efecto, el Est~do, a
pesar de sus reiterados compromisos de 't rasladar a los Internos, mantuvo por anos la
Infraestructura defectuosa del Instituto. ': c a re~te Ide las más elementales medidas de
seguridad o prevención de incendios (sin contar siquiera con un equipo básico de extintores
de fuegol. y selidas de emergencia, a p'esar 'de la repetida ocurrencia de incendios y

• • •

amenazas de incendio así como los llamados de iatención a las autoridades por parte de los
guardiacárceles. El Panchito López no contaba don detectores de humo o dispositivos
análogos, además de que ISs fogatas eran comunes y permitidas en los pabellones para
calentar comida o hacer tinta para tatuaje q~em~ndo goma 'o. y el personal no estaba
capacitado para casos de incendio'07. También se mantuvo el hacinamiento de los Internos.
que habitaban pequeños recintos en nJmero$o~ grupos, en condiciones Que podrían
conducir a una tragedia en ' cualquier rnornente. tomo de hecho ocurrió, habiendo sido
insuficiente el personal para paliar las consecuencíaa del incendio. Si bien la obligación de
prevención es de medios y no de resuttnoos, el' E~tado violó este deber de prevención ya
que las condiciones en las que se mantuvo Oet!!nidas a las víctimas propició la ocurrencia
de los Incendios. La ínjustif!cable carencia, de ~as !más mrnimas medidas de prevención y
extinción de incendios y el desconocnruento de¡ ·laJ indicaciones del personal de seguríOad
sobe el peligro inminente hacen que la muerta de las víctimas no hayan sido fortuitas sino
previsibles y evitables y por lende generad9ras de "esponsabilídad internacional del Estado.

• • . I .

En este sentido debe entenderse que el derechO. a la vida implica no sólo la obligación del
Estado de abstenerse de privar a alguien c(e la Iild ,sino que también incluye la obligación
positiva de tomar las rnsdldas necesarias para quel no sea violado dicho derecho, esto es,
que el Estado es responsable de la violación alderrcho a la vida al no tomar las medidas
ne~esa~ias para evitar I~; clrcunstanctas ~~e cord~cen a la muerte de las psrscnas.?" Esta
obliqacién de prevencion de las violaciones :al derecho a la vida resulta oootsmente

l . ! j"! 1I ~ . : I--------1' ; ,: I .
loe Ver Expediente No.383 dC,I .i1ño 2000 "SYmlilr~ InB'tnlido !n avoriguación de un supuesto hecho punibte centra la

vi~ (homicidio deleeel V lo integridad]'ff~~ (lesión gruv~~ Pan~~ito l López ", o.c/ltnci6n d~ W(J/rf1, Abe' Mfln~rlOS Congo.
fobo 49. VéasB anexo 43. ! ¡ :

; : !

107 Ver f)(pedientB No.383 d I 'año 2000 "Surnerio In~¡do·tn ~verigu8Ciónde tJn eupueste hecho punible contra la
vide (flomició o doloso) y le intOijride.d lieric !I Uui6n graveH P~nc~o L6pe~ ", o.C/Sfaci6n de Luá Alh.rto ea".10 Aya/a. folio
53. Véase anexo 27. .~ ~ ~

'i i i
1011 CiillID Me-nores Detenidos ~e HondlJt3S, párr,Ú Z5 . VElr!taTbién Corte IOH case VlUagr.in Mor8fos (Caso d. Niños

do. la Callo) Semcmcia de 19 de novio Ibro de 19$1S S(¡ri¡g :,C No , ~3. Voto Cancurtante conjunto d~ 108 ¡ U liIC V $I A.A . canceco
Trindade y A. AbrElu Burell. 1 ::
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acrecentada si se trata d personas bajo la ' c stodia del Estado y si son niños o
adolescentes. En estos supuestos el deber de prevtci6n es más apremiante. .

72. Las vfctimas edemas perdieron la vida de forma especialmente cruel . Sergio
Figueredo Vega. y Elvio AC9~ta Ocarnpcs, falléc+on en el I~gar de .Ios ~ecnos. l OS Los
restantes siete Internos fallecieron en el transcurso de los siguientes diez dias al Incendio

I '
debido a la gravedad de sus r uemaduras. ,

73 . En cuanto a Sergio Vega FigueredO y Elvio Acosta Ocampos, el médico
forense de turno Miguel Ferteira diagnosticó que su muerte se debi6 a quemaduras de
cuarto grado en todo el cuerpo y asfixia por intoxicación de monóxido de carbono"°. El
certificado médico de Elvio Epifanía Acosta ocamrl os indica que sufrió quemaduras en el
80% de su superficie corporat'!", y el de Sergio Daniel Vega Figueredo en el 95% de

•Bsta ' 12 • Ambos cadávBres~ueron encontrados el'/ posición vertical, con sus miembros
extendidos en poslclén rí~ida hacia adelante y separados entre sí. Asimismo, se
constataron señales de rearurnaclón por parte 'deIparamédicos, lo cual indica que en el
momento y lugar de los hechos. los dos jóvenes todavía tenían signos vitales,

74. En el transcu ~o de las horas p Jteriores al incendio, Marcos Antonio
Giménez, Diego Walter Val ez, Sergio David ' pdletti Domíngue:z, Juan Alcides Román
Barrios, Antonio Damián Escobar Morinigo y Carlbs Raúl de la Cruz fueron derivados a
distintas salas del Centro Nécional del QuemadO -b-. Armando Bendlln N

, y el Joven Mario
Alvare:z Pére:z fue internad~ en el área de teraplb intensiva por encontrarse en estado
grave''' , La investigación pericial sobre los hech s reportó que durante el traslado del
Instituto al hospital, se pr I entaron cuadros de aros cardio·respiratorios'14, los cuales
sufrieron quemaduras de segundo y :tercar rado profundo y fueron internados
sucesivamente en la unidad de Terapia Intensiva, en donde finalmente fallecieron. Mario
Alvarez Perez sufrió quema uras en el 95% de su superficie corporal. y sobrevivió cuatro
dfas hasta su deceso el 15 de febrero"'; Marcos Ahtonio Giméne:z sufrió quemaduras en el

,

108 V4;;¡S'. aeexe 32 8 Resultados dl!l / .n~i:ai. do lllbor-ll torio sobre los cuerpos de Elvio Epifanio ACOSt8 Ocampo, y
SergiO Caniel Vega.

. ,

" 1;1 V6no anexe 47 Expedi te No.383 de l ~o· 2000 "Su ario Inm uido en ayeti~aej6n da un 5Upunto heehc
punible contra la vida {homioidlo dolo l y la integridad fíSica {lesión vave l- Panchito López " . Juzgedo de Primera lnstancle
en lo Criminal d41Octavo Tumo, Info'"'tI dll/ ClmfrD do InV9sti[pú;i6n Judicial, fol io 25 e /n(0m19 Crimina/{srico de le Pofir::la
NtJclona/, follo 88. , . .

UI lbid., M inistrJrio de SBfU~ :Pública y Bi9nO$r~' SO(:i~{, entro Nacion¡jJ diJ! OU9trU1dO ro « Amando B9ndlln"~
c#rrificfldo mir:J;CJ(J , folio 126. Vhse arwxo 47. .

lUIr/11m., tcnc 132. Véase~Q 47. .

11 ;J Ver ~ente No.383 J ~o 2000 wSUmario Inslruido n averiguación da un supuesto hecho punible conue la
vida (homicidio dotoso) y la integridad fl'oicOl (lo: 16n gravAJ. :Panchito J...c$pez ". follo 30. Véase anexo 47.

I . , I
H .... Ver Expediente No.383 del liño 2000 "'Sum.!ltlo InstrUido en averiguaci6n de un supuesto hecho pUnible cDntra 121

vida (homicidiO doloso) y la integrid¡¡d flf>ielJ (Iesi6n gr¡¡ve)~ PanchitO 11
pez ", Juzgtlido de Primera In :lltancl~ en lo Criminal del

Octavo Turno.. tnfo""'fI P~r¡'cl.1 dQJ Sini tro, folio 65 . V ilase enex é 47 .
, ,

1n Ib;d" Ministerio Q~ $a/u 'Püblir;;s y Bioncsiar SQc¡a/~ mm N"c/on8! dfJl Q4/lIm.dD 'Dr. Am"l'ldO S.ndlin"~

cenit/cado médico. folio 128. Véase a ~o 47.
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70% de su superficie corpoJal y falleció 3 dlas después del incendio el 14 de febrero de
2000116; Sergio David Poletti Domrnguez ll7 sufrió quemaduras en el 50% de su superficie
corporal y falleció el día 13 kie febrero; Antonio Damián Escobar sufrió Quemaduras en el
44% de su superficie corpbral y falleció cuatro días después del incendio. el 15 de
febrero11e; Carlos Raúl de la l Cruz también sufrió quemaduras en el 44% de su superficie
corporal y falleció 10 días dbspués del lncendio, el 21 de febrero119

; Diego watter Valdez
sufrió quemaduras sobre el 140 % de su superficie corporal y falleció 5 días después del
incendio. el 16 de febrero del 2000120 ; Juan Atcidas Rorn án Barrios sufrió Quemaduras en el
18% de su cuerpo, y sObrevlrió seis días hasta su deceso el 17 de febrero de 2000121

•

75. Estos hechos indican que las víctimas que murieron quemadas en el incendio
del 11 de febrero de 2000. t a causa de éste, experimentaron una muerte particularmente
traumática y dolorosa, Que les mantuvo en estado de agonía durante varios días,
prolongándose. como en el cJaso de Carlos Raúl de la Cruz Román Barrios hasta más de una
semana. La Comisión ccnsidera que el sufrimiento de una persona al morir quemada,
particularmente el de un ~iño o adolescente encerrado bajo llave, es especialmente
dramático, tanto para aquellos que fallecieron calcinados inmediatamente como para
aquellos que sufrieron quem áduras fatales que dras después les llevaron a la muerte,

76, El Estado es, igualmente responsable en cuanto a la muerte de Benito
Augusto Adorno por herida tle bala causada por un guardia del Instituto el dta 25 de julio
del 2001 . De acuerdo con li Estado, la muerte se originó cuando Benito Augusto Adorno
habría atacado con un arma blanca a uno de los gu¡¡rdias, el cual habría realizado disparos
al aire y "accidentalmente" riv6 de la vida al interno. A pesar del argumento anterior. la
Comisión entiende que debe latribuirse responsabilidad al Estado por esta muerte. En primer
lugar, el Estado creó las condiciones inhumanas de detención que favorecen la ocurrencia
de incidentes c~mo en el ~r~sente . Asimism~, la falta de prevención del Estado y control
adecuado porrnrtié que el ¡dilen Adorno tuviese un arma blanca en su poder dentro del
Panchito López. Por otra pbrte. la existencia de guardias sin la capacitación adecuada.
como ellos mismos lo recenécen, les impidió controlar este y otros incidentes violentos sin
afectar el derecho a la vid~ : y el derecho a la Integridad personal. Finalmente el uso de
armas por parte de los guarllias es una falta' de previsión por parte del Estado contraria a
las Reglas de las Naciones !!midas para la Protección de los Menores Privados de Libertad
que expresamente prohíben I\a portaclón y utilización de armas al personal de todo centro
donde haya menores detenidos. ' 22,

11·,dllm. , t otio 131 . Véase a éxe 47.

11' taem. , folio 129. Véase a exc 47 .

118 .Idtlm.• folio 133. V6ase a éxe 47.

119/ásm • folio 134. V6ase ah:lJXO 47.

120 Id.m , folio 127. Véase aWexo 47.

121 tdem., fol io ' 30. Véaae aA~xo 47.
.

12'2' ROBlas de l¡lJ¡s Naciones Unida5 pare la Proteccl6n do 10$ Memorall F"rlvados do Ub$n.d, ilIptobe.do por IQ
Asamblea General d. la ONU el 2 de a ' ji de 1991 mediante resolución 45-113. Regla 65
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1" Reglas de las Naciones U das pilrClla ProtecoiOn de lbs menores privados de libertad. Reg tll 8l.
) ; :

127 véase anexo 46 comunic 016n de la CIOH, de fechb 24 de febrero del 2000.

I
I

UI veese anexo 30 Informe
de lIBlJtiembre do 2001.

I

77 . La Comisión e -hposterioridad a la aprobación del Informe N" 126/01 recibi6
asimismo, información con t~laci6n a la muerte de Héctor Ramón Véz~u.~z, quien había
sido privado de la vida con arma blanca el 14 de -marzo de 2002 en la pnsron para adultos
de Emboscada.'" Héctor Ra~6n ingresó al Instituto "Panctuto l.épez" el 15 de diciembre
del 2000, a los 16 años de e~ad, acusado del delito de robo y después del tercer incendio
fue derivado a la prisión par~ [adult os de Emboscada.,.4 Igualmente, se cuenta con recortes
pertodfstlcos Que dan cuenta !de la muerte del interno Richard Daniel Manrnez, ocurrida en
octubre de 2001 y quien ¡t am bién habra sid~' derivado a la prisión para adultos de
Emboscada. Al momento d~ ¡ redactar la presente demanda, la Comisión no cuenta con
información detallada sobrellas causas de las ' muertes y las circunstancias en las que
perdieron la vida Richard ~niel Manínez y ¡'¡éetor Ramón Vázquez, sin embargo, la
Comisión hace notar que di ~os decesos se originaron después de la solicitud de medidas
Cautelares y en particular el de Héctor Ram6n Vázquez después de la emisión del informe
de fondo. A pesar de lo ant rior, la Comisión ofrecerá las pruebas pertinentes sobre estas
situaciones en el momento drocesal oportuno. Er;J la presente demanda, la CIDH no puede
dejar de mencionar la graved~d de estos hechos -que demuestran la vulnerabilidad en la que
se coloca a niños y adolesceHtes al mantenerlos 'detenidos con adultos.

j .'
1 _ ,

78. La desidia, ne ligencia y falta de prevención por parte del Estado paraguayo
Que origina su responsabilid ~ internacional se demuestra por el hecho que en los centros
de detención para adultos eri llos que se han internado a las vtctlrnas, una de las soluciones
Que ha buscado Paraguay a ~e la carencia de personal de custodia, es dejar la misma en
manos de internos adultos' ~ La CIDH considera que la delegación de la custodia de los
niños y adolescentes a a 'ultos detenidos en "lugar de guardiacárceles capacitados
constituye una grave viola ibn de las obJigacidnes del Estado que colocó y coloca enI _

peligro la vida e integridad a las víctimas detenidas. Los estándares internacionales para el
tratamiento de menores pri ~dos de libertad seiialan la necesidad de contar con personal
capacitado,..6 condición que nunca se acreditó que cumplieran los internos adultos.

I ;i "
79 . La Comisi6n n ignora Que el Esta~o .adopt é algunas medidas posteriormente

a los incendios: redactar un forme, asistir a los familiares de las vrctlmas, pagar gastos de
sepelios, dar atención médiba a los heridos, eMtre otras. No obstante, estas medidas no
fueron las medidas adecuadá~ de reparación a las víctimas, exigidas en la Convención, y el
Estado no a.doPtó .las medidJ~ necesa~ias para 8¡~i~ar la r~petición de similares hechos en el
futuro, no InvestIgó los helt0s debidamente, "~I sancioné a los responsables, como lo
demanda la Convención y lo recomendó la Comisión específicamente en este caso!". En
consecuencia, el hecho se r f it ió, no sólo una, sino dos veces en el mismo eñe, con cinco

: I, -
I I '

nav,~ anexo 40 COffiUrUc Ién de los penctcnertcs de ff'ch/J 3 de abril de 2002.
I I i

U 4 Véag.e Anexo 41 lista de f os V adólescentes deriVOJ~~s a prisiones pere adultos.

e la Dirección GenerOJ! de Derechos Humanos del MirusteriQ da JUl!lticítl y Trt:lbajo. 18
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32 ii
meses de intervalo entre u o y otro acontecj~¡ento. Las propias autoridades judiciales
requirieron medidas urgente 1,.8 que también fiJeron ignoradas por los' responsables del
Instituto y de las políticas pe ¡¡tenciarias del país: I

!

. 80. La responsabil dad ocasionada por la acción y omisión del Estado lleva a la
Comisión a concluir Que h o violación del d~r¡echo a la vida de Elvio Epifanio Acosta
Ocampos, Marcos Antonio Iménez, Diego Wal~er Valdez, Sergio Daniel Vega Figueredo,
Sergio David Poletti Domíng ez. Mario Alvarez Pérez, Juan Alcides Román Barrios, Antonio
Damián Escobar Morinigo, e ~ Ios Raúl de la cru~ ~ Benito Augusto Adorno.

81 . La misma falt de diligencia' por J~ ! que la Comisión considera que el Estado
paraguayo es responsable e la violación al ~erecho a la vida de las vfctimas antes
mencionadas, lleva a la Co si6n a señalar que;Paraguay es igualmente responsable de la
~iolaci~n al derecho a la ~teg rid.ad física de;Jlas víctimas heridas. y Quemada~ en los
incendios,'" al no tomar las rmmmas y rn,as elementales medidas necesarias que
permitieran garantizar el pi no goce del derecHo a la integridad personal y prevenir su
afectación. [

,,
82. Las víctimas ridas y quemadas que sobrevivieron al incendio del 11 de

febrero de 2000, sufrieron daños f(sicos y m9ra'es de extrema gravedad. Ase. Alfredo
Duarte Ramos, de 14 año de edad, quien ~pfrj6 una quemadura de segundo grado
profundo. fue sometido a ci ug(a plástica reconstructiva en febrero del mismo año"'''; Raúl, , ,
Esteban Portillo. quien sufri quemaduras en el 30% de su superficie corporal, estuvo
internado en la unidad de te ~pia intensiva por ~~ria s semanas, hasta que finalmente logr6
recuperarse con el trata ento mécnco!" : 10 t ros niños y adolescentes recibieron,
tratamiento médico por varí s días o semanas, d ueron internados por secuelas cicatrizales
de las quemaduras Que req erían observación ; édica. Estas lesiones f(sicas permanentes
indudablement e ocasionan foblemas pSicológicos en las víctimas afectadas, las cuales
tendrán que lidiar con clcatrl es, problemas reSPiratoriOS, cutáneos y de otra índole que les
afectarán por el resto de Sus rídas, y que pUdie~9n haber sido evitados de haber contado el
Instituto con medidas de s l!luridad adecuadas !para evitar la ocurrencia de incendios, su
propagación en las celdas v cinas o la rápida e\tacuaci6n de las víctimas. El Estado al no
haber cumplido con su debe de prevención es ~+sponsable por la violación al derecho a la
integridad física de Claudia oranel Quiroga, CI ' ente Luis Escobar González, Julio César

I
I, .

120 Véase sentend~dal juz de peímere inst<w1cJClI Véase anexo 20.

t!.lG Abal A(;;hC!lt' Acuftlll, Jo~6 ilioede~ CZlñote, Evor AfI~kn MQlinaa 2.árato, Arsenio JQ41 Ehmio8 B~02, C~rlo$ Raül
de la Cruz, Alfredo Duerte FIamos, Ser lo V incent Navarrd Moraoz! Reül e:~ebEtn Portlllo, Ism8@1 M6nde.;,: Arende, Pedro lvén
Peña, Osvaldo Daniel Sosa, Walwr Ja ér R:íVI!HO$ Rojas, Osmar LcSbft:t Vcr6n. Miguel Coronel, Cbar Ojeda. Heriberto ZaratB,
Antonio Bscobar, Francisco Noé Andr ~a, Jorge Dani~1 Toledo. ! ~abl a Ernmanuel Rojll~, 5ixto Gon2:~le~ Franco, FramlisoQ
Ramón Adorno. Antonio Delgado. Clau lo Coronel Quirogi!l. CICll'r1c'nte LlJis Escobar Gonláfez, Julio Cher eercre , José Amado
J....a Fernando. Alberto O¡,vid MartInez IM iguol Ang~1 Mar!íneZ. ~l,I'DJdo EspinQI~ Mw:., Hugo Antonio Quintan~ Vera y Juan
Carlos Vivero Zarza, Eduardo Ver., U J:89 Zelaya F1ort$. HuSO Ollnedo. Rafael AqlJino Acuña, Nelson Rodrrguez, uerrevtc
Silgyero y Aristide.. ~am6n Ortiz S•• e 011 R~I Romero G~ l

12Q Supra ExptJdiente :383, fo y 135. V6ue anexo 47 . !

I:JI SUpra.,bpedientB 3S;' fel 6 150. V6ese anexo 47. ¡
,
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Garcia, José Amado Jara ¡em ando, Alberto [David Martínez, Miguel Angel Martínez,
Osvaldo Espinola Mora, Hu Q Antonio Quintallbl Vera y Juan Carlos Viveros Zarsa .'" El
tercer y último incendio o lurrió el 25 de jUlio del 2001 y diO como resultado el
fallecimiento del interno Ben I Augusto AdornoJf33 quien murió el 6 de agosto del 2001, y
ocho heridos: Eduardo Ver Ulises Zelaya FIOr~S, Hugo Olmedo, Rafael Aquino Acuña,
Nelson Rodríguez, Demetrio ilguero y Aristides namón Ortiz 8. y Carlos Raúl Romero G.

83 D I f I áctl d li l. r. • 't ..• e igua orm a pr enea e rec UIr a las vrcttmas en centros peno encranos
para adultos, misma que el tado llevó a cabo Eihrepetidas ocasiones, particularmente con
posterioridad a cada Incandí ,'34 constituye una ¡Violac ión del articulo 5 de la Convención.
La Comisión ya ha sostenido reitera en esta oportunidad que permitir la convivencia entre
adultos y niños atenta con la dignidad hum~na de los menores, y conduce a abusos
contra Su integridad person 1, ya que la superiblridad física de los prisioneros adultos les
permite imponerse y abusar e ellos"6

• t.a respUesta del Estado después de cada incendio
y del cierre del Instituto "P hchito Lépez" no i Je la de adoptar medidas necesarias para
que las víctimas estuviere Ien centros adecuados a su edad y necesidad, sino la de
trasladar a la gran mayoría e ellas a prisiones ]de adultos exponiéndoles a nuevos riegos
para su integridad y segurid d. Ello constituye l1a violación del artículo 5 en perjuicio de
las vtctlrnas que permaneci on en prisiones j~+to con adultos en distintos períodos. En
cuanto a los niños y adofes entes condenados) lel artículo 5(6) de la Convención dispone
que las penas privativas d la libertad tendrábl como finalidad esencial la reforma y la
readaptación social de los c denados. En el pr~sente caso la Comisión reitera su posición
de que este objetivo es ab r'utamente imposible de alcanzar en los niños cuando estos
deben convivir con delincu tes adultos. 136 E?Icuanto a las víctimas procesadas debe
destacarse que de acuerdo on las Reglas de las lNaciones Unidas para la Protección de los
Menores Privados de Lib ~tad y con las ~~glas de las Naciones Unidas para la
Administración de la Justic a de Menores, la Wivación de la libertad debe ser utilizada
únicamente como último re ürso y durante el 1l,lflzO más breve posible. En cualquier caso,
los mismos instrumentos leg les prchrben exores mente la detención de niños con adultos.

!

84. Las concreten de detención, en articular el gr<lve hacinamiento constatado
por la CIDH y reconocido explícitamente por el Estado de Paraguay constituye una
violación radical del derech de toda persona detenida a ser tratada con dignidad como lo
exige el artículo 5 inciso 2 e la Convención J¡}.mericana. En efecto, el hacinamiento, la
insalubridad, la falta de higl adecueca y el níal estado de los alimentos son condiciones
incompatibles con la dignid h con que debe sEirI tratada toda persona privada de libertad.
Las víctimas tenían el dere 'ha a vivir en conhiciones de detención compatibles con su
dignidad personal, condiclo es que no fueron ga'rantizadas por el Estado, El s610 hecho de

I
132 Véase Anexo 5 comunica i n de 10 5 peticionarios d$ ~Elcha 5 do febrero de ZOOl.

13:::1 VéillBS Anexo 6 Certificad de defunción de Benito Af~u.to Adorno.

134 V'ase Anexos 39 y 4 1 e pía del informe del EstadolJobreel incendio del' 2S de jufio de 2001 y flete dtjl niños y
adolescentes derivados 8 prision8f1 par ttes. I1

1:JG Caso Menoras Detenidos Honduras, ptlrr. 130, cit¡JJo en nota 104,
I

nll taem., p érr, 125.

laJ 037
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dotener a 300 niños y adole entes en un lugar construido como casa particular y con una
capacidad inicial para alber ·ar apenas 15 per nas. implica un trato tncornpatíbíe con la
dignidad del ser humano. La pomisión consider que el Estado no creó las condiciones de
vida acordes con esta di nidad a los me res del Instituto "Panchito López". B
hacinamiento. la insalubrida falta de atención médica. falta de educación, junto con "el
aislamiento en celda reducid sin ventilación ni uz natural. (...) las restricciones al régimen
de visitas (. ..1. constituyen formas de tratos crueles, inhumanos o degradantes en el
sentido del artículo 5(2) da I Convención Ameri ana" .137

-

-

85. Igualmente se rodujo la vloleclé del primer párrafo del artículo 5. debido a
la falta de protección de los' nternos frente a I s agresiones físicas y sexuales que sufrían
de parte de sus propios e pañeros. lo que sucedía con frecuencia en el Instituto, y
posteriormente. en las prisi es de adultos a ande fueron trasladados. El Juez que dio
lugar al hábeas corpus tomó pomo prueba vario peritajes de profesionales que expresaron
que además de la violen la física. el Insti to presentaba. como consecuencia del
hacinamiento, problemas de I ere y agresividad. ~xistiendo cabecillas entre los internos que
sometran a otros a castigos sicos y contactos sexuales por la fuerza. los cuales producían
un daño irreparable en la p \Quis de las víctimás"'''. Así lo reconoció el Estado al afirmar
que: "estamos ante un c so de violencia f síca, psíquica o moral Que agravan las
condiciones de personas leg mente privadas d su Ilbertad"13O y Que existía una "amenaza
a la seguridad personal de lo menores"''''.

-

-

86. Re:;pecto a I s reportados ado centes con enfermedades mentales la
violación al derecho a la i t egridad física es 1aún más grave en el contexto del caso
particular donde las vrcnrna se encomraban detenidas en virtud de órdenes de prisión
preventiva, padeciendo un enfermedad mental, bajo la custodia del Estada en una
situación de particular vuln abilidad por su condición mental y su edad'''. De la misma
manera. la Comisión entie e como ya lo ha señalado en ocasiones anteriores142

, Que
mantener bajo custodia. si tratamiento médi o adecuado a personas que padecían de
dlscapacidades, constituye na violación a la prohibición de infligir tratos inhumanos.
crueles o degradantes. cons grados en el ame o 5 de la Convención Americana. Por ello,
la Comisión solicita que la Honorable Corte etermine que el Estado. al mantener en
semejante situación a los I os y aoorescent aquejados de enfermedades mentales y

eches Humanos, Caso oay2:a Tamayo, SontenQia (le 17 de septiembro de 1997,

julio de 1996. El JIJ CQnstat6. en diche sont~ncia. que ale aeeecitercn los:
ncia trsica . psíquioa O rrl al de: ros Internce. VéClao anexo 20.

v¡uios ertícutos de pea $0 :mlJr. similares abusos oomotióo~ contra 10$ nl!ioa y
ernamiento en contros pe alee: de adultos, 8.g. , pori6dioo -La Necién", domingo 9 d~

e septiembre! de 2001, pi 26. Véase anexo 42.

137 Corte lnterameríeal"la de
p6rr.57.

,. Se pubUearon, 19uarmen
adolescentes durante sus petrodos de ¡
septiembre de 2001, p.35¡ mléreelee 5

1~8 V.r Sentencia del 31
presupuestes da falta de seguridad. vi

1<40 Idsm. Véase eeexe 20.

,., veese en 01 mi;nw sentj • Comisi6n InterCUllorican dl) Dereehcs Humenos. Informe No . 63/99. caso 11 ,427,
Vretor Rosario Congo. Ecuador. 13 de ril de 1999.

.-

•
1~ VéaS41 , Comi&i6n Interem Icene de Derechos Hu os. Informe 28/96. caso 11.297. Guatemala, Il!n Informe

Anual de la e lDH 199 5.
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adicciones, y no ubicarlos instituciones de salud, no darles las atenciones médicas
necesarias al no contar con ,n equipo médico suficiente, no tomó las medidas necesarias
para resguardar la integridad física y psíquica de dichos jóvenes.

,

-
,

-

87. La condición special de los niños y adolescentes anteriormente internos en
el Instituto "Panchito Lópe " requiere derechos específicos que les garanticen una vida
digna, como ser su derecho II la educación, al ejercicio físiCO, derechos que les han sido
cercenados por largo t íernp : en el Instituto "Panchito Lopez", donde no se sostuvo un
programa educativo o depo vo continuo para todos los internos, ni se les proporcionó con
regularidad un espacio para " ejercicio físico y recreación necesarios. La atención médica
necesaria tampoco fue prop rcicnede. Respecto a la falta de asistencia odontológica, las
Reglas Mínimas de las Nacio 'es Unidas para el Tratamiento de los Reclusos disponen en su
artículo 22, inciso 3, que " I do recluso deberá poder utilizar los servicios de un dentista
calificado" ,'43 lo cual no f 'e implementado por el Estado . Tampoco se promovió el

,
contacto con la familia y la omunidad.

1~ Corte Interamericana de
e No. 35 , parrs. 84..S2.

88. Respecto al e ~tigo de algunos internos en celdas de aislarniento.!" la Corte
,

ya ha establecido que el "al lamiento prolongado y la incomunicación coactiva son, por sí
mismos, tratamientos cruele ' e inhumanos, lesivos de la integridad psíquica y moral de la

I
persona y del derecho al re peto de la dignidad inherente al ser nurnano":". La Honorable
Corte se ha pronunciado en ' te sentido al expresar Que "una de las razones por las cuales

, ,
la incomunicación es conceb tla como un Instrumento excepcional es por los graves efectos,
que tiene sobre el detenid i En efecto, el aislamiento del mundo exterior produce en
cualquier persona sufrimie tos morales y perturbaciones psíquicas, la coloca en una,
situación de particular vulne~abilidad y acrecienta el riesgo de agresión y arbitrariedad en
las cárceles'":". La graveda ¡de los efectos del aislamiento celular es todavía mayor en el
presente caso, por tratarse e ninos y adolescentes internos en centros de penales, ya que
ello les produce un sufrimi ~to psicológico grave, que altera el desarrollo normal de su
personalidad. Este tratamien ti está además estrictamente prohibido por la regla 67 de las
Reglas de las Naciones Unid 'IS para la Protección de los Menores Privados de Libertad que
señala que "Estarán estri ~amente prohibidas todas las medidas disciplinarias Que
constituyan un trato cruel in , mano o degradante, incluidos.. .Ias penas de aislamiento o de
celda solitaria". Más aún, el aislamiento prolongado durante 10 días en celdas ubicadas en
el sector de adultos,'" cons ~uye una forma de tratamiento cruel , inhumano y degradante.
-------- j

,q Aptloable de aouerdo con 'e l actl'culo 27 de les Rb OrtaS M fnirThil& da N~DnC$ Unidas para te Admjni~traci ón da
JUsticiil de Menores Este disposición !repite en lu regiD:!> 49 ¡:J 55 de las Regla. de 1018 nox:iono, Unid8$ para la Protee<;:iól'1
de les menores ~ivadcs de Ifberted . 1

I
1M Véase Anexo 30 Informe 11 la Oirecci6n General d A ~fiI~hall Humanos dal Ministerio de Junicia V Trab~jo . t a

de septiembre de 2001. :!
,d Corte Interamericana do O ~ l echos HlJI'l'l.8fl03. C'BJO' Velázq!J9z RodrfgU9Z1 sentencie de 209 de julio de 1988. parr.

156 (on adolanto, ~ Vf!!lJ4zqu~z Ro ¡'lgutJzJ~' C4:w G9t!(nf/Z cna, S~ntenci8 del 20 da an_o do 1989, p'rr. 164, ceso
F4irtfn Garbi '1 Sclls Corralss, SentenQ de 15 de marto de lS89, pan. 149.

I

. echos Humenca. CintO Suárez Roserol Sentencia de 12 de noviembre de 1SS7 , serie
I
I

, •.., 'véeae Anexo 30 Informe bla Dirección Goner~1 de Derech os Hurnanoa dol Ministorio de Ju$ticio y Trabajo. 18
de $optiembrQ ce 2001 _ :I
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89, El párrafo cu o del artículo 5 estipula que los procesados deberán estar
separados de los concenados , y tendrán un tratamiento distinto por su calidad de personas
no condenadas. Esta dlspo 'b;ón también ha sido violada por el Estado paraguayo en el

I
Instituto " Panehito Lépez", ande la mayoría de las víctimas que eran procesadas y los
condenados no tenían separ ción alguna y recibían el mismo tratamiento. las autoridades
paraguayas efectuaron sap taciones ocasionalmente. con posterioridad a los incendios,
e.g. en febrero del 2000, al I nviar a los internos de menor edad al Centro Itauguá, o a los
nuevos procesados al mism r No obstante, la separación entre condenados y procesados
nunca se dio de manera sist ·mática ni permanente, en particular dado que la gran mayoria
de internos se encontraba ~h condena . Como se señaló oportunamente, más del 90 por
ciento de las víctimas care lía de condena y al estar detenidos indistintamente con los
condenados se violó esta [dlspcslclén. Tampoco el Estado implementó tratamientos
diferenciaclos entre niños adolescentes inocentes en prisión preventiva y niños y
adolescentes condenados. I

90. El párrafo qUi ~O del articulo 5 establece que 'cuando los menores puedan
ser procesados, deben br separados de los adultos y llevados ante tribunales
especializados, con la may ~ celeridad posible, para su tratamiento" . En este punto, el
Estado paraguayo también i Currió en violación de los derechos de las victimas; no sólo por
la reclusión de niños y adole bentes procesados junto con adultos, tal como se ha señalado
precedentemente, sino por +0dar la celeridad debida a su proceso. tal como exige el
articulo 5 (51. Más allá del .xcesivo tiempo que permanecen en prisión preventiva, otros
plazos legales fueron incu 'plidos en perjuic io de las víctimas. Así, algunos de éstos,
permanecían más de las horas de ley sin prestar declaración indagatoria ante un
Juez, ''''' en ocasiones lIe ·'ando hasta dos meses sin ser llevados ante tribunal
competente.':"

radicción con el artículo 5 (5), las víctimas han sido recluidas
do esta práctica tanto como castigo y como solución semi

teneiario de las víctimas desde el primer incendio del Instituto

92. Esta práctica e recluir tempora l o permanentemente a las víctimas en
prisiones de adultos no so mente constituye una violación de la Convención y de la
doctrina de la Comisión l 50 , bino que igualmente atenta contra la Convención sobre los
DerechOS del Niño de las I clonas Unidas, ratificada por Paraguay el 2D de octubre de
1990, la cual estipula, en s artículo 37, Inciso e, que • ... en particular, todo niño privado
de libertad estará separad de los adultos, a menos que ello se considere contrario al
interés superior del nino.. ... El Estado no ha proveído ninguna prueba que demuestre que

,.. Con$dtuci6n PoUticlI de P sguav Artlculo 12 15).

,. "véase anexo 11 escrito d los peticionarios de techa 14 de agosto de 1996 . Oich.a información nQ fue objet~d~

por el Estado.

160 Caso Menores Detenidos HandúrllS, citede en nota 104.
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es en el interés superior de los niños permanecer recluidos con adultos en Paraguay. Tanto
la Comisión como la Corte han establecido que esta Convención es una pauta de
interpretación de los derechos establecidos en la Convención Americana.'"

:I
93. Igualmente, la ct0misión encuentra que el envío de algunas de las víctimas a

la penitenciarfa de Emboscada sea como forma de castigo o como solución temporal o
I

permanente al problema penttenclarto, constituye un acto que pone en serio peligro la
integridad frsica y psfquica de~as víctlrnas, tal como ocurrió con los internos Richard Daniel
Martínez y Héctor Ramón Vazquez.,52 Con relación a la construcción de pabellones de
menores en la obra del Penai Regional de adultos de Emboscada,''' en sus últimas etapas
de habilitación, la Comisión reitera que la reclusión de niños y adolescentes en centros de
adultos no debe ser utilizada como medida temporal ni definitiva de ubicación y
tratamiento de los niños y adbtescentes en conflicto con la ley. El Estado no ha proveído,
en este supuesto ni en el /:te otras prisiones de adultos, los medios necesarios para
asegurar que niños y adultos permanezcan completamente separados. De hecho, la

· Iinformación que obra en el acervo probatorio demuestra que niños y aootescenres
comparten celdas, comedore~ y espacios de recreación, entre otras áreas, con los reclusos
adultos.

94. Con relación a '[es paces víctimas condenadas, el inciso sexto del articulo 5
de la Convención, establece ~ue la finalidad de la pena debe ser la reforma y rehabilitación
social de los condenados. La Cornlslén entiende que dicha disposición en el caso de niños y
adolescentes debe ser interprktada de acuerdo con las disposiciones del artículo 19 de la
Convención y las normas re~pec1ivas de la Convención sobre los Derechos del Niño de
Naciones Unidas en lo que s~ refiere a la excepcionalidad de la privación de la libertad de
niños y adolescentes. En cualquier supuesto, la Comisión encuentra que el Instituto
"Parichito l.ópez", con su Si perpobtación, con condiciones de extremo e inaceptable
hacinamiento, como concluyó la Comisión en su Tercer Informe sobre Paraguay y lo ratifica
en esta demanda y lo proba á oportunamente, eran incompatibles con el respeto a los
derechos del niño que deo/a guiar las acciones del Estado y hacían imposible el
cumplimiento de los objetivos establecidos en el artfculo 5 (6) de la Convención. En este
punto, uno de los peritos éxpresó en la causa judicial correspondiente, que "querer
reeducar a menores de coriducta antisocial en las circunstancias que actualmente se
encuentra el reformatorlo,h Inútil, ineficaz, y todavía peor, contraprccucente"!".
Adicionalmente, es lmportent é destacar Que la Comisión considera que, "en el caso de los
niños, este objetivo es absolutamente imposib le de alcanzar en establecimientos penales
donde los menores deben co:~ViVir con delincuentes aourtos"! ". como ha sido el caso en
los distintos traslados de los ¡/nemos a estas penitenciarías.

n I Véase Corte IOH Caso Vil1cq,"áo Morales (Caso de Niño:¡ de la Callel Sefltenelt.l de 19 de n oviembre de 1999
Serie C No. 63 Párr. , 54. ~ 1

no, V'as8 supra párrafo 55 y 7~ .,
1" VeJase anexo 4 COpia" del Incerne del Estado de fecha 26 do abril de 2002.

1M V611Se anexo 20 Scntenci~ ' ~1 de julio de lSSS.
•

15C Cat.O Monoros Ootenidos d~ Hondurc~, p6rr.l 26, c itado en nota 104.

••
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I
95. Por ello, la Comisión concluye que el Estado paraguayo ha violado en

perjuicio de las víctimas ya rnencionedos, el artículo 4 y el ertfculo Ó en sus incisos 10, 2°,
4°, 5° y 6° de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma.

,
,
I

B. Derecho a la JiI~ertad personal (artículo 7)
,,,,

96. El Estado paraguayo es responsable de I¡¡ violación del derecho a la libertad
personal consagrado en el artículo 7 de la Convención Americana en perjuicio de las
v!ctimas detenidas en el :Instituto "Pancruto López", así como de aquellos que
posteriormente fueron derivados a penitenciarras para adultos.

I,

97. El artículo 7 delta Convencl6n establece en su primer inciso que toda persona
tiene derecho a la libertad y la seguridad personales, y en su inciso quinto, que " Toda,
persona detenida o retenida ~ebe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario
autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro
de un plazo razonable o a ser puesta en libartad, sin perjuicio de que continúe el
proceso... ", I

I
98. Este derecho ha sido claramente violado en el caso de las víctimas internos

en el Instituto "Panchito López". Su derecho a la seguridad personal se vio afectado no
sólo por los incendios ocurridos, sino por las condiciones de detención en que se
encontraban, hacinamiento,! insalubridad, falta de ventilación, recreación y alimentación
adecuada. La insuficiencia y'falta de capacitación del personal no daban ninguna garantía
de seguridad a las víctimas, ya que éstos no intervenían en lOS conflictos entre internos, y
no tenían control sobre las frecuerrtes situaciones de amotinamiento que se daban en el
Instituto. De ah! que el propib estado paraguayo reconociera la insuficiencia de guardias en
el Panchito López, considerando Que una proporción ideal para cualquier centro de
reclusión es de 1 guardia "pr cada 6 internos, de acuerdo a criterios del Ministerio de
Justicia y Trabajo, siendo la broporcíén en el Instituto de 1 guardia cada 20 internos.

99. En el presente caso, el derecho a la libertad personal de las víctimas se vio
afectado por el generalizadolestado de detención preventiva en que se encontraban, como
lo muestran los informes ,Idel Estado sobre la cantidad de internos procesados y
condenados. Los primeros s~peran casi en un 95% a los segundos. l •• La mayoría de las
víctimas pasaron años en prisión preventiva, y rara vez se les concede libertad
condicionada al retrasarse et proceso. El informe de febrero del 2000, elaborado por el
Departamento de Garantías] Procesales al Fiscal General del Estado, conocido por la
Comisión lnterarnerlcana, indica que la mayor parte de los casos de niños y adolescentes
internados en el Instituto "P 'nchito López" muestran un "mal manejo judicial"'"
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100. Como ejemplo paradigmático y trágico del mal manejo judicial, destacan los
casos de Antonio Damián Escobar Morinigo. fallecido como consecuencia del incendio el
11 de febrero del 2000. qUiep había solicitado libertad condicional días antes de fa tragedia
y obtenido la misma antes de fallecer por las quemaduras. no Asimismo destaca el caso de
Mario Alvarez Pérez. Que solibtó libertad condicional el 3 de febrero del mismo año y cuyo
buen comportamiento fue cd,mprobado por el director del penal el 14 de febrero. esto es,
los estudios producidos indicaron que dicho joven quedaría en libertad, pero Que la demora
en el cumplimiento de los t fámites causó que todavía estuviese interno en la fecha del
incendio. cuando perdió la l vida. ' 8s Alcides Román Barrios. quien también falleció a
consecuencia del incendio. había solicitado la libertad v estaba pendiente de resolución.
Aunque el Estado hizo esfu rzos en la trarnitacién de las libertades de algunos niños V
adolescentes, la proporción general de procesados siguió invariable,'BO constituyendo una
violación generalizada de los derechos de los menores internos en el Instituto "Panchito
Lépez." A pesar de que en JI ámbito interno se reglamentaron Juzgados de Liquidación de
Menores.,., éstos no han pr4ducidO mayor efecto en la evacuación de los procesos de las
víctimas ni en el uso generalizado de la prisión preventiva.

101 . La exigencia ¡e impone la Convención es que únicamente se recurra a la
prisión preventiva para gara, tizar el proceso, esto es. que el único fin de la misma es
garantizar las actuaciones : ocesales, como la preservación de evidencia o asegurar la
presencia del ecusado en t das las actuaciones, siempre que los mismos objetivos no
puedan alcanzarse por cua~uier otro medio menos restrictivo. Siendo la garantía del
proceso la única finalidad d~ la prisión preventiva, cualquier otro Objetivo que se persigue
con la privación de la libertad, como la prevención de nuevos delitos. es característico de
la imposición de la pena y por ello su utilización sin que exista una condena resulta
contraria a la Convención A . ertcana, en partícutar a los artículos 7 y 8.

I
102. Tratándose de niños V adolescentes la exigencia es aún mavor, va que se le

imponen al Estado obligaciones adicionales, Así, la Convención sobre los Derechos del Niño
señala en su artículo 37 bl .ue la prisión de un niño se utilizará tan solo como medida de
último recurso y durante el periodo más breve que proceda. De esta forma, el Estado
paraguayo ha violado en erjuicio de las víctimas 105 principios de excepcionalidad,
determinación temporal, bre edad V ultima ratio que rigen la aplicación de la privación de
libertad. tanto sea como me· ida cautelar cuanto como sanción. para las personas menores

•

de dieciocho años de edad. I

103. La Honorable "arte ha manifestado en este mismo sentido Que el Estado está
obligaClo a no restringir la .ibertad del detenido Nmás allá de los límites estrictamente

158 Vé ¡;u;¡., Al"lexo 30 copia f informe sobre el incendro del 11 de febrero de 2000 elabortdo por la OirecciOn
Gancre.1do Dereoho& ~umanOs del Mini terio de Ju'Ctiei& y Trabajo pp 4 V 8 .

1... Véase anexo 24, p.100.

11\1I1 V6as/iI An/ilXO 55 Informe e la Coordinadora de Derecho. Humanos del Paraguay (COOEHUPY). DerechO$.
Humanos en PiJl"lJgully,1998pM~ Obsor.vgf la p,oporcion entre proceGldos 'Y eendenedos en 1996 .

nl1 Véaso anexe 48 Corte Su rema de JUStieiil de Paraguay, Acordada No. 214. 18 de mayo &:ti 2001.
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necesarios para asegurar Que no se impedirá el desarrollo eficiente de las investig¡¡cionas y
que no eludirá la acción de I justicia pues la prisión preventiva es una medida cautelar, no
punitiva". ' " Esto requiere de mayor atención cuando se trata de niños y adolescentes,
cuya privación de libertad únicamente debe ser utilizada como último recurso. La Comisión
ya ha le recomendado a Paraguay que cumpliese con la previsión de la Convención sobre
los Derechos del Niño de las aciones Unidas respecto de la prisión como medida de última
ratio y "sa disponga la inme lata creación de nuevos centros de detención adecuados a las
obligaciones int ernac ionales sumidas por el Estado" .'S3 En el mismo orden de ideas, la
Convención sobre los Darec s del Niño, artículo 37 inciso b, establece Que "la detención,
el encarcelamiento o la prisi6 de un nino se llevará a cabo de conformidad con la ley y se
utilizará tan solo como me ida de último recurso y durante el período más breve que
proceda".

104. El Estado ha v i lado asimismo el artículo 7 (6) al no garantizar la efectividad
del recurso de hábeas corpu intentado en favor de las víctimas. En efecto, a pesar de que
el Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de Noveno Turno, en sentencia de 31
de julio de 1996 hizo luga al recurso de hábeas corpus interpuesto por la Fundación
Tekojojá en favor de las víct mas, ordenando al Estado tomar las medidas necesarias para
los niños y adolescentes fu ran alojados en locales adecuados, el mismo no produjo los
resultados judiciales espera os. El Estado paraguayo no tomó ninguna de las medidas
ordenadas judicialmente. La onorable Corte ha establecido reiteradamente que el recurso
de hábeas corpus es esenci I en una sociedad democrática y que no puede considerarse
efectivo si las autoridades e mpetentes no cumplen con los mandatos judiciales. Por ende.
la Comisión sostiene Que el ado violó el artículo 7(6) al transformar en ilusorio el recurso
de hábeas corpus interpuest en favor de ras vrcnrnas.

idJ 044
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105. Por ello, la Ca
de las víctimas del "Panchlt
penitenciarías para adultos
5 o y 6°, en relación con el a

c.

ísi én sostiene que el Estado paraguayo ha violado en perjuicio
L ópez" y de aquellos que fueron postertormente derivados a
artículo 7 de la Convención Americana en sus párrafos 1 o,
ículo 1.1 de la misma.
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106. El Estado par guayo violó el artículo 19 de la Convención Americana en
perjuicio de las víctimas int mas en el Panchito López" así como de aquellas que fueron
posteriormente derivadas a p nitenciarías para adultos.

107. El sistema de rivación de iibertad utilizado en el Instituto " Panchit o Lépez"
en perjuicio de las víctima era contrario ¡¡I artículo 19 de la Convención,' "" que leído
conjuntamente con las reg as específicas para la protección de la Infancia como la

t .~ Corte I.O.H., C~$4 SuAf8Z OSS T'O. Santaneia de 12 de noviembre de 1997. Serie e No. 35, párr. 77

1113 Véase anexo 24 Tercer In1 rrntl de Paraguay p.101 .

111<4· Vée"M Anexo 51 Observac onee finale, del Comité de nerechea del Nif\o: ParaglJey . oe/1 1/2001
CAC/C/ '5/Add.166.
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Convención sobre los Dere has del Niño, define estándares específicos para los niños,
como es la excepcionalidad de la privación de libertad. El artículo 19 exige, además de las
protecciones específicas, u~ cuidado especial en la protección de los demás derechos
cuando se trata de niños. En leste caso, se privó indiscriminadamente a las víctimas, niños
y adolescentes. de su libertJd. se les alojó en condiciones inhumanas. se demoraron sus
procesos haciendo Que la grbn mayoría estuviera guardando prisión preventiva. se dieron
las condiciones para Que ocultieran tres incendios en ros Que 10 ninos perdieron la vida por
no haber medidas de seguridad adecuadas. fueron trasladadas a cárceles para adultos. lo
Que se traduce en una viplación continuada de sus derechos y no se les reparó
adecuadamente. ya que el Estado no ha tomado las medidas necesarias para solucionar el
problema.

108. El artículo 19 de la Convención Americana esnoure Que "todo niño tiene
derechos a las medidas de protección que su condición de menor requiere por parte de su
familia. de la sociedad y del Estado" . la Comisión ha resaltado reiteradamente la
"prot ecc ión especial" que otbrga este arrrcuío?". La Comisión y la Corte han entendido Que,
para desentrañar el alcance de las obligaciones emanadas del presente artículo 19 se debe
utilizar. entre otros. la Convehción sobre los Derechos del Niño.'" Asimismo. en el caso de
ninos y adolescentes en Ca ~Iicto con la ley, la Constitución Nacional de la República de
Paraguay, en su artículo 54 establece que "los derechos del niño. en caso de conflicto,
tienen carácter prevaleciente'.

109. La Convención sobre los Derechos del Niño, en su artículo 40, al referirse a
los niños que han sido condrnados o acusados de algún delito dispone Que "los Estados
partes reconocen el derecho lde todo niño Que se alegue ha infringido las leyes penales... a
ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, Que
fortalezca el respeto del niñ9 por los derechos humanos y las libertades fundamentales de
terceros .. . " . la Comisión estima que el articulo 19 leído en conjunto con el artículo 40 de
la Convención sobre los Deréchos del Niño no ha sido respetado por el Estado paraguayo
en el caso de los niños y adÓlescentes del Instituto "Panchito López", ya que no se les ha
dado un trato acorde con su dignidad de personas. La Comisión considera que las
condiciones de hacinamientor insalubridad . mala alimentación, falta de personal capacitado.
insuficientes programas de educación. mantenimiento de niños y adolescentes en prisión
preventiva por plazos mayores que los razonables constituyen un cuadro en el que el
Estado paraguayo no sOlat':'ente incumplió con su obligeción convencional de dar
protección especial a las víc irnas, sino que también el Estado incrementó la situación de
vulnerabil idad de los niños y adolescentes detenidos en el Instituto en directa vrotactcn del
mandato convencional.

.
1" Ver Menores Oatenidos de Hondur.!lS. citado en neta 104. p árr, 100: Informe 1/91, e~:JO 9999, MamJeI Antonio

Alfara Cardona. B Salvador, 13 de febr:era da 1991. eondder&f'\do noveno; Informe 49/90. caso 9918 . Leedv Gir6n Ruano,
auatemala, parto ro$Olutiva numoral ter ero; Informe 56/90, CD30 9936, Gu~emata. p:arte resolutiva numeral 7 .

11M V6ase Cor'tl) ¡OH enD Vil agr6n Morales (Cl¡I :JO de Niño& da la Calle) Sent4Hl~iit d. , 9 d. nowembre de 1999
Sorio e No. 63 P6rr. 194.
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110. La protección especial exigida por el artículo 19 incluye, entre otros, el
derecho a la salud. Así, se desprende del artículo 24 de la Convención sobre los Derechos
del Niño, que establece el derecho a la salud de 105 nlños y adolescentes. Dicho derecho
tampoco fue garantizado por el Estado, ya que no proveyó asistencia médica regular a los
internos. contando con insuficiente personal médico para atenderles, como constató la
Comisión, en su visita in loco de 1999, ni proveyó atención médica adecuada a aquellas
víctimas aquejadas de enfermedades psiquiátricas y adicciones. los cuales deberían haber
sido remitidos a los centros de salud correspondientes'''.

111. Las víctimas del "Panchito López" estaban siendo privadas de su derecho al
esparcimiento. estipulado por la Convención sobre los Derechos el Niño en su artículo 31,
párrafo 1, manteniéndoseles encerrados la mayor parte del día, permitióndoseles salidas de
alrededor de dos horas diarias. Esto. debido a la falta de un campo de recreación adecuado
en el Instituto, a la gran cantidad de internos en el Instituto. que no podían ser organizados
para actividades deportivas más que en turnos. y en limitado número de veces por semana.
S Estado logró que se prestaran los predios de un local de la policía nacional para
recreación de los niños. ' actividad Que fue descontinuada posteriormente, y las
instalaciones físicas del local siguieron siendo un impedimento para que los menores
pudiesen salir de sus respectivos pabellones. La Comisión. como ya se señaló considera
Que el encierro en celdas pequeñas con grave hacinamiento, por 22 horas diarias,
constituye una violación alas incisos 1, 2 Y 6 del artículo 5 y del artículo 19 de la
Convención Americana. Esto reviste mayor gravedad en el caso de niños y adolescentes.
pues estos necesitan mayor actividad física y espacio en donde encauzar sus energías. No
proporcionarles este espació necesario lleva a consecuencias como las de los incendios
provocados por los internos, muestra de su frustración y agresividad contenida. lo mismo
Que la falta de contacto familiar y con la comunidad.

112.. Para comprender la dimensión de los derechos de la niñez, la Comisión
considera importante referirse a las disposiciones del Protocolo Adicional a la Convención
Americana sobre Derechos ' Humanos en Materia de Derechos Económicos. Sociales y
Culturales. denominado también "Protocolo de San Salvador".'·· el cual establece los
derechos de la niñez en su artículo 16: " Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho
a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia,
de la sociedad y del Estado .. .Todo niño t iene derecho a la educación gratuita Y obligatoria.
al menos en su fase elemental, y a continuar su formación en niveles más elevados del
sistema educativo". Dicho derecho a la educación tampoco fue garantizado por el Estado.
pues, a pesar de que el Estado dio algunos cursos de capacitación técnica y talleres de
alfabetización, las víctimas no tuvieron un programa de educación formal continuo. Las
condiciones físicas del local tampoco coadyuvaban a que se impartieran clases. pues el
instituto contaba únicamente con un aula de reducido tamaño. Que no podía albergar a la
población de Internos diariamente. por lo que se programaron turnos para recibir las

- --------.
18 7 Véase supra párrsfos 45, 47 y 86. V6ase esírraeme Anexo 24 .

100 Paraguay ratific6 el ProtoC:Olo de San Salvador el 3 do junio de 1997. Oicho Prctccclc ontr6 en vigoncic el 16 de
noviembte d$ 1999.
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capacitaciones ofrecidas y no fue posible impartir un programa de educaci6n eficaz, como,
proyecta el Protocolo de San Salvador y lo requieren los artículos 19 y 5.6 de la
Convención Americana. i,,,

113. Todas estas violaciones a la protección especial de los niños y adolescentes
•

internos en el Instituto "Panchltc López', derivan de las deplorables condiciones en que se
encontraban y se ven agrdvadlls por el aplazerniento del cierre del local por parte del
Estado. Todas las acciones hornadas por el Estado con relación a la implementación de
ciertos programas educativos y de espacios de recreación de los menores, se dieron de
manera limitada con posterioridad a los incendios, en respuesta a las reiteradas solicitudes,
de la Comisión para que se diera remedio inmediato a la situación de los internos. Su
carácter fue efímero, y no présentaron soluciones reales a los problemas de las víctimas del,
Instituto. i

•
I

114. Por ello, la Cori'¡sión considera que el E::st:¡¡do paraguayo ha violado el artleulo
19 de la Convención Amsrlcana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de
las vfctlrnas privadas de su libertad en el Instituto "Panchito t.épez".

I
D. Garantías judiciales y protección judicial (artículo 8 y artículo 251

,

I
115. El artfculo 8 de la Convención, en Su primer párrafo, establece que toda

persona tiene derecho a ser bída dentro de un plazo razonable por el juez competente; en
su párrafo segundo, entre ot~as garantfas mínimas, estipula que toda persona tiene derecho
a la presunción de su inocericia mientras no sea probada su culpabilidad, que el inculpado
tiene derecho a que se le proporcionen los medios para su defensa (inciso el Y el derecho a
la asistencia de un defensor público (inciso el .

116. Estas garantíak han sido vi~ladas en perjuicio de las vrctírnas del Instituto
"Panchito t.épaz", ya que Sl'! constató previamente que éstas no han sido oídas en juicio
dentro de plazo razonable, bues permanecen por largos periodos de tiempo en prisión
preventiva. La extensión de lk prisión preventiva, debido a la falta de dictado de sentencias
definitivas que establezcan certldumbre sobre su situación jurídica, constituye una violación
del derecho a ser oido dentro de un plazo razonable como lo establece el artrcuio 8 (1) de
I:¡¡ Convención. El Estado nol ha aportado ninguna prueba para demostrar que la excesiva
duración de los procesos jud~iales 'se encontraba justificada. Adicionalmente, cada vez Que
las víctimas fueron trasladadas a centros penales de adultos se les alejó no sólo de sus
familiares o visitantes, sino Ide sus abogados, dejándolas sin posibilidad de una defensa,
judicial efectiva.

117. La Comisión subraya la necesidad de que en todos los procesos contra niños
se observen las garantías ¿rocesales que establece la Convención. Para determinar el
atcance de las garantías procesales en caso de los niños, estas deben leerse en
consonancia con el artfculo r9 de la Convención y con las normas intemaclonetes que se
refieren a la justicia de menores, como son la Convención sobre los Derechos del Niño, las
Reglas Mínimas de las Naci Ines Unidas para Administración de Justicia de Menores y las
Reglas Mínimas de las Nac ones Unidas para I:¡¡ Protección de los Menores Privados de

141047
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Libertad. La Comisión sostíene y oportunamente probará que el régimen legal que permitió
la privacíón de la libertad de las víctimas del presente caso era contrario a dichas reglas del
debido proceso. El nuevo CÓdigo de la Niñez y la Adolescencia recientemente entrado en
vigencia a la per de ser un r~conocimiento de estas falencias no ha logrado aún reparar las
vlotacíones de las que fueroh víctimas los niños y adolescentes detenidos en el Panchito
López.

118. Precedenteme'1te, la Comisión estableció igualmente, Que durante el tiempo
de existencia del Instituto, no hubo separación entre procesados y condenados. Ello implica
Que se les dio un trato igual i a ambos grupos, se trató a los procesados como si hubieran
sido efectivamente condenaoos. lo Que implica una violación al principio de presunción de
inocencia enunciado en el pá~rafo segundo del artículo 8.

I
119. Por otro lado, la asistencia jurídica Que el Estado proporcionó a las víctimas,

en caso de haber alguna, fub ineficaz, pues las estadísticas proporcionadas por el Estado
indican Que la situación db los niños no presentó mayores cambios. En efecto, la
proporción entre el núméro de mayoritariamente procesados y minoritariarnente
condenados se mantuvo eSfable desde la presentación de la petición ante la Comisión
hasta la elaboración de la presente demanda.'" La gran mayorfa de ellos se encontraban en
estado de indefensión, y no tontaban con asistencia jurídica gratuita Que les permitiera dar,
seguimiento a sus procesos judiciales, lo que dio como resultado que la casi totalidad de la
población de internos se ehcontrara en estado de prisión preventiva. El propio Estado
reconoci6 esta situación en lbs informes presentados a la Comisión."o

120. Una de las causas de esta situaci ón, señatada por la Comisión en su Tercer
Informe, era Que la anterior I.egislación penal paraguaya sometfa a todos 105 niños a partir
de 105 14 años a la jurisdicción penal común.' 71 La Comisión había censurado esta,
disposición legal. El nuevo ~ódigo de la Niñez y la Adolescencia fija la edad mínima para
determinar responsabílídad ~enal en los 18 anos de edad,''' lo cual ha sido un avance
importante en la protección¡ de los derechos de los menores en conflicto con la ley del
Paraguay. No obstanta, dicho Código entró en vigencia parcialmente recién en noviembre
de 2001 yen su totalidad hésta abril de 2002173 por lo Que las víctimas del presente caso,
no se vieron beneficiados po' éste.

121. Por otra parte los procesos no han sido tratados con la debida diligencia, lo
Que queda de manifiesto a e el retardo injustificado del que han sido objeto, ya Que la
mayoría de los procesos se han carnorado por mas de dos años sin que exista sentencia
que absuelva o condene a los niños y adolescentes imputados,'?" lo que v íota en su

,..18 véeee, $uprOfl párr . Ver también Copia3 del Informe de[ Estado de fecha 28 de abril de 2002,

170 Véaso Anexo, 1A Y 1 B.

171 veese anexo 24_

172 Articulo 2. Có<ioo de la N ñez y la AdoJetfCen.c:121.

lT.i1 v.... ;anexO 4 ccple dllll i forme del Estado da 'fecha 26 de ~bril de 2002.

17.. Véaso enexce 1 A Y 1 B nI as do nifiou y 3d~I.SC:.l"It.. creeesedos.
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perlulcio el ertrcuto a. 1 de la Convención Americana. La Honorable Corte ha señalado que
el principio de plazo razonable al que hacen referencia los artículos 7.5 Y B.1 de la
Convención "tiene como finalidad impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo
acusación y asegurar que ésta se decida prontamente",75. situación que no se presentó en
este caso.

122. El artículo 25.1 de la Convención. señala que "toda persona tiene derecho a
un recurso sencillo y r~pido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales
competentes... ''. La Honorable Corte se remite a éste artículo al expresar: "Esos principios
no se refieren sólo a la existencia formal de tales recursos, sino también a que éstos sean
adecuados y efectivos..;" . ' 7.

123. La Comisión entiende que ·el Estado paraguayo no ha cumplido con su
obligación de proporcionar a las víctimas un recurso rápido y efectivo ante los jueces o
tribunales competentes en caso de que su. integridad física. psíquica y moral. su libertad o
su seguridad peligren dentro de un centro de detención para menores. Aún cuando el
recurso de hábeas corpus oportunamente interpuesto fue acogido favorablemente. éste fue
paralizado durante dos años. retomado y luego dilatado por más de un año hasta emitir
sentencia. sin obtener el resultado "breve y sumario" que debe caracterizarlo. de acuerdo a
su Constitución Nacional. '77

124. Se suma a lo anterior el hecho de que aún resultando favorable. éste no
representó ninguna mejora en la situación de las víctimas detenidos. En este sentido. la
Honorable Corte haestablecido que "el recurso debe ser. además, eficaz. es decir. capaz
de producir el resultado para el que ha sido concebldo"."?" En el caso de Paraguay. dicho
recurso fue ineficaz. pues las autoridades 'estatales no dieron cumplimiento a la sentencia
dando lugar al hábea$ corpus, sin que se' llevara a cabo el traslado de las víctimas a un
centro adecuado ni se diera seguimiento ante los Juzgados de dichas medidas. como fue
ordenado judicialmente. 179 Tampoco fueron eficaces los recursos iniciados para determinar
las responsabilidades correspondientes de las autoridades respectivas por las violaciones a
derechos humanos que se demuestran en la presente demanda.

125. A lo anterior debe agregarse que tampoco han existido resultados concretos
en las investigaciones relativas a la causa de los incendios, las muertes y heridas
producidas como consecuencia de ellos y que las víctimas procesadas no cuentan con
representación legal adecuada. lo que contraría lo establecido por el artículo 37 (d) de la
Convención sobre los Derechos del Niño de la ONU. Todo lo anterior. en el marco de un
sistema anacrónico 'que lrnpedra la supervisión efectiva de la sentencia judicial y la revisión

17& Corte LO.H.. Caso Su6rt!z Rasera, Sentenoia de 12 ce noviembre d, 1S97, Serie e No. 35, párr. 70.

170 Caso VlJlázqU82 Rodrlguez.. op. cit. párr.6J. .

' 7'1 El I-Iáboas corpus fue presentado en noviemb"e de 19 9J Vt!iase anexo 52. y no rus rtt.,ulto sino heste 01 31 de
ju lio de 1998. V'ase 8t10XQ 20.

1'" Caso Vel~zqlIez RQdrrguu¡¡: , op. cit, párr.66.

11t véese Anexo 20 Sentencia de Hébeas Corpus del J uez dé primera l"sancta de focha 31 de juliQ de 1998.
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continua de las sanciones impuestas, elementos indispensables en la administración de
justicia de niños y adolescentes.

126. Por ello, la Comisión concluye que el Estado paraguayo ha violado el artículo
8 en su párrafo segundo, incisos e y e, y el artículo 25 párrafos primero y segundo, inciso
a, de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de
las víctimas internas en el ·Panchito Lópaz".

VII. REPARACIONES Y COSTAS

127. En esta sección de la demanda la Comisión presenta a la Honorable Corte
sus pretensiones en lo referente a las reparaciones y costas Que el Ilustre Estado paraguayo
debe efectuar como consecuencia de su responsabilidad por las vlolecrones a 105 derechos
humanos cometidas en perjuicio de las víctimas internos en el Instituto "Pancnlto López
entre el 14 de agosto de 1996 y el 25 de julio de 2001, así como de aquellos Que fueron
posteriormente derivados a penitenciarías para adultos y en su caso sus familiares ,
personas a quienes se refiere la presente demanda. Al respecto, la Comisión considera que
el mantenimiento de un sistema de dsrencíón contrario a todas los estándares
internacionales respecto a la privación de la libertad de niños y adolescentes debe ser
objeto de medidas de reparacién integrales que adecuadamente comprendan todas las
situaciones infringidas en el presente caso. Sin' perjuicio de lo establecido en los artículos
23 y concordantes del Reglamento de la Honorable Corte, la Comisión ha tomado en
cuenta, el especificar sus pretensiones en materia de reparaciones, los argumentos que al
respecto le han planteado los peticionarios.

A. Obligación de restablecer el derecho conculcado y de reparar

128. De conformidad con 105 principios generales de derecho intemeclonet, linte la
violación de las normas internacionales por parte de un Estado, éste es internacionalmente
responsable y en consecuencia tiene el deber de reparar. En este sentido la Honorable
Corte ha señalado que una de las principales normas consuetudinarias del actual derecho
internacional es aquella conforme a la cual, "al producirse un hecho ilícito imputable a un
Estado, surge responsabilidad internacional de éste por la violación de una norma
internacional, con el consecuente deber de reparación" .'6O

,

129. La Honorable Corte ha explicado ':en relaci6n al concepto de reparación. Que
,

La reparación es el térmÚlo genérico que comprende las diferentes formas cómo un Estado
puede hacer frente a I~ responsabilidad jnterho:tcional en que ha incurrido. Los modos
espac(ficos de .reparar varran segtln la lesión producida: podra consistir en la restttutto in
inte(}l'Um de los derecho$ 'afectados, en un tratamiento médico para recuperar la salud f(sica
de la persona testcneca, en la obligación del Estado de anular ciertas medidas administrativas,
en la devolución de la honra o la dignidad Que fueron ilegrtímameme qurtacas. en el pago de

--- i
1110 COl'te I.O.H, Caso Cutillo Péez - Reparaciones, Sentencia de 27 de noviembre de 1990 , párr , 60,

,
,
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una indemnízact6n, etC. En lo Que se refiere 8 violaciones al derecho a la vida. como en este
caso, la reparación, dada la naturaleza del bien afectado, adquiere sobre todo la forma de una
indemnización pecuniaria. segiln la práctica jurisprudencial de esta Corte l .. . l. La reparación
puede tener también el carácter de medid~ tendientes a evitar la repetición da los hechos
lesivos. 1111 •

l

-

130. La Honorable Corte ha señatado asimismo que la indernnizacíén "tiene
carácter compensatorio y, por lo tanto, debe ser otorqada en la extensión y en la medida
suficientes para resarcir los daños materiales y morales sufrldos".,a2 La Honorable Corte ha,. ,
indicado también que la reparación consiste en

•
••

,
•

-,

-

Las medidas Que tienden a,:hacer desaparecer los etectos de la violación cometida. Su calidad
V su monto dependen del ;da~o ocasionado tanto en el plano material como en el moral. La
reparación no puede implicar ni un enriqueelmiento ni un empobreclrnlentc para la vjctlrna o
sus sucescres.!"

•
"131. No obstante Que tal y como 'ha expresado la Corte Internacional de Justicia,

la reparación es un complemento indispensable del incumplimiento de una Convención, y
no es necesario que se exprese en la propia Convención, '84 la Convención Americana
contempla lo relativo a las reparaciones, .t ant o en su artículo 1(1) como en su artrcuto
63(1 l. En el artículo 1(1 l, en tanto que, ' como mencionado supra, la obligación de los
Estados que allí se contempla de garantizar a todas las personas bajo su jurisdicción el libre
y pleno ejercicio de los derechos y libertadas reconocidos en dicha Convención implica para
ellos la obligación de "prevenir. investig~r y sancionar toda violación de los derechos
reconocidos por la Convención Y.....E!QcLÍrar, además, el restablecimiento del derecho
conculcado y, en su caso, la reparación de los danos producidos por la violación de los
derechos humanos".'" Por sil parte, el artículo 63(1) de dicha Convención contempla que:

-

'., ,

Cuando decida Que hubo ~i,olaclón de un csrecno o libertad protegidos en esta Convención, la
Corte dispondrá Que se:1garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad
conculcados. Dispondrá aiSimisrno. si eílo fiJera: procedente, Que se rece-en las consecuencias
de 'a medida o situación q~e ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una
justa lndemnlaeelén a la p#rte lesionada, ;

••

,
•

••,ezRodrrguez, op. on. , párr. 186. j Subray~do agregado).

1I :
,1 '.,
"l'
i~

les Corte I.D.H., Caso V.lj

101 Corte I.O.H., Caso Garrida:\ Baioorñe - RE)paracion~s. aenrencie da 27 de agQ8tO de 1998, párr . 41 .
i i •

1'~ Corte I.O,H., Caso GarridQ'ly 8algorri8. op. e/t., pérr. 47.
JI ¡

;8:S Corte 1. 0 .H, Caso CB8tillo jf.áez - ReparacioM1s, op. clr, pan. 5~ .

1•• Ver por ejemplo, caso ~ tDry er Cho"dw,: Jurisdic'tion, Judom9nt No. 8, 192 7, S.n"es A, No. 9 , pág. 21 .
fTr8dtJcci6n libre al oasteUsno). i

l· •
132. Conforme al ~erecho internacional, la obligación del Estado de reparar las

'. I
violaciones a los derechos ;humanos cometidas por sus agentes corresponde al Estado
como tal, y no a sus agenteS, independientemente de lo que puede disponer al respecto el
derecho interno. ;:

"n
.! .

"1,.'•u-_____________ l ~
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, 33. El Estado paraguayo tiene la obligación de restablecer los derechos
conculcados y reparar a las victimas Que se señalan en la presente demanda. Dicha
reparación deberá incluir tanto indemnizaciones pecuniarias como reparaciones no
monetarias, las cuales deberán ser diferenciadas de acuerdo con el daño sufrido y los
derechos violadas. En tal virtud, la sola reubicación de las víctimas, la mayoría de ellos en
centros para adultos, la creación del CEI de Itaguá y la entrada en vigencia de un nuevo
Código de la Niñez y la Adolescencia, no liberan al Estado paraguayo de su obl igación de
restablecer el goce de los derechos conculcados y reparar integralmente a las víctimas y a
sus familiares por las violaciones ocurridas e imputables al Estado debido él la creación y
mantenimiento de un sistema de privación de libertad de adolescentes contrario a los más
elementales estándares internacionales en la materia.

, 34. Toda vez que las vrcnmas estaban y algunos todavía continúan bajo la
custodia de una institución del Estado, las autoridades penitenciarias, es el Estado el
obligado a reparar las violaciones de las que fueron victimas. Ello constituye una obligación
principal y objetiva del Estado, derivada de violar. a través de sus agentes, derechos
humanos que se comprometió a respetar y garantizar al ratificar la Convención Americana
sobre Derechos Humanos.

135. De acuerdo con las consideraciones precedentes, la Comisión solicita a la
Honorable Corte que concluya que Paraguay tiene la obligación internacional de
restablecer, en el caso de ser posible los derechos conculcados y reparar a las vfctimas
internas en el Instituto "Panchíto t. ópaz" entre el 14 de agosto de 1996 y el 25 de julio de
2001, así como aquellas que fueron posteriormente derivados a penitenciarias para adultos
y en su caso a sus familiares por las violaciones él sus derechos humanos cometidas por
agentes e imputables al Estado.

~052

- B. Los titulares del derecho a recibir una reparación

•,

r-

-

-

-'.

136. El artfculo 63 (1) de la Convención Americana exige la reparación de las
consecuencias de una violación y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.
Las personas con derecho a dicha indemnización son generalmente aquellas directamente
lesionadas por los hechos de la violación en cuesti6n. ,••

, 37. En el presente caso, dada la naturaleza del mismo, la Comisi6n entiende que
debe repararse tanto individual como colectivamente a todos las víctimas que estuvieron
privadas de su libertad en el Instituto "Panchito López" en las fechas que se señalan en la
presente demanda. La Comisión hace notar que las vrctírnas de la presente demanda,
titulares del derecho a la reparación en los términos del artfculo 63.1 de la Convención, no
son indeterminadas, ya que existe una serie de elementos que permite identificar individual
y personalmente a todas ellas. En primer lugar, la Comisión incluye los nombres de todas
las víctimas que ha podido documentar Elstuvieron detenidos en el Instituto Panchito L6pez

'.41 Corte IDH Caso VilJagrán MOUIIBS (Caso de NiñQ5 dI:! la Cf.llle), Roparaciortu. sentencia de 26 de mayo de 2001,
párr. 101 y 108.
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en la fecha en la que ocurrieron los hechos objeto de la presente demanda. En segundo
lugar, el Estado paraguayo cuenta con registros de todos los niños que se encontraban en
el Instituto Panchito López a partir del 14 de agosto de 1996 y los que ingresaron
posteriormente y hasta su cierre en julio del 2001 , prueba que debe ser producida por el
Estado.

138. A pesar de lo anterior, en este momento no es posible brindar los nombres
de todas vrcrírnas. ya que el Estado no ha otorgado una lista completa de todos los
internos que estuvieron en algún momento en el Panchlto t.épez. Si bien es cierto que la
Honorable Corte, en el contexto de medidas provisionales ya se ha pronunciado sobre la
necesidad de individualizar a las vrcnrnes." ? sin embargo, también ha ejercido su
jurisdicción en casos en los Que si bien no existe una lista con todas y cada una de las
víctimas, éstas pueden ser identificadas por su pertenencia a un grupo u otros factores.'''''
La Comisión considera asimismo, que la falta de individualización del total de los nombres
de las víctimas no elimina la existencia de las violaciones Que sufrieron éstas, ni la
obligación del Estado de repararlos.

139. La Comisión si puede identificar a todas las víctimas que perdieron su vida o
resultaron heridas durante la ocurrencia de los tres incendios relatados en la presente
demanda, diversos niños y adolescentes privados de su libertad en distintos momentos y
en particular a todos los manares que se encontraban recluidos en el Instituto "Panchito
López" al momento de su cierre definitivo en juliO del 2001, clasificada según la prisión a
la que fueron trasladados. le. Con ello, la Comisión no está solicitando una reparación
innominada sino la reparación individual en favor de cada una de las víctimas cuyos
derechos fueron violados por haber sido privados ilegal y arbitrariamente de su libertad en
el Instituto Panchito López.

140. En virtud de las consideraciones anteriores y dada la complejidad del caso y
multiplicidad de víctirnas y supuestos de violaciones de las que fueron objeto, la Comisión
solicita a la Honorable Corte la apertura de una etapa especial de reparaciones.

C. Medidas de reparación y restitución

141 . La Honorable Corte ha señalado que las medidas de reparación tienden a
hacer desaparecer los efectos de las violaciones cornetidas.l' " Dichas medidas comprenden
las diferentes formas en que un Estado puede hacer frente a la responsabilidad
internacional en la que incurrió, que conforme al derecho tnternaclonat consisten en
medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satlstaccién y medidas de no

•

117 Caso do heiti;,"o& y dominio~a8 do origen h~iti-.hO . en la Rep6blicOl Oomnicana, Medidas Provision~es_

Resoluci6n de 18 'de &g'orrto de 2000. considerando octavo.
•

'8e C~80 Sóll'1 .Jesé de Apartad6, medidas provisionales Resolvción de la Corte InteramerieZlna de Derechos Humanos
do 24 de Ncvlembre do 2000 Con$iderando s6ptimo.

1U Véase Anexo 4 1.

1110 Véase corte IDH. Caso los Niños da la C.:Jlle . sentencia d€: reperecrcnes del 26 do mayo de 2001. pérr. 63.
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repetición.'" En el presente caso, la Comisión entiende que debe tomarse en consideración
la disposición 7 de las Reglas de Naciones Unidas para la Protección de los Menores
Privados de Libertad (Resolución 45/113) que dispone:
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Cuando correspondan. los Estados deberán mcorporar las presentes Reglas. Su legislación o
modificada en consecuencia y eateblecer recursos ·eficaces en caso de inobservancia, incluida
la iOOQl1lnización en los casos en que se causen perjuicios a los menores. Los Estados deberén
además vigilar la aplicación de los Reglas. :

142. En el presente caso, las medidas de reparación deben ser diferenciadas. En
tal sentldo, la reparación debe 58r adecuada al daño sufrido. esto es deben adoptarse
medidas distintas para los internos que murieron. los Que resultaron heridos, los que fueron
trasladados posteriormente a cárceles para adultos y aquellos que estuvieron privados de
su libertad en el Instituto "Panchito López" o que fueron derivados al CEI de ltaguá.

143. La satisfacción ha sido entendida como toda medida que el autor de una
violación debe adoptar conforme a los instrumentos internacionales o al derecho
consuetudinario , Que tiene como fin el reconocimiento de la comisión de un acto ilícito. ' 92

La satisfacción tiene lugar cuando se llevan él ' cabo tres actos, generalmente, en forma
acumulativa: las disculpas, o cualquier otro gesto que demuestre el reconocimiento de la
autoría del acto en cuestión; el juzgamiento y castigo de 105 individuos responsables y la
toma de medidas para evitar que se repita el daño.l eo

144. En este sentido la Comisión considera que dada las características especiales
de este caso, las medidas de reparación no pecuniaria adquieren una relevancia esencial. El
sometimiento de cientos de niños y adolescentes' por parte del Estado Paraguayo a un
sistema reñido completamente con los mínimos estándares internacionales, demanda que la
Honorable Corte ordene como forma de reparación integral la adecuación de todo el
sistema de privación de la libertad ' de niños y adolescentes a los requerimientos
convencionales. Ello no solamente sería una reparación adecuada para las víctimas que
fueron privados de su libertad en el Panchito Lépez, sino que constituiría una garantía
suficiente de no repetición de estas violaciones en el futuro .

145. La primer medida de reparación deba consistir por lo tanto en la adecuación
legislativa en materia de privación de libertad de niños y adolescentes y su cabal y pleno
cumplimiento por todas las autoridades del Estado, de conformidad con las normas
internacionales qua rigen la materia. En particular, debe establecerse que la privación de la
libertad dabe ser una medida excepcional y de utilización solamente como ultima ratio.

11 \ V6o$O el InfOtMe realizado por Theo Van Sovvn, Relator Especiel de lalt N&eiones Unidas pare 18 Re$t1tur;:i6n.
Compensación y Rehebilil.ción da las vrcnmee de Grave;; Vl01~ci'Q"eB ce oereence H"manos y libortada, Fundamenudcs. UN
Doc. E¡CN .4/Sub2/1 990/1 O (26 julio de 1990)

,.~ BrownlitJ $tattl RflSPonsl1biNry Part t , Clarondon PrB~, OXford~ 1983, p . 20a.

tU BrownlJB , Op. cit. Pág. 20a .

..
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146. En segundo lugar, y en los supuestos excepcionales que el derecho

Internacional de los derechos humanos permite la privación de la libertad, la Honorable
Corte debe ordenar que la misma se cumpla en lugares materialmente adecuados teniendo
en cuenta la condición de adolescentes. Ccnsacuenternente la Honorable Corte debe
ordenar al Estado paraguayo la construcción de centros como los de ltagué y La Salle, que
estén en condiciones de albergar sin suparpeblaci ón y garantizar el respeto de los
derechos de los adolescentes privados de su libertad.

• ••
•

147. En tercer lugar, la Honorable Corte 'debe ordenar que el Estado paraguayo
•

separe inmediatamente y de manera urgente a los niños y adolescentes de las cárceles de
adultos. Asimismo, la Honorable Corte debe determinar que la construcción de pabellones
adicionales para albergar a niños y adotescentesen cárceles de adultos es incompatible con
las obligaciones internacionales del Paraguay. ;

•
148. La Comisión solicita que la Honorable Corte ordene al Estado tomar las

medidas necesarias para garantizar que la prisión preventiva sea utilizada únicamente como
último recurso y que no se haga un uso generalizado de ésta como forma de castigo
anticipado. -¡

,

149. En los supuestos en los que 'sea permisible de conformidad con los
estándares internacionales la privación de la libertad de niños y adolescentes. la Honorable
Corte debe ordenar al Estado paraguayo que l.os ; programas que se implementen en los
centros sean adecuados. En especial, el Estado debe implementar programas Que
claramente distingan entre inocentes y condenados y que tome en cuenta la condición de
adolescentes. : .

..
,

150. De igual forma, la Comisión solicita 'que la Honorable Corte disponga, como
forma de restitución, la revisión de todos tos. júicios que se siguen en contra de las
víctimas que estuvieron detenidas en el Panchtto L épaz, de conformidad con lo que
establece el artículo 249 incisos b y e del Código de la Ninez y la Adolescencia que
recientemente entrara en vigencia . La Honorable Corte debe disponer que el Estado
Paraguayo informe en el plazo de seis meses sobre los resultados de tal revisión.

,

151. En consideración, que el -problerna de superpoblación y hacinamiento oa las
que fueron víctimas los niños y adolescentes objeito de la presente demanda se debió en. '

parte a las deficiencias en el sistema defensa y asistencia jurídica que el Estado les
proveyó, la Comisión solicita que la Honorable 'corte disponga Que el Estado cree un

•

sistema de asistencia jurídica especializada y adecuada para atender los procesos judiciales
a los que se enfrentan niños y adolescentes con facultades y recursos suficientes para
ejercer la defensa jurídica, el control de las condiciones de detención y la garantía que el,
uso y duración de la figura de la prisión preventiva :es limitado y excepcional.

..
152. Por último, la Comisión entiende -que la investigación, enjuiciamiento y

sanción de los responsables de las vlelaclcnes aquí denunciadas constituye un elemento
esencial de la reparación. En particular ; la Comisión solicita que la Honorable Corte ordene
la investigación, enjuiciamiento y sanción de los 'funcionarios Que por acción u omisión

"

, '
¡ ¡

i ¡..
: :,

I ..

'
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permitieron o facilitaron la ocurrencia de los tres incendios Que se relatan en la presente
demanda, así como la de los funclcnarics Que [dlseñaron, implementaron y ejecutaron la
política institucional Que permitió que los niños ~ adolescentes víctimas del presente caso, .
fuesen detenidos en condiciones inhumanas en ~ Instituto Panchito L6pez.

,. ,

153. Con e; objetivo de dar un SegUI~iento adecuado al cumplimiento de los
puntos señalados precedentemente, la Comisió~'~olicita que la Honorable Corte ordene al
Estado la creación de una Comisi6n Interinstitudional de alto nivel encargada de coordinar
todas las acciones oficiales necesarias para !cumPlir cabalmente con la decisión del
Tribunal. I ¡

I ,
D. Reparaelén económica: daño emerben~e. lucro cesante y daño moral

•
¡,

-

­,,
,

,
,,,

•,,

154. La jurisprudencia del sistema in er~mericano sobre reparaciones ha sido
consistente al incluir en la reparación económi · a, 'los daños materiales, es decir el daño
emergente y el lucro cesante así como el daño i~mat8rial o moral., ,

155. En cuanto al darlo emergente, éS~ hk sido entendido como la consecuencia,
patrimonial directa e inmediata de los hechos. ~n ~ste concepto se consideran los gastos
en que incurrieron las víctimas o sus familiares domo resultado directo de los hechos.

•,

156. En el presente caso, en relación E1vio Epifanio Acosta Ocarnpos, Marcos
Antonio Glmánaz, Diego Walter Valdez, Sergio ¡ an,el Vega Figueredo, Sergio David Poleni
Domínguez, Mario Alvarez Pérez, Juan Alcide Rornán Barrios, Antonio Damián EscQbar
Morinigo. Carlos RalJl de 1<1 Cruz y Benito Au sto Adorno que perdieron la vida, seglJn,
conste en documentos. el Estado paraguayo cubrió diversos gastos ocasionados con
motivo del fallecimiento de las víctimas tales rno los gastos funerarios. En virtud de lo
anterior, la Comisión estima que el Estado araguayo ya cubrió el monto del daño
emergente sufrido por los familiares de las víeti as. a menos Que éstos produzcan prueba
en contrario.

•
157. En cuanto al lucro cesante. el cu se' entiende como la pérdida de ingresos o

beneficios Que se ha dejado de obtener con oc ión de un hecho determinado, la Comisión,
considera que para determinar de una mane a justa y equitativa los salarios que las,
víctimas dejaron de percibir como consecuenci de la violación a su derecho a la vida por
parte del Estado paraguayo, la Honorable Cor cJ:ebe tener en cuenta 'es edades de las
víctimas al monto de su deceso; el número de os' que faltaban hasta llegar a la esperanza

•
de vida media en Paraguay y el salario míni o vigente. La Comisión considera que las
víctimas al salir de la cárcel se incorporarían a I s $ectores productivos. De hecho, algunas
de ellas, antes de ser privadas de su libertad yb h~bían aprendido alglJn oficio como es el
caso de Benito Adorno que era carpintero. ¡

158. Debido e la dificultad que repre en1!a el hecho de Que, al momento de su
fallecimiento, los internos no se encontraban trabaiando. la Comisión considera Que la,
Honorable Corte Clebe fijar una sume en equid d para determinar el monto indemnizatorio
Que PQr concepto ,de lucro cesante corresp nde a cada una de las víctimas fatales,
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•
tomando en cuenta las circunstancias especificas de cada uno de ellos como se describe
en el párrafo que antecede.'·'

¡ 1
, ,

169. En cuanto a Abel Achar Acuña, José Milicades Cañete, Ever Ramón Malinas,
Záreta, Arsenio Joel Barrios Báez, Alfredo Duarte Ramos, Sergio Vincent Navarro Moraez,
Raúl Esteban Portillo, Ismael Méndez Aranda, Pedro Iván Peña, Osvaldo Daniel Sosa,
Walter Javier Riveros Rojas, Osmar López Verói;i., Miguel Coronel, César Ojeda, Heriberto
Zarate, Francisco Noé Andrada. Jorge Daniel Toledo, Pablo Emmanuel Rojas, Sixto
González Franco, Francisco Ramón Adorno, Antonio Delgado, Claudio Coronel Ouiroga,
Clemente Luis Escobar Gonzétez, Julio César Garcra, José Amado Jara Fernando, Alberto
David Martrnsz, Miguel Angel Martinez, Osvaldd Espinola Mora, Hugo Antonio Quintana
Vera, Juan Carlos Vivero Zarze , Eduardo Vera, Litises Zelaya Flores, Hugo Olmedo, Rafael
Aquino Acuña, Nelson Rodríguez. Demetrio Si,giliero y Aristides Ramón Ortiz B. y Carlos
Raúl Romero Giacomo que resultaron heridos en ibs incendios. la Comisión considera que el
Estado par"guayo ha cubierto los montos corr~spondientes a su atención médica. Sin
embargo, debe determinarse una indemnización rloJonetilria con relación a las consecuencias
posteriores tales como daños permanentes qu~ tendrán un impacto en su desempeño
laboral futuro. Al respecto. la Comisión SOlicita! a la Honorable Corte la apertura de un
periodo probatorio con el fin de determinar la gra~edad de las lesiones que sufrió cada uno
de las víctimas heridos en el "Instituto Panchito Lbpez".

160. Con relación a las víctimas que ,eJ uv ieran internas en el Instituto "Panchito
López" entre el 14 de agosto de 1996 y el 25 de julio de 2001, que no resultaron muertos
y heridos en los incendios y que no fueron deri';'~dos a cárceles para adultos. la Comisión
considera que el EstaClO debe indemnizar por las lcondícíones inhumanas de vida a las Que
se vieron sometidos durante su internación. éh este punto, debido a la dificultad de
cuantificar monetariamente esta reparación, ia ¿¿misión solicita que la Honorable Corte fije
un momo basado en razones de equidad para dáda uno de las víctimas que hayan estado
detenidos en el Instituto "Pancmto López" enmi lel 14 de agosto de 1996 y el 25 de julio
de 2001 . Para los cálculos de los montos, la Comisión propone que se tome en cuenta el
número de días en Que permanecieron detenidos:~ se lo multiplique por el valor de un jornal
diario mínlmo en Paragu"y. :

!
I,

161. Sobre el dano moral, la Honorable!, orte ha establecido una presunción sobre
su sufrimiento por las vfctirnas de violaciones ce derechos humanos y sus familiares. En
efecto. la Honorable Corte ha señalado en ese S[tido que: .

El mencionado daño moral puede comprender tantb los sufrimientos y las aflicciones causadOS
a las vfctírnss dirQctas y a sus allegados, como ~ menoscabo de valores muy significativos
para las personas y otras perturbaciones que no~ suscept fblee de medición pecuniaria. Es
una caracterlstica ccmün a (as distintas expresiones del dano moral el Quel no siendo posible
asignárselas un preciso equtvatenta monetartc, :>i:ilo puedan, para los f ines de la reparación

: ;¡
I I

'04 La Comi::siOn cllento con Q9Qumentaeic)n que C'ontiel"lJ algunos datos perseneles de algunas de tea vfctimas
fallecidas. eenito Augusto Adorno, Mario Alvarez Pérez, MarCtl A~1nio Giméno;¡, Elvio Epjfenio Acoua Ocampclil, Sergio
Danilll Voga Figu~f8do. S&f'gio DOIIvid Peletti Oamfnouez. Véas:e a~~o 54.

, , 1
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integral a l~ vretimea, ser objeto de componsaei6n; y ello de dos maneras. En primer lugar,
medianto él pago de una suma de d~ero o la entrega de bienes o servicios apreciables en
dinero, que el Tribunal determine en apliclIción r87.:onable det arbitrio judicial y en términos de
equidad, Y en .~undo lugar. mediante la realizaciúO de actos u obras de alcance o
repsrcuslé n públicoS. que 'tengan efectos como la recuperacíé r; de la memoría de las vfctimas,
el restablecimiento do su dignidad. la consolación de sus deudos o la transrmslen de un
mensaje de reprobación oficial a las violaciones da los derechos humanos de Que se trata y de
compromlso con los esfuerzos tendientes e que no vuelvan a ocurri r. 1B6

, 62 . A 10$ efectos de la determinación de los daños morales en el presente caso,
deben tenerse en cuenta factores como la gravedad de las violaciones y el sufrimiento
emocional sufrido por las vfctimas y sus familiares . En el presente caso, el daño moral
sufrido ha sido distinto en los familiares de las vtctlmas Que perdieron la v ida y en aquellas
víctimas que v ieron vulnerados otros derechos.

163. La Comisión considera que no solamente la pérdida de un ser querido causa
danos morales, sino Que las condiciones inhumanas de detención, las condiciones indignas
en el tratamiento y el sentimiento permanente de vulnerabilidad por estar en cárceles para
adultos, por los siniestros o por la falta de medios adecuados de defensa, son condiciones
que causan un dolor y un sufrimiento extremo, no solamente para la vCctima sino para sus
familiares que comparten de cerca este dolor.

164. De acuerdo con lo anterior, la Comisión solicita a la Honorable Corte ordene
al Estado paraguayo pagarle a los famil iares de Elvio Epifanio Acosta Ocampos, Marcos
Antonio Glménaz, Diego Walter Valdez, Sergio Daniel Vega Rgueredo. Sergio David Poleni
Domfnguez, Mario Alvarez Pérez, Juan Alcides Rorn án Barrios. Antonio Damián Escobar
Morinigo, Carlos Raúl de la Cruz y Benito Augusto Adorno que perdieron la vida, es decir
una cifra que en equidad disponga. Al realizar la determinación debe considerarse el
sufrimiento ocasionado por una muerte lenta 'Ocasionada por quemaduras producto de un
incendio. Este especial sufrimiento debe ser tenido en consideración así como el
sufrimiento ocasionado a las familias al saber que sus hijos que estaban bajo la protección
del Estado murieron calcinados. Lo mismo debe suceder con las víctimas heridas en cada
uno de los incendios.

165. Finalmente la Comisión solicita que la Honorable Corte disponga el pago de
un suma en equidad en concepto de daño moral por los sufrimientos, angustias e
indignidades a las que se sometió a cada una de las víctimas que permanecieron detenidas
en el Inst ituto Panchito Lópe2.

166. Teniendo en cuenta la afectación global de derechos que produjo la
existencia del Instituto Panchito López, la Comisión solicita que la Honorable Corte
disponga la creación de un fondo especial de reparaciones para las víctimas del Panchito
López. Dicho fondo debe tener por finalidad el financiamiento de programas educativos, de
capacitación laboral, de atención psicológica y médica para todos los nilios y adolescentes

11& Corte 1.0.H.. Caso do loe ""Nü'io:s de la Calle" (CA~O Víllagr.in Morli181O y otro., v e . GoatemelaJ. RepiUaeiones.
Senteneia Os 26 de Mayo d4!J 2001 . pérr. 84.
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que hayan sido privados ilegal y arbitrarlarnente de su libertad en el Panchito López. La
Honorable Corte debe disponer un monto en equidad para la constitución de dicho fondo.

-
E. Pago de la indemnización

: ,, .
i :

167. En cuanto a los niños fallecidos' en el primer incendio y a Benito Augusto
Adorno, la Comisión considera que la reparación a sus familias debe ser directa, ya que
éstos se encuentran perfectamente ldentiflcadce, El mismo criterio debe usarse para
aquellos internos que sufrieron heridas con consecuencias en su vida futura.

¡!

168. En cuanto a los demás niños 'y adolescentes, debido a la dificultad de
identificarlos a todos y cada uno de ellos;' la Comisión considera que a efecto de, .
indemnizar correctamente debe crearse un fidEiipomiso, a donde todos los víctimas puedan
recurrir probando su estancia en el Instituto "Panohíto López" y recibir la indemni<:ación·,que les corresponda de acuerdo a sus circunstancias especiales.

!I

nI!! Corte I.O.H., Caso de 105 "Niños de [a Calle" (caJQ VilI.,.grán Morales y etres VS. Guatemala), Repar~cionBS,
Sentencia Ce 2El de Metyo da 2001, párr. 107 Y 10a. : I

Costas y gastosF. ,.
• •, .
: I·,
: ', . .

169. La Honorable Corte ha señatado [qua las costas y gastos deben entenderse
comprendidos dentro del concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de la
Convención Americana, i:

•I

170. Puesto que la actividad d~~ple9ada por la o las víctimas, sus
derechohabientes o sus representantes para! acceder a la justicia internacional implica
erogaciones y compromisos de carácter econérnlco que deben ser compensados al dictar
sentencia condenatoria. Es por ello que este !Tribunal considera que las costas a que se
refiere el artículo 55.1 del Reglomento comprenden también los diversos gastos necesarios
y razonables que la o las vlctlmas hocen para acceder al sistema Interamericano de
protección de los derechos humanos, fi9urand~ientre los gastos, 10$ honorarios de quienes
brindan asistencia jurídica. En raz6n de lo anterior, corresponde a la Honorable Corte
apreciar prudentemente el alcance de las cost~s y gastos, atendiendo a las circunstancias
del caso concreto, a la naturaleza de la juri~dicci6n internacional de protección de los
derechos humanos y a las características del l!espectlvo procedimiento, que posee rasgos
propios y diferentes de los que pudieran rev~stir otros procesos de carácter nacional o, ,

internacional. !!

I
171. Ya este Tribunal ha señalado anteriormente que en el concepto de costas, ,

quedan comprendidas tanto las que corresponden a la etapa de acceso a la justicia a nivel
nacional, como las que se refieren a la justicia! ~ nivel lnternacíonal ante dos instancias: la

"Comisión y la Corte.'·' '!
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, 72. En el presente caso, la Corrlislón solicita a la Honorable Corte que,
escuchando a los peticionarios, ordene a' I /Estado paraguayo el pago de las costas
originadas a nivel nacional en la tramitación I de los procesos judiciales seguidos por las
vlctlrnas o sus representantes en el fuero liinterno, así como las originadas a nivel
internacional en la tramitación del caso antb la Comisión y las que se originen como
consecuencia de la tramitación de la present~ !demanda ante la Honorable Corte que sean
debidamente probadas por los peticionarios. I¡:

¡:,
VIII. RESPALDO PROBATORIO '

A, Prueba Documental

"

1 • Documentos Anexo~ i:

173. La Comisión anexa al Origi~al del! pr~sente escrito de demanda una serie de
pruebas documentales en respaldo de . las ~egaC iOnes de hecho y de derecho arriba
formuladas, las cuales aparecen detalladas a dÓntinuación.

· !r
l'· ::

Anexo 1 A. Informes sobre los Establllcimi¡jintos Penales del País, Parte diario de los
establecimientos penales, Comisión de qerec~i>s Humanos, Dirección General de Institutos
Penales, Paraguay, 21 de julio de 1999 eJitiregada a la Comisión durante su visita a
Paraguay julio de 1999. : 1/1 .

! l ·

Anexo' B. Lista de procesados y condenad ,s en 105 juzgados de menores del Paraguay
2001 . ' [!.

· '1
I 'l '

Anexo Z Copia del informe sobre el inG~ndiO lije", 1 de febrero de 2000 elaborado por la
Dirección General de Derechos Humanos del '!inisterio de Justicia y Trabajo.

! 'il· '.· '.
Anexo 3 Certificados de defunción de : las timas fallecidas en el incendio del 11 de
febrero de 2000. Copia de la comuníceclón dé: Estado de fecha 26 de abril.

¡ ,

Anexo 4 Copia de la comunicación del E~ad e fecha 26 de abril de 2002.
I '

Anexo 6 Comunicación de los peticionarios d Ifecha 5 de febrero de 2001 .

Anexo 6 Certificado de defunción de Be~ito ~gusto Adorno.I ¡ ¡
Anexo 7 CIDH, Informe N° 126/01, aprobad I I 3 de diciembre de 2001 .

I l .
Anexo 8 Copia de la nota de la CIDH de !fech 20' de diciembre de 2001.

Anexo 9 Copia de la Comunicación del Jsta) : de fecha 18 de febrero de 2002.
I '.• •

Anexo 10 Copia de la Comunicación d¿ la e mi~ión al Estado de fecha 27 de febrero de
2002. I

,
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Anexo 11 Petición original de fecha 14 de agosto de 1996.
, I.

Anexo 12 Comunicación de la Comisión d:e feCJ~ 27 de agosto de 1996.

Anexo 13 Comunicación de la Comisión de fec ¡j 12 de diciembre de 1996.

•
Anexo 14 Comunicación de los peticionarios d fecha 21 de abril de 1997.

OOGODSl

•,,

-

-

· .
Anexo 15 Comunicaci6n de la Comisi6n de tscfia 8 de mayo de 1997.

Anexo16 Declaración de los señores W~lter ~iiel Mererles Congo, Javier Gozález Orús
Olivero Olmedo Osorío y Pedro Gayoso Silva ante el Ministerio Público dentro de la causa
9199 iniciada a partir del incendio del 25 de juli6!de 2001.· I.· .] ]
Anexo 17 Comunicado de Prensa CIDH N° 23/99.

Anexo 18 Comunicación de la Comisión d~ fecJJ'26 de octubre de 2000, .,
•

-
Anexo 19 Acta de reunión del 15 de novlam,
Misión Permanente del Paraguay ante la OEA
2001 .

I

re del 2000, remitida a la Comisión por la
sdlante comunicación del 16 de enero del
! .; .
I
•

•

-

­,
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-

-

-

-
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Anexo 20 Sentencia del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y lo Comercial de Noveno
Turno. S. D. N° 652, de fecha 31 de julio dtJ :1998 que diO lugar al recurso de Mbeas
corpus interpuesto por la Fundación Tekojilja. .

, ,

Anexo 21 Amnistra Internacional, El I Ceni J de Menores "Penctüto Louez": Una
Oportunidad para que el gobierno de páraguJy, cumpla sus Promesas, Indice Al: AMR
451004/2oo11s, Abril del 2001. '

•
I

Anexo 22 Lista de niños y adolescentes : pr ivadb~ de la libertad en el Instituto "Panchito
• _1 1

Lépaz" al momento de la oresentecíén de la pe "ci6n.
: . 1.
, . ,

Anexo 23 Nota de fecha 18 de junio de 2001 del Padre Miguel O'loingsigh (Vice-Director
del Instituto "Panchito LóPez") a Eustacío :Rodríguez Benítez (Director del Instituto
"Panchito L6pez"). i ·

· . I
Anexo 24 CIDH Tercer Informe Sobre la SituacMn de los Derechos Humanos en Paraguay.

" i '
OEAISer,LNIII.110, Doc.52, 9 de marzo 2001 .. I

Anexo 25 Nota de fecha 30 de julio del 2001 ': l Eustacio Rodríguez Benrtez (Director del
Instituto "Panchito L6pezN

) a Abogada Glorle B~hTt~z, Agente Fiscal del Menor Infractor.
¡ l'• •

Anexo 26 Adolescentes Privados de Libenarh, 'Algunas Consideraciones. Propuestas de
Intervención elaboradas por el Vice-Ministro de .~ ~Stic i a . Fernando Canillas Vera. 30 de julio

, 1' ;
,

•. ,
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Anexo 36 Informe
Superior de Guarda
de 2001.
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Anexo 27 Acta del 6 de marzo del 200b, ccmparecencia del señor Luis Alberto Barreta
Avala, guardia de seguridad a carga de Ids intérriós en el Instituto "Panchito t. ópez" ante

, ' . ' .
el Juzgado de lo Penal de Liquidación y Santan éla' Número 4.

i .¡ "
, l '
, "

Anexo 28 Nota No.212/01 y Cartas del !16 d~ julio del 2001 y 30 de julio del 2001 del
Ministerio de Justicia y Trabajo. : l: : '

, l· ' .. ,.
, 1" ,

Anexo 29 Carta del Ministerio de Justicia 'y Trabajo de fecha 17 de julio del 2001,.,

.': ,.
Anexo 30, Nota de la Dirección General da : oerecnos Humanos de la República del

; 1, : .
Paraguay DGDH N" 94/01 de fecha 18 de 'septierribre de 2001,

: -1 ~ ' _

Anexo 31, Rores, Elizabeth y Jorge Roión Llln~: Instituto de Estudios Comparados en
Ciencias Penales y Sociales (INECIP), SitJació,'i Carcelaria. en Informe de la Coordinadora

1 " '

de Derechos Humanos del Paraguay ICODfHUPifl; Derechos Humenos en Paraguay, 2000.
i 1: ~ I

Anexo 32 A Informe Pericial del Siniestro del P1 :de febrero del 2000. del perito Rubén
vatdez, nombrado por el Juzgado de Primer" Instancia en lo Penal de Liquidaci6n y
Sentencia Número 4 en la investigación del -Sumario instruido sobre homicidio doloso y

lesión grave en el Panchito Lépez" : 1: ~ :

Anexo 32 B Resultados del anéllsls de laboratorio sobre los cuerpos de Elvlo Epifanía
, . ! '

Acosta Ocampas y Sergio Daniel Vega. ! : .
,,, , .

Anexo 33. Acta No. 14 del 11 de febrero d . 2000. Comisario Principal DAEP, Franco
Ferreira Rodríguez, Jefe del Depto. Judicial, AsJhcl6n. Pareguay.

. , j. ' :

Anexo 34 Acta del 18 de febrero del 2006, rel~tit$ a la declaración informativa de Freddy
'0 i '

Portillo ante el Juzgada de Primera Instancia en lo .Criminal del Octavo Turno.

Anexo 36 Acta del t 3 ,de marzo del 2006, rel~tit~ a la declaración informat iva de Jorge
Melitón Binar Cortessi ante el Juzgado de Pr mera Instancia en la Criminal del Octava
Turno. : : :. "

sobre el amotinamiento d!1 ,.!5' de julio de 2001. relllizado por el
Interino. Sr. Sergio Hermo~lIa: al Jefe de Seguridad del Centro, Julio, ¡, :., . ,

: ! ! I

; " ¡
¡ " ,. ' ..,

Anexo 37 usta de Internos en la fecha qel Incendio. Policla Nacional, Comisaría Cuarta
Metropolitana, Nota no. 252. : 1: ,'¡

Anexo 38 Listas de internos del Instituto " ~anc~¡t¿ !L6peZ" , Ministerio Público de Paraguay,
Nota No,47 del 30 de julio del 2001 , . r: :

:

.I.. ;1'

.: .,..

-

­,



- ~063

-
¡,,,,
,,,
, 000 0063

" ..'

­,,,
,

-

59 :

, '

Anexo 39 Informe del siniestro ocurrido en el correccional de menores "Panchito t. ópez" el
miércoles 25 de julio

,

Anexo 40. Comunicación de los peticionarios de fecha 3 de abril de 2002.,
,

Anexo 41. Lista de niños y adolescentes derivados a prisiones para adultos.,

Anexo 42. Recortes de prensa

-

-

-
,

-

-

-

-

-

-

-

"Ex interno del Panchito fue esesínedo .ever en Emboscada". periódico "La
Nación", octubre 2001 ;,

·Menores denuncian maltratos y violaciones en cárcel de Emboscada " paréd íco
"La Nación" Jueves 23 de agosto de 2001
·Paraguay estará en el "banqultlo" ante jueces de la CIDH" Periódico "La
Naci6n" miércoles 5 de septiembre de 2001, p.25.
Informe Especial "Una cárcel que ' funciona sin rubros" periódico la Nación
Domingo 9 de septiembre de 2001. p,35
Investigación Especial. "Menores vi'¡'en como ratas en celdas oscuras y
húmedas", Periódico "la Naci6n" Domir;lgo 2 de septiembre de 2001,

, ,
"Cuarenta internos del "Panchito López" ~ fueron trasladados anoche a Itauquá"
Diario "ABC Color", 13 de marzo de 2000 www.una .pv/stttos/abc/ludüa.htm.
"Requiem para el "Panchito" luego d~1 'masivo traslado" diario "ABC Color",
jueves 27 de julio de 2001 . ,
"Falleció otro imerno del Pancníto y suman ceno muertos en incendio" diario
"ABC Color, 16 de marzo de 2000 wwW.una.py/sitios/abcljud03.htm.•. ¡

,
,

¡ . .

Anexo 43. Declaración de Walter Abel Mererles! Congo en el expediente No.383 del año
2000 "Sumario Instruido en averiguación de ,Uh supuesto hecho punible contra la vida
(homicidio doloso) y la integridad física (lesión gravel- Panchito López".

,, ', '

Anexo 44 Nota dal Ministerio Público do fecha 2 da agosto del 2001 dirigida al Fiscal
General del Estado, mediante la que se informa Qué los niños y adolescentes habían sido
golpeados y maltratados por los guardias en su , tr~sl ado a Emboscada.,

!

Anexo 45 Informe de Visitas a
2001.

,

Cárceles de Villarica y Coronel Oviedo,, 15 de agosto del

,

,,,

,
, ,

Anexo 46 Comunicación de la CIDH de fecha 24 de 'febrero de 2000.
i .:,

, '

Anexo 47. EX1ractos del Expediente No.383 [ del año 2000 "Sumario Instruido en
averiguación de un supuesto hecho punible contra la vida (homicidio doloso) y la integridad,
frsica (Iesl6n grave)- Panchito L6pez " . Juzgado! de Primera Instancia en lo Criminal del. '
Octavo Turno, Informe del Centro de Investigación Judicial. folio 25 e Informe
Criminalistico de la Policra Nacional, folio 88'. M inisterio de Salud Pública y Bienestar
Social, Centro Nacional del Quemado "Dr. Arnahtfo Bendlin~, cenlflcado médico, folio 126.
folio 132. folio 30. folio 65. folio 128, folio 131 . Jollo 129. folio 133. folio 134. folio 127.

, ' I

I,
'1,
"

11
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Anexo 49 Fotografías del Instituto ·Panchito L6pez".

,,,,

-

Anexo 48 Corte Suprema de Justicia de
2001.

I
Paraguay.

..
.,

Acordada No. 214, 18 de mayo del

i

-

Anexo 30 Video realizado con motivo del incendio del 11 de febrero de 2000.

,1
Anexo 51 Observaciones finales del Comité de Derechos del Niño: Paraguay . 06/1112001
CRC/C/15/Add.166.

,
..

Anexo 52 Escrito de presentación de HáDeas corpus Genérico de fecha 12 noviembre de
1993. ¡,

,,
•,

•

Anexo 53 Denuncia realizada por la OrganizaciÓn Defensa de los Niños Internacional IDNI),
ante la Comisión de Derechos Humanos del Senado, publicado en
!!!!E://www.diarioabc.com.p-y del 20 de marzoidel 2000.

,
•..

Anexo 54 Datos personales de Benito Augusto Adorno. Mario Alvarez Pérez, Marco Antnio
Gírnénez, Elvio Epifanio Acosta Ocampos, S~rgio Daniel Vega Figueredo, Sergio David

•
Poletti Dom[r¡guez. :

~

,
,

r
Anexo SS Informe de la Coordinadora de
Derechos Humanos en Paraguay. 1996.

•••, .

Der.llchos Humanos del Paraguay ICQOEHUPYI,
,,

•,
Anexo 57 Código de la Niñez y la Adolescencia . Ley N o 1680,

-
Anexo 56 Poderes de las víctimas.

,
,

•

•

¡ ,'. ." ~

Lista completa de11cis niños y adolescentes que se encontraban.. ,
detenidos en el lri,s~tuto "Pancblto López" el 14 de agosto de
2001 Y de aquellps que ingresaron con posterioridad y hasta
su cierre definitivp E!I 25 de julio de 2001. En dichos listados

.1 i
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2.2

2.3

2.4

2.5

2.7

debe incluirse la fecha de ingreso, el delito del que estaban
acusados, su situación procesal y en su caso la sanción
impuesta y la fech~ de egreso.

Lista completa d~ los niños y adolescentes derivados a
cárceles de aduttés y de aquellos derivados al CEI Itaguá
después de los incendios.

,
Copia completa del Expediente Hábeas Corpus Genérico en
favor de los menores del Instituto de Reeducación "ene!.,
Panchitc LÓpez" (1i7) ante el Juzgado de Primera Instancia en,
lo Civil y lo Cnmercia! de Noveno Turno, que derivó en la
sentencia S.D. N° '1352 de fecha 31 de julio de 1998.-,,,

"

Copia cornplata j de las Investigaciones judiciales y
administrativas inidiadas con motivo de los incendios de techas

::

11 de febrero de 2000, 5 de febrero de 2001 y 25 de julio de
2001, incluyendo ,¡ el Expediente 383, iniciado a partir del
incendio del 11 de Jebrero de 2000 y la causa 9199, iniciada a
partir del incendio del 25 de julio de 2001.

,

ji

"Copia de las lnji'estigaciones judiciales y administrativas
iniciadas con motivo del fallecimiento de Héctor Ramón

'1
Vázquez y Richard :paniel Martfnez.

: ~..
"Copia del Informe ¡blaborado por la Suprema Corte de JU5ticia,

de junio de 1996:: en el que se hace referencia al Instituto
"Panchlto López".,

"il
Rolón Luna, Jorg"'i' Casas de la violencia, Diagnóstico de la
situación carcelaria. Ministerio Público, Asunción, Paraguay
1996 :!

"

B. Prueba testimonial y peric'al
-,;,
-,

1. Prueba Testimonia'i

"
176. A continuación la Comisión prese~ta una lista de testigos y peritos con el fin

de que rindan testimonio ante la Honorable Cor!l;e.
-,

!I
177. La Comisión solicita a la Honorable Corte que llame a declarar a los siguientes-,

testigos: ¡¡
!I
'1

1. WALTER JAVIER RIVEROS ROJAS. JEx interno del Instituto "Panchito López". La
"

Comisión ofrece este testigo para que preste testimonio sobre las condiciones de vida a las
'1
1:

-

-

-
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que eran sometidos los niños y adolescen~s privados de la libertad en el Instituto
"Panchito López" . 1

2. OSMAR LÓPEZ VERÓN. Ex interno ~~I Instituto "Panchito t. ópez". La Comisión
ofrece este testigo para que preste testimonio ~obre, las condiciones de vida a las que eran
sometidos los niños y adolescentes privados de la libertad en el Instituto "Panchito López·.

I ,
,

3 . JORGE DANIEL TOLEDO. Ex interno del Instituto "Panchito López·. La Comisión
ofrece este testigo para Que preste testimonio obre las condiciones de vida a las que eran
sometidos los niños y adolescentes privados d ' la libertad en el Instituto "Panchlto t.ópez".

I

~,

-

­,,

-

­,

-

4. PABLO EMANUEL ROJAS. Ex intern del Instituto "Panchito t.épez". La Comisión
ofrece este testigo para que preste testimonio sobre las condiciones de vida a las que eran
sometidos los niños y adolescentes privados d : la libertad en el Instituto "Panchito l.épez".,

,

5 . JORGE DANIEL TOLEDO, Ex ~nter~o ~~I Instituto "P~nchito López". La Comisión
ofrece este- testigo pera que preste tesnrnomo sobre las concíetcnes de vida a las que eran
sometidos los niños y adolescentes privados d~lla libertad en el Instituto "Panchito López",

6. ANTONIO DELGADO. Ex intern6 dJ, :'nst it ut o "Panchito López". La Comisión
ofreca aste testigo para que preste testimonio ~obre las condiciones de vida a las qua eran
sometidos los 'linos y adolescentes privados de!l~ libertad en el Instituto · Panchit o López".

. l"
7. MIGUEL CORONEL RAMíRSZ. Ex i~tbrno del Instituto ·Panchito López". La

Comisión ofrece este testigo para que preste te~timonio sobre las condiciones de vida a las
Que eran sometidos los niños y adolescent~ ! privados de la libertad en el Instituto
"Panchito L6pez". La Comisión ofrece este 't esligo también para Que de testimonio de las
circunstancias en las Que resultó herido éO"'¡O ~ consecuencia de uno de los incendios
ocurridos en el Instituto,

­,

-

8 . CÉSAR FIDELlNO OJEDA ACEVEDO. Ex interno del Instituto " Panchít o López".,
La Comisión ofrece este testigo para que prest . testlrnonto sobre las condiciones de vida a
las Que eran sometidos los niños y adolescerités privados de la libertad en el Instituto
"Panchlto L6pez". La Comisión ofrece este tes1ido también para Que de testimonio de las, .

circunstancias en las que resultó herido corrio : consecuencia de uno de los incendios
ocurridos en el Instituto. . !! '.

9. SIXTO GONZÁLEZ FRANCO. Ex i 'l~¿rno ' del Instituto · Panchit o López", La
Comisión ofrece ~ste testig~.?ara que preste te#ti~~nio sobre las c~ndiciones de vida? las .
Que eran sometidos los nonos y adolescente~ ¡privados de la libertad en el Instituto
"~oohitoLópez". i .

- ,
10. FRANCISCO RAMON ADORNO. Ex I riterno del Instituto "Panchltc López". La

Comisión ofrece este testigo para que preste,te i(nonio sobre las condiciones de vida a las
que eran sometidos los niños y adolescentes lpriV<ldos de la libertad en el Instituto
"Panchito L ópsz". : 1 I '

:

-
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11. JUAN ANTONIO DE LA VEGA .ELOR:iJA, de 71 años de edad , español, soltero,
religios~, .con CI.N° 979.654 domiciliado en ~atymY y Colon. Parroquia de Cristo Rey.
La Comisión ofrece este testigo para que pres~nte testimonio sobre las condiciones en las
Que se encontraban los menores detenidos ea .el Instituto "Panchito Lépez" mientras el
mismo funcionaba.

,,
: :

..

•

12. DIONISIO VEGA, padre de Sergio Dan I Vega, uno de los menores fallecido .sn el
incendio interno del "Panchíto L ópez", Le Ca .. síón 'of rece este testigo para Que presente
testimonio sobre la situaci6n y el sufrimiento d~' los familiares de los menores detenidos en
el Instituto "Penchito Lépez". ,

,
•
•
..

~,,
·,

•

' .. Sergio Daniel Vega, uno de los menores
pez", La Comisión ofrece este testigo para
: . :

úf rlrniento de los familiares de los menores

13. ROSAlíA FIGUEREDO ORTIZ. madre
fallecido en el incendio interno del "Panchít o L
que presente testimonio sobre la situaci6n y el
detenidos en el Instituto "Panchito Lópaz". •,..· .. ,

i : i

14. MARIA ZUllA GIMENEZ, soltera, pa ~guaya. periodista. MDiario Noticias· con
domicilio con Ybya- 3769 Barrio San Pablo' - .Sunción. La Cornisíén ofrece este testigo

· • 1,
para que presente testimonio sobre los :incen .. los Y: posteriores sucesos ocurridos en el
Instituto "Panchlto Lépez", .' . !

, ' .

~,
•

•

r,

,
" . . .,

~ - .'
15. RAUl RAMIREZ BOGADO, soltero, p riodiSta diario Ultima Hora. domiciliado en

Benjamrn Constan 658 entre Qleary y 15 ·f.gbstb! La Comisión ofrece este testigo para que
presente testimonio sobre los incendios vpo teriores sucesos ocurridos en el Instituto

• •"Pancruto López". . ' :' ..
~ i

llame a declarar a los siguientes

,
•
1·. ¡· i· ,

C rte ilue
1 i. '
.. I 1, ,
·, 1' I

1
;¡:
;I

,,
: ; 1
· I .

I ' !! ,1
:

;
•

•...;
•
I
~
';,...,
•
:1

•
••
,.,,
•,
l.

, .

•, .
: .',

~ ' .
1.•L .

. ' 1

RE CEIVED

Prueba Periciálz.
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1. DR. CARLOS ARESTIVO, "Fundación Ahíta", medico psiquiatra, El mismo brindará
un dictamen pericial sobre los daños psicológicos sufridos por 'os menores internos en el
Instituto "Panchito López", Dicho profesional ha realizado pericias psiquiátricas para
evaluar la situación de los menores detenidos.

2. MARIO TORRES, Médico psic6logo, de la organización Defensa del Niño
Internacional -DNI". El mismo brindará un dictamen pericial sobre los daños psicolóqicos
sufridos por los menores internos en el Instituto "Panchito López",

3. DR. EMILIO GARCIA MENDEZ, Especialista en Derecho de la Niñez. Brindará
peritaje sobre los estándares mínimos internacionales establecidos para condiciones
detención de niños y adolescentes.

su
de

-

-

­•

¡

178. La Comisión se reserva el derecho de no presentar o de sustituir a uno o más
de los testigos y/o expertos que aparecen en la lista precedente. Dadas las circunstancias
del presente caso la lista que antecede no puede considerarse como taxativa sino que su
posible ampliación podría resoltar necesaria a la luz de la nueva información que surja de
las copias de los documentos aportados por el Ilustre Estado.

IX. DATOS DE lOS DENUNCIANTES ORIGINALES. DE LAS VICTIMAS y DE
SUS FAMIUARES

179. De conlormidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la
Honorable Corte los peticionarios originales en el presente caso Son: Fondación Tekojoj á,
con domicilio en Coronel Francisco López N° 950 CI Testanova, oficina 2, Asunción,
Paraguay, Casilla de correo 1364, el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional
(CEJlll Paraguay, con domicilio en 10 de noviembre N° 532 casi Igualdad, barrio Pinoza,
Asunción, Paraguay y CEJll con domicilio en 1630 Connecticut Ave. SuiTe 555 N.W.
Washington D.C.

180. Con relaci6n a los domicilios de las víctimas, se acompañan los debidos
poderes en los Que se da cuenta que sus representantes legales son las organizaciones que
figuran en el párrafo que antecede.l '"

x. PETITORlO

181 . Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho expuestos y de
confonnidad con lo señalado en el punto I y concordantes de la presente demanda, la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos solicita a la Honorable Corte concluya y
declare que:

a . La República del Paraguay incumplió su obligaci6n de garantizar el
derocho a la vida protegido por la Convención Americana en su
artículo 4 en conexión con cl articulo 1(1). Y de este modo violó el

-

-
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derecha a la vida en perjuicio de Elvio Epifanio Acosta Ocampos,
Marcos Antonio Girn énez, Diego Walter Valdez, Sergio Daniel Vega
Figueredo. Sergio David Poletti Domrnguez, Mario Alvarez Pérez, Juan
Alcides Román Barríos, Antonio Damián Escobar Monnigo, Carlos Raúl
de la Cruz y Benito Augusto Adomo.

La República del Paraguay incumplió su obligación de garantizar el
derecho a la integridad física protegido por la Convención Americana
en su artículo 5 en conexión con el articulo 1.1, y de este modo violó
el derecho a la integridad ifsica en perjuicio de Abcl Achar Acuña,
José Milicades Cañete. Ever Ramón Molinas Zárate, Arsenio Joel
Barrios Béez. Alfredo Duarte Ramos, Sergio Vincent Navarro Moraez,
Raúl Esteban Portillo, Ismaeí Méndez Aranda, Pedro lv án Peña,
Osvaldo Daniel Sosa, Walter Javier Riveros Rojas, Osmer lópez
Verón, Miguel Coronel, César Ojeda, Heriberto Zarate, Francisco Noé
Andrada. Jorge Daniel Toledo, Pablo Emmanuel ROJas, Sixto González
Franco, Francisco Ramón Adorno, Antonio Delgado, Claudio Coronel
Guiroga, Clemente Luis Escobar González, Julio César García, José
Amado Jara Fernando, Alberto David Maninez, Miguel Angel
Martlnez, Osvatdo Espinola Mora, Hugo Antonio Quintana Vera, Juan
Carlos Vivero Zarza, Eduardo Vera, Ulises Zelaya Flores, Hugo
Olmedo. Rafael Aquino Acuña, Nelson Rodríguez, Demetrio Silguero y
Aristides Ramón Ortlz B. y Carlos Raúl Romero Giacomo como
consecuencia de las heridas e intoxicaciones sufridas durante los
diferentes incendios ocurridos.

La República del Paraguay incumplió su obligación de respetar y
garantizar el derecho a la integridad personal protegido por la
Convención Americana en su artfculo 5 en conexión con el artículo
1(11, y de este modo violó el dcrecho a la integridad personal en
perjuicio de los niños y adolescentes internos en el Instituto de
Reeducación del Menor "Panchito López" entre agosto de 1996 y julio
del 2001, y posteriormente remitidos a las penitenciarias de adultos
del país debido a las condiciones inhumanas y degradantes de las
condíelones de detención a las que fueron sometidos.

La República del Paraguay incumplió su obligación de respetar y
garantizar el derecho a la libertad personal protegido por la
Convención Americana en su artículo 7 en conexión Con el artículo
1{1 l. y de este modo violó el derecho a la libertad personal en
perjuicio de los niños y adolescentes internos en el Instituto de
Reeducación del Menor "Panchito López" entre agosto de 1996 y julio
del 200 t , Y posterionnente remitidos a Ias penitenciarias de adultos
del país, debido a las condiciones inseguras de detención, al uso de la
privac;{m de libertad en contra de los principios internacionalmente '
aceptados de brevedad y excepclonatidad, así como su utilización

000 006Q
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inadecuada V excesiva, tanto durante la tramitación de los respectivos
procesos como en la etapa de la ejecución de la sanción y a la
inefectividad del recurso de hábeas COT¡JUS.

l a República del Paraguay incumplió su obligación de respetar V
garantizar los derechos del niño protegidos por la Convención
Americana sobre Derechos Humanos en su articulo, y de este modo
violó los derechos del niño en perjuicio de los niños V adolescentes
int ern os en el Instituto de Reeducación del Menor "Panchíto López"
entre agostO de 1996 y julio del 2001 . y posteriormente remitidos a
las penitenciarias de adultos del pais. en virtud de haber aplicado a los
mismos un sistema jurfdico contrario a las normas internecionaíes
específicas de protección a la niñez. haberlos sometido a un régimen
de detención abusivo e inhumano en el Instituto "'Panchito Lécez" y
hab..r desatendido las violaciones a sus derechos.

la República del Paraguay incumplió su obligación de respetar y
garantizar el derecho a tas garantfas judiciales protegido por la
Convencióo Americana ,en Su articulo 8 en conexión con el articulo
1.(1) y de este modo violó el derecho a las garant{as judiciales en
perjuicio de los niños V adolescentes internos en el Instituto de
Reeducación del Menor "Panchito Lépez" entre agosto de 1996 V julio
del 2001. Y posteriormente remitidos a las penitenciarias de adultos
del país. debido a la demora injustif ic ada V la falta ce una defensa
jurídica efectiva en los procesos que se le siguieron y aún se les

. siguen por la posible comisión de diversos delitos, el sometimiento a
procesos judiciales cont rarios a los estándares internacionales. al uso
abusivo de la prisión preventiva, ase como por la falta de investigación
de ras violaciones que se acreditan en el presente caso.

la República del Paraguay incumplió su obligación de respetar y
garantizar el derecho a la protección judicial protegido por la
Convención Americana en su artículo 25 en conexión con el artículo
1(1). y de este modo violó el derecho a la protección judicial en
perjuicio de los niños y adolescentes internos en el Instituto de
Reeducación del Menor "Panchito lópez· entre agosto de 1996 y julio
de' 2001. Y posteriormente remitidos a las penitenciarias de adultos
del país debido a la falta de un recurso efectivo que permitiera poner
fin a las violaciones Que padecieron y aún padecen, así como reparar
las mismas.

la República de Paraguay está obligada a garantizar a las víctimas y a
sus familiares. de ser el caso , el goce de sus derechos conculcados, y
adoptar todas las reparaciones pecuniarias y no pecunianas que se
indican en el capítulo VII de la presente demanda.
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